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 I

INTRODUCCIÓN.  
 
 
Diariamente nos encontramos tareas que comúnmente nos representan esfuerzo y 

dedicación; en este sentido considero este trabajo tan solo una pequeña parte del basto 

mundo de la investigación y respecto a la gran necesidad que existe de abordar temas 

tan interesantes como es la correcta interpretación y adecuación de la ley. 
 
Entre los temas que por su trascendencia social y económica apasionan a estudiantes 

del Derecho, investigadores, juristas, legisladores, litigantes y público en general, 

destaca el matrimonio, su disolución y los efectos de ésta, pues son temas que 

revierten una constante dinámica.   

 
La familia es el núcleo de la sociedad, que tiene comúnmente su base en el matrimonio, 

(ya que puede existir la familia sin que los progenitores de la misma se encuentren 

casados), siendo éste  último una de las instituciones jurídicas más importantes 

regulada por nuestra legislación Civil.  
 

El matrimonio asegura la estabilidad, la permanencia y la seguridad jurídica 

indispensables para la adecuada convivencia e integración de los cónyuges, para el 

auxilio mutuo de los mismos y para la procreación y educación de los hijos, siendo 

éstas sus finalidades naturales universalmente reconocidas 

 

En virtud de lo anterior, la legislación civil establece que al contraer matrimonio, los 

celebrantes deben optar por cualquiera de los dos regímenes patrimoniales que ésta 

indica para tal efecto y que son el de sociedad conyugal y de separación de bienes, sin 

dejar de observar que se pueden estipular ciertas condiciones respecto a determinados 

bienes, que pudieran crear un régimen mixto.  

 

Los bienes que los cónyuges tienen al celebrar el matrimonio o los que adquirirán 

durante el mismo, son un serio objeto de estudio y controversia, por lo que no se debe 

dejar lugar a duda o interpretación respecto del régimen que regirá a los mismos, pues 
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dicha voluntad debe de ser la convenida por los cónyuges, por lo que hace a la 

administración y futuro de dichos bienes. 

 

Los contrayentes deberán convenir respecto a la forma en que serán administrados sus 

bienes, mediante las capitulaciones matrimoniales, las que aunadas al régimen 

conyugal elegido crean en un ambiente de certeza y seguridad jurídica al respecto. 

 

En este sentido resulta por demás lógico que los cónyuges al contraer nupcias realicen 

este acto jurídico motivados por su libre voluntad y adoptando uno de los regímenes 

patrimoniales que la ley señala para tal efecto en el artículo 178 del Código Civil para el 

Distrito Federal, dando lugar con ello al régimen patrimonial por el cual desean contraer 

matrimonio y no dejando dudas en este aspecto. 

 

Sin embargo, en la práctica, al contraer matrimonio, los celebrantes tiene un escaso 

conocimiento del régimen por el cual van a contraer matrimonio o en muchos casos no 

tienen el menor conocimiento del mismo, lo que lleva a desconocer los derechos y 

obligaciones inherentes a uno u otro régimen. 

 

En la actualidad y con la creación del artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito 

Federal, mismo que entró en vigor en mayo del año 2000, se crea una seria 

contradicción legal que tiene ya 5 años de existir, la cual vulnera la naturaleza del 

Régimen de Separación de Bienes, ya que este artículo estatuye entre otras cosas que 

un cónyuge en caso de divorcio puede demandar del otro una indemnización de hasta 

el 50% del valor de sus bienes, reuniendo las condiciones que dicho artículo señala y 

que son que el cónyuge demandante haya contraído matrimonio bajo el régimen de 

separación de bienes, que él mismo se haya dedicado al cuidado del hogar y de los 

hijos de ser el caso y que carezca de bienes o que teniéndolos sean de valor 

notoriamente inferior a los de su cónyuge. 

 

En forma clara este artículo 289 Bis en comento, vulnera tajantemente la naturaleza del 

régimen de separación de bienes, y prácticamente lo hace desaparecer, dejando en la 
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práctica subsistente únicamente el régimen de sociedad conyugal, haciendo a un lado 

la voluntad y objeto de los cónyuges cuando éstos contrajeron matrimonio, bajo uno u 

otro régimen, embistiendo también las garantías de los individuos y dejando emerger 

una total inseguridad jurídica, pues además faculta al cónyuge demandante para 

intentar en un juicio de divorcio una acción en contra del otro, la cual éste último 

difícilmente podrá desvirtuar y lo obliga a indemnizar a su cónyuge demandante con 

hasta el 50% del valor de sus bienes. 

  

Por otro lado, la creación del artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, da 

nacimiento una contradicción legal, pues no obstante que prácticamente deja que 

subsista solamente el régimen de sociedad conyugal, deja vigente el régimen de 

separación de bienes, es decir, por un lado pugna por que prevalezca el régimen de 

sociedad conyugal, pero no deja de reconocer la existencia legal del régimen 

separatista, situación que estimo fue una falta de apreciación de nuestros bien 

intencionados legisladores. 

 

Y digo que lo anterior constituye una falta de apreciación, puesto que la intención de los 

legisladores es clara respecto a la protección económica de los cónyuges en el caso de 

divorcio, sin embargo en su afán protector atenta contra la naturaleza del régimen de 

separación de bienes, dejando de observar que ya se ha legislado al respecto con 

anterioridad y muestra de ello es el artículo 288 del Código Civil para el Distrito Federal 

que regula la figura de los alimentos que corresponden al cónyuge inocente dado el 

caso de divorcio. 

 

Derivado de lo anterior, la propuesta principal de esta tésis es la derogación del artículo 

289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal por ser contradictorio a la naturaleza del 

régimen de separación de bienes y a la legislación actual, por los motivos y 

fundamentos que en el desarrollo de este trabajo se enlistan. Como alternativa se 

propone la reforma de éste artículo en los términos a que refiero en el capitulo 

respectivo, atendiendo con ello a la intención protectora del legislador cuando lo 

estableció y pugnando con esta reforma por dejar a un lado la limitante del artículo 288 
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del citado ordenamiento que versa en proteger únicamente al cónyuge inocente, lo que 

conlleva también a proteger a ambos cónyuges en el caso de divorcio. 

 

En este contexto de ideas, en el capitulo primero de esta tesis me refiero al matrimonio, 

haciendo una breve reseña histórica del mismo, su naturaleza jurídica y de igual forma 

se hará alusión a su importancia, a los derechos y obligaciones que surgen de él 

respecto a los cónyuges, los hijos (en su caso) y sus bienes, los requisitos, 

impedimentos y solemnidad que la ley exige para su celebración.  

 

Por lo que hace al capitulo segundo, de éste trabajo, se expone principalmente el 

divorcio como la disolución del  vinculo matrimonial, las causas que dan lugar al mismo, 

las clases de divorcio y sus efectos respecto a los cónyuges, sus hijos (de ser el caso) y 

de sus bienes, para de esta manera inducir el objeto de esta tésis, la cual requiere de la 

existencia del vinculo matrimonial y la disolución de dicho vinculo, para la razón de ser 

del artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal. 

 

En el capitulo tercero se plantearán y discutirán los dos regímenes patrimoniales que la 

ley establece y que son, el de sociedad conyugal y de separación de bienes, 

atendiendo a sus características principales, las doctrinas que al respecto se han 

formado de uno y otro régimen, así como su naturaleza jurídica, para así definir sus 

diferencias y la importancia de su constitución respecto a un ambiente de seguridad y 

certeza jurídica que debe imperar. 

 

La esencia de esta investigación, esta contenida en el capítulo cuarto, pues en él se 

destaca la contradicción entre el artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal 

y la naturaleza del régimen de separación de bienes, haciendo ver las consecuencias 

prácticas originadas al tenor de este artículo, la desventaja de las mismas y por ende 

justificando la propuesta de derogación de este artículo o en su defecto su reforma, 

atendiendo a las necesidades y costumbres de nuestra sociedad. 



 1

CAPITULO I 
EL MATRIMONIO 

 
I.1 Concepto del matrimonio. 
 

A través del devenir histórico se ha considerado que la base de la sociedad es la 

familia y de ésta a su vez lo es el matrimonio, aunque como veremos adelante éste 

no es requisito indispensable para fundar la familia, no obstante como institución 

jurídica debe seguir siendo debidamente regulado por la ley, proponiéndonos pugnar 

porque el mismo sea en el mayor de los casos la base de la familia, por ser la figura 

que crea un ambiente de seguridad jurídica para la sociedad. 

 

En torno al concepto de matrimonio han existido y existen diversas posiciones 

doctrinales, muchos doctrinarios han intentado establecer su concepto de 

matrimonio, sin embargo, dado a que esta figura representa diversas características, 

considero que no ha sido posible establecer un concepto que sea adoptado por la 

sociedad en general, ya que como veremos de algunos criterios que transcribo, cada 

uno tiene razón de ser, es decir, cada uno es acorde al sistema jurídico, social y 

cultural de la sociedad en que han sido creados.  

 

Etimológicamente la palabra “matrimonio”, proviene del termino en latín 

matrimonium de matris que significa madre y de monium que es carga, es decir 

etimológicamente el termino matrimonio comprende las cargas de la madre.1 

 

“Confirmando lo anterior el Pontífice Gregorio IX, en sus Decretales del año 1227 -

que son compilaciones generales de Derecho Canónico- consideró al matrimonio en 

función de la maternidad, siempre cierta que a la mujer le era onerosa antes del 

parto, dolorosa en el parto y gravosa después del parto. La importancia y el papel 

del padre en forma paralela, en sentido etimológico, obtiene una distinta concepción 

                                                           
1 Cfr. Magallón Ibarra, Jorge Mario. Instituciones de Derecho Civil. Tomo III. Derecho de Familia.  Ed. Porrúa, México 1988. 
Pág. 111. 
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ya que a la par de las cargas de la madre, éste último se ocupa de la adquisición, 

conservación y administración de los bienes de fortuna, aun de los que 

corresponden a la madre y por eso se interpreta como la carga del padre, por esa 

razón al conjunto de bienes de la familia se le denomina “patrimonio”, derivado de la 

palabra “pater” y “monium”.”2  

 

Por su parte el autor José Castán Tobeñas, estima el concepto analizando como 

“poco verosímil y desde luego expuesto a interpretaciones equivocadas, pues el 

matrimonio no es ninguna pesada carga para la mujer, pues lejos de ello, aligera la 

que a este sexo corresponde naturalmente en razón de sus funciones 

matrimoniales, ni tampoco puede decirse que el matrimonio sea así llamado por que 

en él es la mujer el sexo importante.”3 

 

“El matrimonio, del latín “matrimonium”, nos permite tener tres acepciones jurídicas 

del vocablo; la primera se refiere a la celebración de un acto jurídico solemne entre 

un hombre y una mujer con el fin de crear una unidad de vida entre ellos; la 

segunda, al conjunto de normas civiles que regulan dicha unión; y la tercera, a un 

estado general de vida que se deriva de las dos anteriores. De ahí que se pueda 

afirmar que el matrimonio es una institución o conjunto de normas que reglamentan 

las relaciones de los cónyuges creando un estado de vida permanente derivado de 

una acto jurídico solemne.”4 

 

El concepto de matrimonio que considero ha trascendido a través de la historia, es 

indudablemente el dado por Justiniano en las Institutas, el cual transcribe el autor 

Raúl Lemus García en su obra, en los siguientes términos: 

 

“Nuptiae autem sive matrimonium est viri et mulieris conjunctio, individuam 

consuetudinem vitae continens”, que traducido quiere decir: Nupcias o matrimonio 

es la unión del varón y la mujer, que implica una costumbre individual de vida; y en 

                                                           
2 Cfr. Magallón Ibarra, Jorge Mario. Op. Cit. Pág. 111. 
3 Ibidem. Pág. 112.  
4 Diccionario Jurídico Mexicano. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Ed. Porrúa – UNAM. 5ª ed. México, 1992 Pág. 2085. 
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una versión más libre se puede traducir así: Nupcias o matrimonio es la unión del 

varón y la mujer con el propósito de convivir en forma permanente e indisoluble.”5 

 

Por su parte Rafael de Pina Vara, define el matrimonio como: 

 

“El acto bilateral solemne, en virtud del cual se produce entre personas de distinto 

sexo una comunidad de vida destinada al cumplimiento de los fines 

espontáneamente derivados de la naturaleza humana y de la situación 

voluntariamente aceptada por los contrayentes.”6 

 

De igual forma Manuel Chávez Asencio define el matrimonio como acto constitutivo, 

argumentando que: “Es un acto jurídico conyugal (pacto conyugal) en el que 

interviene, además, la voluntad del Juez de Registro Civil para constituir el vínculo 

conyugal, el  que se traduce en el matrimonio – estado como una comunidad intima 

y permanente de vida, de un hombre y una mujer en orden al amor conyugal, la 

promoción humana de ambos y la procreación responsable.”7 

 

En consecuencia del anterior concepto Chávez Asencio concluye que el matrimonio 

es “un compromiso jurídico, público y permanente de vida conyugal.”8 

 

“Es decir es un compromiso jurídico ya que se destaca el acto jurídico constitutivo, 

como un acto plurilateral y mixto, que le da el carácter de público por la participación 

del representante oficial en esta celebración, al decir que es permanente, es en 

razón de que intrínsicamente es indisoluble, porque los  cónyuges como tales no 

pueden disolverlo, ya que para esta disolución se requiere de la autoridad 

respectiva (Juez de lo Familiar o el Juez del Registro Civil). Al hacer alusión a un 

estado de vida conyugal, se refiere al matrimonio – estado, o bien a la comunidad 

de vida que tiene como calificativo lo conyugal por la los deberes, derechos y 

                                                           
5 Lemus García, Raúl. Derecho Romano. Ed. Limusa, México, 1979. Pág 113.  
6 Pina Vara, Rafael de. Elementos de Derecho Civil. Ed. Porrúa, 15ª ed. México, 1986. Pág. 314. 
7 Chávez Asencio, Manuel F. La familia en el Derecho. Relaciones Jurídicas Conyugales. Ed. Porrúa. 4ª ed. México 1997. 
Págs. 71-72. 
8 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 72. 
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obligaciones que se generan, y son necesarios para la realización de los fines 

objetivos del matrimonio, como es el amor conyugal, la procreación responsable y la 

promoción humana de los consortes.”9 

 

Santo Tomás de Aquino decía: “El matrimonio en cuanto es oficio de naturaleza, 

debe ser estatuido por la ley natural, en cuanto es sacramento, por el derecho 

divino, en cuanto es oficio de la comunidad, pertenece al derecho civil. Como oficio 

de la naturaleza entendemos que el hombre se dirige a un fin, adecuado a su propia 

naturaleza, dirigido por la razón y por la conciencia. En cuanto ley divina, 

apreciamos aquella eterna y suprema de la creación que dirige a todos los hombres 

conforme a su naturaleza y la ley civil, que es ley humana se dirige al gobierno de 

los hombres inspirada en el orden y el bien común.”10 

 

Por su parte y sin entrar en detalle, el Derecho Canónico consagra el matrimonio 

como un sacramento, que simboliza desde un punto de vista religioso la unión de 

Cristo, nuestro Señor, con su Iglesia. Es decir es un sacramento solemne cuyos 

ministros son los mismos esposos, siendo el sacerdote un testigo autorizado por la 

Iglesia, la unión de los esposos es una imagen de Cristo con la Iglesia, y como ésta, 

dicho vínculo es indisoluble. 11 

 

Como contrato, según el derecho canónico, el matrimonio es el convenio que para el 

logro de los fines antes mencionados (bien de los cónyuges y a generación y 

educación de la prole) celebran el hombre y la mujer (canon 1055 del Código de 

Derecho Canónico).12 

 

Para Ortiz Urquidi: “El matrimonio es un acto jurídico con el cual un hombre y una 

mujer tienen la voluntad de vivir maritalmente, procreando hijos y ayudándose a 

soportar el peso de la vida.”13 

                                                           
9 Cfr. Ibídem. 
10 Magallón Ibarra, Jorge Mario. Op. Cit. Pág. 117. 
11 Cfr. Magallón Ibarra Jorge Mario. Op. Cit. Pág. 116. 
12 Cfr. Ibídem. Pág. 118. 
13 Ortiz Urquidi, Raúl. Matrimonio por Comportamiento. Ed. Porrúa, 8ª ed. México 1997. Pág. 130. 
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Marcelo Planiol lo considera: “Como una acto jurídico por el cual el hombre y la 

mujer establecen entre si una unión que la ley sanciona y no puede  romper su 

voluntad.”14 

 

Para el jurista Antonio Cicú: “El matrimonio es una comunidad de plena vid, material 

y espiritual, una íntima fusión de dos vidas en una sola.”15 

 

De acuerdo a las anteriores definiciones del matrimonio y de la clara tendencia 

común en ellas, para poder formular un concepto de matrimonio, se requiere tener 

presente que dicho término implica dos acepciones: 

 

a) Como acto jurídico, siendo entonces el matrimonio un acto voluntario 

efectuado en un lugar y tiempo determinado, ante el funcionario que el 

Estado designa para realizarlo. 

 

b) Como estado matrimonial, el matrimonio es una situación general y 

permanente que se deriva del acto jurídico, originando derechos y 

obligaciones que se traducen en un especial género de vida.16 

 

De las anteriores definiciones, me permito considerar o definir que el matrimonio es: 

 

Un acto jurídico bilateral, solemne, del orden familiar, sancionado por el derecho, 

mediante el cual dos personas de distinto sexo se unen y dan origen a un vínculo 

legal y afín entre ambos, sometiéndose con ello a una serie de obligaciones y 

derechos, con la finalidad de llevar una vida en común, tratando de perpetuarse a 

través de la procreación de sus hijos. 

 

                                                           
 
14 Ortiz Urquidi, Raúl. Op. Cit. Pág. 140. 
15 Bravo, Beatriz y Bravo González, Agustín. Primer Curso de Derecho Romano. Ed. Pax 10ª ed. México 1998. Pág. 210. 
16 Cfr. Buenrostro Báez Rosalía y Baqueiro Rojas Edgard. Derecho de Familia y Sucesiones. Ed. Harla, México 1990. Pág. 
39. 
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En otro orden de ideas, en México la promulgación de la Ley Orgánica del Registro 

Civil de 27 de enero de 1857, siendo presidente Ignacio de Comonfort, estableció 

para toda la República el registro del estado civil, y la de 27 de julio de 1859 sobre 

el matrimonio, le dieron por primera vez el carácter de acto laico, ajeno a la 

autoridad eclesiástica, y lo denominaron contrato, concepción con la que pasó a la 

Constitución Política de 1917.  

 

Por ende la legislación civil estima al matrimonio como un acto solemne, instituido 

por el Estado como el único medio legal de constitución de la familia, siendo 

necesaria para la celebración de dicho acto la presencia del denominado Juez del 

Registro Civil, quien es la persona facultada por el Estado para la celebración del 

mismo. 

 

En este sentido es de hacerse notar que la palabra Oficial y Juez del Registro Civil, 

que se han utilizado al paso del tiempo, son en razón de que en la Ley Orgánica del 

Registro Civil del 27 de enero de 1857 (Comonfort) se les denominaba Oficiales de 

Estado Civil a las personas encargadas de inscribir y desempeñar todos los actos 

de oficialía de su competencia, siendo estos, empleados públicos ajenos a la 

función jurisdiccional y por ello, inadecuadamente llamados Jueces en diversos 

apartados del Código Civil actual. 

 

Por su parte los Códigos Civiles de 1870 y 1884 conceptuaban al matrimonio como 

la sociedad legitima de un solo hombre y una sola mujer, que se unen con vinculo 

indisoluble para perpetuar su especie y ayudarse a llevar el peso de la vida, es 

decir, estos códigos declaran el matrimonio como un contrato civil y regulan el 

divorcio bajo la forma de separación de cuerpos. Una definición similar existió en el 

Código de 1884 y en la Ley Sobre Relaciones Familiares de 1917, en donde se 

consideró al matrimonio como un contrato civil.  

 

Por muchos años se ha considerado al matrimonio como la base fundamental de la 

familia, como un modo único de fundar la sociedad marital, derivándose de esta 
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unión una serie de relaciones filiales, así como una serie de obligaciones y derechos, 

mismos que más adelante veremos en forma detallada. 

 

El anterior criterio, no obstante, ha sido controvertido ya que a partir de la Ley Sobre 

Relaciones Familiares de 1917 se sustenta otra postura en el sentido de que la 

familia está basada en el parentesco por consanguinidad y esencialmente en las 

relaciones que originan filiación matrimonial y extramatrimonial. “Por lo tanto el 

matrimonio deja de ser el supuesto jurídico necesario para regular las relaciones de 

paternidad, maternidad, y de la patria potestad, ya que tanto los hijos naturales 

como los legítimos resultan equiparados a efecto de reconocerles en el Código 

vigente los mismos derechos y someterlos a la patria potestad de sus 

progenitores.”17 

 

La citada Ley sobre Relaciones Familiares de 1917 definió al matrimonio como un 

contrato civil entre un solo hombre y una sola mujer que se unen con un vínculo 

disoluble para perpetuar la especie y para que ambos se ayudarán a llevar el peso 

de la vida. 

 

En el Código Civil de 1928 no se contempló ningún concepto de matrimonio; 

tampoco se hacía mención expresa a la diferencia de sexos que debe de haber 

entre los contrayentes, toda vez que el legislador del 1928 consideró que todo lo 

anterior era natural a la institución matrimonial; simplemente en el artículo 146 en su 

texto original se indicaba lo siguiente: "El matrimonio debe celebrarse ante los 

funcionarios que establece la ley y con las formalidades que ella exige"; el artículo 

147 disponía: "Cualquier condición contraria a la perpetuación de la especie o a la 

ayuda mutua se tendría por no puesta". Asimismo en el código en comento se 

prohibía cualquier pacto que hicieran los esposos contrario a las leyes o a los fines 

naturales del matrimonio, disponiendo que los mismos serían nulos, de acuerdo con 

lo previsto en el artículo 182 del mismo ordenamiento. 

                                                           
 
 
17 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 1. 
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Ahora bien, en el vigente Código Civil aprobado por la Asamblea Legislativa el 28 

de abril del año 2000 se modificó el artículo 146 de este ordenamiento para quedar 

redactado en los siguientes términos: 

  

"Artículo 146.- Matrimonio es la unión libre de un hombre y una mujer para realizar la 

comunidad de vida, en donde ambos se procuren respeto, igualdad y ayuda mutua, 

con la posibilidad de procrear hijos de manera libre, responsable e informada. Debe 

celebrarse ante el juez del registro civil y con las formalidades que esta ley exige". 

 

El precepto apuntado prevé que el matrimonio es la unión libre —debe entenderse 

como unión voluntaria, que se asume libremente por los contrayentes; con un 

compromiso de los mismos para crear el vínculo matrimonial—. Sólo puede 

celebrarse entre un hombre y una mujer. También prevé que en el estado civil 

matrimonial que se funda, ambos cónyuges se deben procurar respeto, igualdad y 

ayuda mutua. 

 

I.2 Reseña histórica del matrimonio. 
 

Con la evolución histórica del matrimonio podemos advertir los cambios que ha 

tenido el mismo, a la par de la evolución humana.  

 

En este sentido nos avocaremos al interesante estudio que al efecto realiza el 

maestro Rojina Villegas, adecuando esta evolución en cinco etapas; la 

promiscuidad primitiva, el matrimonio por grupos, el matrimonio por rapto, el 

matrimonio por compra y finalmente el matrimonio consensual.18 

 

                                                           
 
18 Cfr. Rojina Villegas, Rafael. Derecho Civil Mexicano. Tomo II. Derecho de Familia. Ed. Porrúa, 9ª ed. México 1998. Págs. 
201- 202. 
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a) Promiscuidad primitiva.- Esta etapa se presenta cuando en las comunidades 

primitivas existió en un principio una promiscuidad que impidió determinar la 

paternidad y, por lo tanto, la organización social de la familia se reguló siempre en 

relación con la madre. Los hijos seguían la condición jurídica y social de la madre, 

dándose con ello origen y lugar al matriarcado. 

 

b) Matrimonio por grupos.- Este tipo de matrimonio se presentaba ya como una 

forma de promiscuidad relativa, pues por la creencia mítica derivada del 

totemismo,19 los miembros de una tribu se consideraban hermanos entre sí, y, en tal 

virtud, no podían contraer matrimonio con las mujeres del mismo clan, surgiendo 

con ello la necesidad de buscar la unión sexual con mujeres de una tribu diferente. 

En esta etapa el matrimonio no se celebró en forma individual sino que 

determinados hombres de un grupo celebraban matrimonio con igual número de 

mujeres de una tribu distinta. Este matrimonio colectivo traía como consecuencia un 

desconocimiento de paternidad, manteniéndose, el régimen matriarcal y el sistema 

de filiación uterina (por la madre), por lo tanto a los hijos les corresponde la 

condición jurídica y social que corresponde al clan materno. 

 

c) Matrimonio por rapto.- Con la evolución natural debida a la dominación de una 

colectividad sobre otra, de la más fuerte sobre la débil, aparece el matrimonio por 

rapto, en esta etapa la mujer es considerada como parte del botín de guerra y, por 

lo tanto, los vencedores adquieren en propiedad a las mujeres que logran arrebatar 

al enemigo, de la misma manera que se apropian de bienes y animales. 

 
d) Matrimonio por compra.- El matrimonio por compra, consolida las bases de la 

monogamia, adquiriendo el marido un derecho de propiedad sobre la mujer, quien 

se encuentra totalmente sometida a su poder. La familia se organiza jurídicamente 

reconociendo ahora la potestad del esposo y padre a la vez, para reglamentar la 

filiación en función de la paternidad, pues ésta ahora ya es conocida. La patria 

                                                           
19 Totemismo. Es la creencia de algunas tribus salvajes de que los miembros que la conforman son afines en grupo y ello no 
les permite relacionarse entre sí, por ello la búsqueda de su pareja en otras tribus, para sus integrantes un animal representa la 
tribu y ese animal es considerado como un antepasado de esa raza que reencarno en ese animal.  
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potestad se reconoce al estilo romano, es decir, se admite un poder absoluto e 

ilimitado del “paterfamilias” sobre los distintos miembros que integran el grupo 

familiar. 

 
e) Matrimonio consensual.- Podemos decir que la evolución del matrimonio llega a 

su máxima evolución, al predominar la libre voluntad del hombre y la mujer que se 

unen para constituir un estado permanente de vida y perpetuar la especie. Siendo 

este el concepto del matrimonio moderno, que puede estar influenciado por ideas 

religiosas, bien sea para convertirse en un sacramento (Derecho Canónico), en un 

contrato, como se considera por distintos derechos positivos a partir de la 

separación de Iglesia y Estado, o como un acto de naturaleza compleja en el que 

interviene un funcionario público.  

 

En otro orden de ideas, considero importante mencionar que para la acepción del 

concepto de matrimonio, han intervenido también tres factores en su evolución y 

son los siguientes: 

 
I.2.1 Concepto romano del matrimonio. 
 

“En el Derecho Romano, según el estudio que hace Ruggiero, el matrimonio deriva 

como un hecho natural, siempre que concurrieran los siguientes factores, uno físico, 

siendo la unión del hombre con la mujer, que no debe entenderse como una unión 

meramente sexual, y si en un sentido más elevado, como unión de vida que se 

manifiesta exteriormente con la deductio de la esposa in domun mariti. La deductio 

inicia la cohabitación y fija el momento en que el matrimonio se inicia, desde este 

momento la mujer es puesta a disposición del marido, se halla sujeta a este y 

comparte la posición social del mismo. Este poder del marido sobre la mujer puede 

ser mas o menos intenso, afirmarse enérgicamente en la manus que coloca a la 

mujer en situación de hija o faltar completamente; la participación en la dignidad, en 

los honores, en el culto familiar del esposo...”20 

                                                           
20 Cfr. Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 203 -204. 
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“El otro elemento es intelectual y es el factor que vivifica el material o corporal, del 

mismo modo que en la posesión el animus es el  requisito que integra o completa el 

corpus. Este elemento espiritual es la affectio maritalis, o sea el amor entre los 

esposos, la voluntad de crear y mantener una vida en común, de perseguir los fines 

de la sociedad conyugal, de mantener este factor durante la existencia del 

matrimonio, etc.”21 

 

En este sentido para los romanos el matrimonio no exigía la solemnidad de forma, 

ni la intervención de autoridad alguna, simplemente bastaba la voluntad del hombre 

y la mujer de ser cónyuges y la exteriorización de esa voluntad para constituirse en 

matrimonio, de tal forma que dicho matrimonio se disolvía cuando el elemento 

espiritual (affectio maritalis) entre los cónyuges o el elemento físico (comunidad de 

vida) dejaba de existir.22 

 

En el Derecho Romano existen dos autoridades a las que puede estar sujeto un 

alieni iuris, (siendo éste el que se encuentra bajo patria potestad); el mancipium 

(autoridad que puede ejercer un hombre libre sobre otra persona también libre) y  la 

manus era la autoridad que se ejercía sobre la mujer, normalmente ejercida por el 

marido y la cual se constituía únicamente: mediante el matrimonio y por fiduciae 

causa, es decir por pacto de buena fe que comúnmente era temporal.   

 

Cuando se constituía por matrimonio, la mujer entraba a la familia civil del marido, 

cayendo bajo su potestad (autoridad) y ocupaba el lugar respecto al esposo como si 

fuese una hija, (manus). 

 

Cuando se suscitaba el matrimonio sine manu, la mujer no salía de su familia y por 

tanto no entraba a la familia del marido, ni éste adquiría sobre ella alguna potestad, 

cuya relación los equiparaba en un plano de igualdad. 

                                                           
 
21 Ídem. 
22 Ídem. 
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En este orden de ideas, son tres las formas de constituir la manus al llevarse a cabo 

el matrimonio:23 

 
a) La Confarreatio; que era una ceremonia social y religiosa en donde ambos 

consortes compartían un pan de trigo, como símbolo de la comunidad de vida 

que establecían y se pronunciaban palabras solemnes ante Júpiter, el dios 

del matrimonio; esta ceremonia estaba reservada para los patricios. 

 

b) El Usus; que era el matrimonio romano que no requería más formalidad que 

la simple relación de la pareja, haciendo vida en común durante un año, este 

hecho le daba el derecho al hombre de ejercer el manus sobre la mujer. 

Aunque si la mujer no quería quedar sujeta a la potestad del marido, para 

poder interrumpir el plazo de un año, bastaba que faltará tres noches 

seguidas al hogar conyugal, permaneciendo en casa de su padre, ello daba 

pie a que la posesión continua en el año no se diera, esta interrupción estaba 

contemplada por la Ley de las Doce Tablas.  

 
c) La Coemptio; que es el matrimonio por compra, la forma más usual de los 

romanos para establecer el manus y era una venta ficticia que hacia el 

paterfamilias  al futuro marido siempre que se tratare de una mujer sujeta a 

patria potestad.  

 

Para el derecho romano las condiciones o requisitos para que un matrimonio fuera 

valido eran: 

 

- La pubertad; siendo esta etapa donde se considera que el hombre estaba en 

aptitud de engendrar y en la mujer la de concebir, regularmente entre los 14 y 

12 años respectivamente. 

- El consentimiento de los contrayentes. 

                                                           
23 Cfr. Morineau Iduarte, Marta, Iglesias González, Román. Derecho Romano. Ed. Harla. México 1992. Págs. 94-95.   
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- La autorización del “paterfamilias”, para las mujeres menores de 25 años. 

- El “connubium”; que era la aptitud legal para contraer las iustae nuptiae. 

 
1.2.2  Efectos jurídicos las "iustae nuptiae” en el derecho romano. 
 

Ahora bien, como la parte medular de este trabajo es tratar de explicar la situación 

de los cónyuges respecto a sus bienes, considero que es atinado saber en forma 

breve pero sustanciosa los efectos jurídicos que las "iustae nuptiae” para el derecho 

romano producían. 

 

Respecto a los cónyuges: 

 

-  El matrimonio establece entre los cónyuges una vida en comunidad. 

-  Estos se deben mutua fidelidad. 

- Produce una afinidad, es decir el lazo que se forma entre los cónyuges, y los     

parientes de ambos. 

 

Respecto a los hijos: 

 

-  La filiación “ex iustis nuptis” que da a los hijos la calidad de “liberi iusti”, sometidos 

a la patria potestad del padre o del ascendiente paterno que tenga tal derecho. 

-  Los hijos toman el nombre, domicilio, origen y la condición social del padre. 

- Se crea la obligación recíproca de proporcionarse alimentos y el derecho de los 

hijos a la educación. 

 

Respecto a los bienes: 

 

-  En el matrimonio por “manus”, la mujer era con respecto al marido considerada en 

el lugar de una hija, sus bienes pasaban al poder del marido o del ascendiente que 

tuviera la patria potestad, si el primero no la tenía. 
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- Cuando el “manus” ya no operaba, traía como consecuencia un régimen de 

separación de bienes en el matrimonio libre, teniendo la mujer si así lo quería la 

libre administración de sus bienes. 

-  La dote en el matrimonio, siendo la dote el conjunto de bienes que la mujer u otra 

persona (por lo regular el padre o ascendiente que tuviera la patria potestad sobre 

la mujer) entregan al marido para ayudarlo en la carga del matrimonio. El origen de 

la dote es muy antiguo, y surge como una compensación que el padre hace a su 

hija, ya que esta última perdía al contraer nupcias, sus derechos hereditarios, 

aunque por el abuso que se daba en muchas ocasiones al disolverse el vinculo 

entre los cónyuges, el marido estaba obligado a devolver la dote.  

 
I.2.3 El matrimonio Canónico. 
 

Para el Derecho Canónico el matrimonio: “Es un sacramento solemne cuyos 

ministros son los mismos esposos, siendo el sacerdote el testigo autorizado por la 

Iglesia; la unión de los esposos es la imagen de una unión de Cristo con la Iglesia, y 

como ésta, indisoluble.”24 

 

En este sentido, al ser considerado el matrimonio un sacramento, éste de ninguna 

forma y bajo ninguna circunstancia es disoluble, salvo que uno de los cónyuges 

dejara de existir. 

 

Como contrato, según el derecho canónico, el matrimonio: “Es la alianza 

matrimonial por la cual el varón y la mujer constituyen una comunión para toda la 

vida ordenado por su naturaleza al bien de los cónyuges y a la procreación y 

educación de la prole, elevada a Cristo, para los bautizados a la dignidad de 

sacramento.”25 Acorde al canon 1055 del Código de Derecho Canónico. 

 

 

                                                           
 
24 Cfr. Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 205. 
25 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 27. 
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I.2.4 El matrimonio laico. 
 

Es la reconquista del derecho matrimonial y de la jurisdicción en los casos 

matrimoniales, por el poder del Estado, cuyos factores decisivos para esta 

secularización han sido: el protestantismo, que considera que el matrimonio es una 

cosa externa y mundana sujeta a la autoridad secular; la Iglesia galicana, que 

pugnó en Francia durante el siglo XVI por la teoría teológica – jurídica, 

considerando el matrimonio como contrato y no como sacramento, su regulación le 

atañe al Estado y finalmente el factor del Derecho Natural, cuyos exponentes al 

igual que Lutero, toman la concepción del matrimonio como contrato civil. 

 

I.3 Naturaleza jurídica del matrimonio. 
 
El matrimonio crea un estado de vida que origina deberes, derechos y obligaciones, 

por tanto los fines matrimoniales no solo son de reproducción, sino que son 

directamente proporcionales con la naturaleza jurídica del mismo, entonces el 

problema de la naturaleza jurídica refiere al acto de su constitución, y también, al 

estado matrimonial que se genera. Al respecto Zannoni expresa que “el problema 

de la naturaleza jurídica del matrimonio se refiere al acto mismo por el cual se 

celebra. En cambio las relaciones jurídicas que siguen de esta relación que son 

patrimoniales o extrapatrimoniales, ya atañen al estado civil mismo de casados que 

revisten los contrayentes, haciendo surgir los derechos de deberes personales.”26 

 

Debido los diversos conceptos del matrimonio, existen distintas posiciones 

doctrinales sobre la naturaleza jurídica de éste, por lo tanto para poder comprender 

jurídicamente esa naturaleza, debemos analizar el matrimonio desde varios ángulos 

e inclusive en éste apartado analizaremos algunas de las vertientes doctrínales que 

considero mas adecuadas al estudio. 

 

 

                                                           
26 Cfr. Ibídem. Pág. 44. 
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a) Matrimonio Institución.  
 

Esta teoría de la Institución tuvo su desarrollo en Francia a partir de principios del 

siglo XX, dicha postura considera el matrimonio como un contrato, según veremos 

en el siguiente punto. 

 

“Para entender mejor esta postura, estimo pertinente definir que la palabra 

“institución” proviene del latín “institutio” que significa “establecimiento o fundación 

de una cosa”. Para Demófilo de Buen la Institución es el conjunto de relaciones 

jurídicas concebidas en abstracto y como una unidad por el ordenamiento jurídico, 

siendo por consiguiente un ensayo definido de relaciones civiles.”27 

 

Esta teoría cuyo principal autor es Julián Bonnecase, conceptúa al matrimonio 

como: “La institución formada de un conjunto de reglas de derecho, esencialmente 

imperativas, cuyo objeto es dar a la unión de los sexos, y, por lo mismo a la familia, 

una organización social y moral, que a la vez corresponde a las aspiraciones del 

momento y a la naturaleza permanente del hombre, como también a las directrices 

que en todos los dominios proporciona la noción de derecho.”28 

 

Eduardo Pallares señala que: “El matrimonio se puede considerar como una 

Institución, la que considera como un conjunto de normas jurídicas debidamente 

unificado, que reglamentan determinadas funciones o actividades sociales cuya 

importancia sea tal, que merezcan estar sujetas a la tutela del Estado en forma 

especial.”29 

 

                                                           
 
27 De Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. Ed. Porrúa Hnos. y Cía., S.A., México 1965. Pág. 164. 
28 Bonnecase, Julián. La filosofía del Código de Napoleón aplicada al Derecho de la familia. Traducción. Ed José Ma. Cajica 
Jr., Puebla, México 1945. Pág. 631.  
29 Cfr. Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 50. 
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“En este sentido el matrimonio como institución, significa el conjunto de normas que 

rigen el matrimonio, una institución jurídica es un conjunto de normas de igual 

naturaleza que regulan un todo orgánico y persiguen un una misma finalidad.”30 

 

“Ihering explica que las normas jurídicas se agrupan constituyendo series de 

preceptos para formar verdaderos cuerpos que tienen autonomía, estructura y 

funcionamiento propios dentro del sistema total que constituye el derecho positivo, 

es decir ese conjunto de leyes tiene como fin el reglamentar la vida conyugal.”31 

 

Por su parte Magallón Ibarra al respecto señala: “Creemos que el único sentido real 

y adecuado que puede tener el matrimonio en un aspecto de institución, es aquel 

que lo admite como colección metódica de los principios o elementos de una 

ciencia, arte etc., ...el matrimonio tiene un carácter institucional porque en él 

encontramos precisamente un conjunto de principios, una colección metódica de 

elementos sociales y jurídicos que se regulan dentro de la ideal del propio 

matrimonio, y que mediante su celebración, se funda la base orgánica de la nueva 

familia, o sea, establece una nueva cédula social...”32 

 

Para Hauriou, la institución es “una idea de obra que se realiza y dura jurídicamente 

en un medio social, por lo tanto la importancia de la tesis de este autor, aplicada al 

matrimonio, tiene la importancia de comprender no solo el aspecto inicial de la 

institución sino también del  estado de vida que le da significación tanto social como 

jurídica y, finalmente, la estructuración normativa a través de la cual se establecen 

las finalidades, órganos y procedimientos de la institución misma”33 

 
 
 
 

                                                           
 
30 Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 212. 
31 Cfr. Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 51. 
32 Chávez Asencio Manuel F. Op. Cit. Pág. 51. 
33 Cfr. Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág 213. 
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b) Como acto jurídico condición.  
 

Refiere al acuerdo de voluntades de los contrayentes, mediante el cual se da 

nacimiento al vínculo conyugal, dando también origen este vinculo a una serie de 

relaciones jurídicas entre los cónyuges consistentes en los derechos y obligaciones, 

que resultan ser indispensables para la subsistencia del estado conyugal. En el 

matrimonio como acto jurídico condición, existe un acuerdo de voluntades entre los  

cónyuges para crear y transmitir derechos y obligaciones; en este sentido el 

matrimonio será un acto contractual a través del cual queda constituida la 

comunidad de vida entre el hombre y la mujer. 

 

Esta teoría cuyo exponente principal es León Duguit, manifiesta entre otras cosas 

que este tipo de acto tiene por objeto determinar la aplicación permanente de todo 

un estatuto de derecho a un individúo o conjunto de individuos, para crear 

situaciones jurídicas concretas que constituyen un verdadero estado, por cuanto 

que no se agotan con la realización de las mismas, sino que permiten una 

renovación continua. 

 

“En este sentido por acto condición se entiende aquella situación creada y regida 

por la ley, cuya creación tiene lugar, subordinada a la celebración de ese acto; en 

este caso el matrimonio. En el acto jurídico condición los efectos jurídicos del acto 

se producen cuando se ha reunido todos los elementos que la ley establece.”34 

 

c) Como acto jurídico mixto o complejo. 
 

Esta teoría nos explica la naturaleza del matrimonio como el acto en que concurren 

la voluntad de los consortes y la voluntad del Estado, siendo entonces que si los 

actos jurídicos son de carácter privado (particulares); público (por intervención de 

órganos estatales); y mixtos (concurrencia tanto de particulares, como de 

                                                           
 
34 Galindo Garfias, Ignacio. Derecho Civil. Ed, Porrúa, 18ª ed. México, 1999. Pág. 498.  
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funcionarios públicos en el acto mismo, haciendo ambas partes su manifestación de 

voluntad).  

 

En este sentido Rafael Rojina Villegas manifiesta que: “El matrimonio es un acto 

mixto debido a que se constituye no sólo por el consentimiento de los consortes, 

sino también por la intervención que tiene el oficial del Registro Civil. Este órgano 

del estado desempeña un papel constitutivo y no simplemente declarativo, pues 

podemos decir que si se omitiese en el acta respectiva hacer constar la declaración 

que debe hacer el citado funcionario, considerando unidos a los consortes en 

legítimo matrimonio, éste no existiría desde el punto de vista jurídico.”35 

 
d) Doctrina contractualista.  
 

Esta doctrina refiere “a significar que en el vínculo matrimonial, los derechos y 

deberes de los cónyuges tienen su origen y su causa, en el mutuo consentimiento. 

Es decir su causa y origen, no su delimitación, puesto que los derechos y deberes 

conyugales están delimitados y configurados por el derecho natural”.36 

 

Al respecto Manuel Chávez Asencio, advierte que: “la concepción contractual civil 

fue elaborada en Francia y constituyo la base de la secularización del matrimonio 

producida tras la revolución de 1789. Alcanzó su máxima expresión legislativa en la 

constitución de 1791, la que consideró al matrimonio como un contrato civil. 

Podemos considerar que también fue la opinión unánime de los juristas en el siglo 

XIX que persiste aún en nuestro siglo.”37 

  

En la doctrina contratualista Italiana existen partidarios como Degni y Gangi, que 

señalan al matrimonio, inclusive, como un contrato de derecho familiar.  Por su 

parte Planiol y Ripert reconocen: “Que aun cuando el matrimonio es una institución 

                                                           
35 Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 215. 
36 Cfr. Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 44. 
37 Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 46.   
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y constituye una acto complejo, tiene también carácter contractual y admite por 

consecuencia una naturaleza mixta.”38 

 

Este tipo de doctrina ha sido la tesis tradicionalista que separó el matrimonio civil 

del religioso, pues tanto en el derecho positivo como en la doctrina, se le ha 

considerado fundamentalmente como un contrato en el cual existen todos los 

elementos esenciales y de validez de dicho acto jurídico. Especialmente se invoca 

como razón el hecho de que los contrayentes deben manifestar su consentimiento 

ante el Oficial del Registro Civil para unirse en matrimonio, por consiguiente, se 

considera que en este caso como en todos los contratos, es elemento esencial el 

acuerdo de las partes. 

 

Entre algunos autores mexicanos que defienden la tesis contractual del matrimonio 

encontramos al profesor Ernesto Gutiérrez y González quien señala que: 

 

“Contrato solemne.- Es aquel en donde la ley exige como elemento de existencia, 

que la voluntad de las partes que lo celebran, se exteriorice en la forma que ella 

prevé, en la inteligencia de que si no se cumple con esta forma, el contrato no 

existe. Ejemplo de este tipo de contrato se tiene el del matrimonio, que debe 

otorgarse con la solemnidad de que debe hacerse ante un oficial del Registro Civil, 

pues de otra manera, aunque dos personas de sexo opuesto tengan intención de 

casarse, y así lo digan y se unan, no habrá contrato de matrimonio, habrá solo 

concubinato.”39 

 

Otro autor mexicano que opta por la teoría contractual del matrimonio es Edgardo 

Peniche López quien asegura que el matrimonio: “Es un contrato civil celebrado 

entre personas de sexo opuesto, es decir, entre un solo hombre y una sola mujer, 

para ayudarse en la lucha por la existencia y la reproducción.”40 

 

                                                           
38 Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 217. 
39 Gutiérrez y González, Ernesto. El patrimonio. Ed. Porrúa. 5ª  ed. México 1995. Pág. 84. 
40 Peniche López, Edgardo. Introducción al Derecho y Lecciones de Derecho Civil. Ed. Porrúa. México 1984. Pág. 106. 
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En nuestro derecho, en el Código Civil de 1884, en su artículo 155, se decía 

expresamente: “El matrimonio es una sociedad legitima de un solo hombre con una 

sola mujer que se unen con vínculo indisoluble para perpetuar su especie y 

ayudarse a llevar el peso de la vida.” 

 

La Ley Sobre Relaciones Familiares de 1917 definió el matrimonio como: “Un 

contrato civil entre un hombre y una mujer, que se unen en un vínculo disoluble para 

perpetuar la especie y para ayudarse a llevar el peso de la vida”.  

 

Como refutadores de esta tesis contractualista tenemos que Ruggiero opina que se 

debe negar la tendencia de que el matrimonio es un contrato, ya que no basta que 

se dé en aquel un acuerdo de voluntades para afirmar que es un contrato, ni es 

cierto que todo negocio bilateral sea siempre un contrato. Por su parte Bonnecase 

sostiene que es falsa la tesis contractualista, partiendo de un estudio de la 

naturaleza del matrimonio y sosteniendo que en el matrimonio no se cumplen las 

reglas que son propias de un contrato, ya que no existe siquiera el principio de 

autonomía de las partes por lo que refiere a los efectos y disolución del mismo. 

 

e) El matrimonio como contrato de adhesión. 
 

En apoyo de la doctrina contractual, algunos autores han sostenido que el 

matrimonio participa de las características generales de un contrato de adhesión, ya 

que los consortes no son libres para estipular derechos y obligaciones, ya que 

éstos, la ley los regula perfectamente y los cónyuges no tienen mas que adherirse y 

aceptar los mismos. Siendo entonces que el Estado regula el régimen legal del 

matrimonio, los contrayentes no hacen más que acatar el estatuto, siendo válida su 

voluntad sólo para efecto de adherirse al mismo. 

 
f) El matrimonio como estado jurídico. 
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En este sentido: “el matrimonio se presenta como una doble consecuencia de la 

institución matrimonial y del acto jurídico que celebran las partes en unión del Oficial 

del Registro Civil, pues constituye a la vez una situación jurídica permanente que 

rige la vida de los consortes y un acto jurídico mixto desde el momento de su 

celebración”.41 

 

Chávez Asencio nos dice que: “El matrimonio evidentemente constituye un estado 

jurídico entre los consortes, pues crea para los miembros una situación jurídica 

permanente que origina consecuencias constantes por aplicación del estatuto legal 

respectivo a todas y cada una de las situaciones que se van presentando durante la 

vida matrimonial. Además el matrimonio se presenta como un estado de Derecho 

en oposición a los simples estados de hecho”.42 

 

g) El matrimonio como acto de poder estatal. 

 

Siendo el principal exponente de esta doctrina Antonio Cicú, doctrina que señala 

que los efectos del matrimonio tienen lugar no tanto en virtud del acuerdo de los 

contrayentes, sino en razón del pronunciamiento del Juez del Registro Civil, que 

declara unidos a los consortes en nombre de la sociedad y de la ley.43 

 

Sobre el particular nos dice el maestro Galindo Garfias que el exponente Antonio 

Cicú: “se olvida que no basta el pronunciamiento del Juez del Registro Civil, sino 

que se requiere de también de la declaración de voluntad previa de los 

contrayentes. El estado no puede imponer, por un acto unilateral soberano, los 

deberes, ni hace nacer entre los cónyuges, las obligaciones propias de los 

consortes.”44 

 

                                                           
41 Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 225. 
42 Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 55. 
43 Cfr. Galindo Garfias, Ignacio. Op. Cit. Pág. 499. 
44 Galindo Garfias, Ignacio. Op. Cit. Pág. 499. 
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De las anteriores posiciones doctrínales, como se desprende de cada una de ellas, 

por sí solas resultan incompletas, pues exponen el concepto del matrimonio en 

función del aspecto que defienden y dejan a un lado otros aspectos que son 

importantes y las podrían complementar. 

 

En virtud de lo anterior considero que se debe puntualizar que en nuestra 

legislación el estado ha instituido la celebración del matrimonio, como un acto 

jurídico y lo reviste de solemnidad, derivando de esta unión matrimonial una serie 

de derechos y obligaciones entre los cónyuges. La intervención de estado es tal que 

solo se puede considerar un matrimonio a la unión entre un hombre y una mujer, la 

cual se ha celebrado satisfaciendo los requisitos que la ley dispone y concluye con 

la declaración oficial pronunciada por el Juez del Registro Civil. 

 

I.4 Elementos esenciales y de validez del matrimonio. 
 
 
A efecto de poder determinar cuales son los elementos esenciales y de validez del 

matrimonio, nos avocaremos a analizar la doctrina general del acto jurídico, ya que 

como tal, el matrimonio esta constituido por ciertos elementos que lo integran, en 

ausencia de los cuales no se puede concebir su existencia y además es preciso que 

se reúnan los requisitos de validez que la misma ley exige al respecto. 

 

En sí, el matrimonio como acto exige en primer lugar el acuerdo de voluntades de los 

contrayentes para unirse en matrimonio, sin embargo no es suficiente este 

consentimiento, sino que requiere además de que esta manifestación de voluntades 

sea ante el oficial del Registro Civil, quien al declararlos en nombre de la ley en 

legítimo matrimonio, este acto es pleno. 

 

Por tal motivo los elementos para el perfeccionamiento acto del matrimonio se 

dividen en: esenciales y de validez. 

 
I.4.1 Elementos esenciales.  
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Son aquellos sin los cuales el acto jurídico no puede existir y que son: la diferencia 

de sexo, el consentimiento, el objeto y las solemnidades especiales. 

 
Diferencia de sexo.- El matrimonio es un acto jurídico que se celebra entre un solo 

hombre y una sola mujer, por lo tanto la diferenciación sexual es un elemento 

esencial en este acto. En este sentido como sabemos para la existencia de un acto 

jurídico, el objeto de éste debe de ser física y jurídicamente posible, de tal forma que 

si los objetos específicos del matrimonio consisten en la creación de derechos y 

obligaciones entre un hombre y una mujer, resulta claro que dos personas del mismo 

sexo, hacen imposible el objeto o fines del matrimonio, cuyo fundamento lo 

encontramos establecido en el artículo 1828 del Código Civil.  

 
Consentimiento (la voluntad de los contrayentes).- La cual se manifiesta a través de 

la declaración expresa de los contrayentes, y esta voluntad no es más que la 

manifestación de los mismos de unirse en matrimonio. 

 

El consentimiento es necesario en nuestro régimen legal para la existencia del 

matrimonio, de tal forma que en la actualidad: “no se concibe un matrimonio sin el 

consentimiento de los contrayentes, pues se trata de un acto jurídico que por lo 

mismo requiere de la manifestación libre de la voluntad, certeza y capacidad de los 

contrayentes; esto es la manifestación de la voluntad libre de todo vicio para que 

pueda validamente expresarse. La ausencia del consentimiento implica 

necesariamente la inexistencia del matrimonio, dicha ausencia puede darse en los 

casos de sustitución de alguno de los contrayentes, o de insuficiencia de poder, en el 

caso de representación para el acto.”45  

 

En este sentido en el matrimonio existe la voluntad de la mujer contrayente, la del 

hombre y la declaración del Juez del Registro Civil, quien en nombre del Estado los 

declara legalmente unidos en matrimonio. 

                                                           
45 Buenrostro Báez, Rosalía, Baqueiro Rojas, Edgar. Op. Cit. Pág. 58. 
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El objeto del acto.- Como ya antes señalaba, todo acto jurídico requiere que su 

objeto sea jurídica y físicamente posible, la imposibilidad de cualquiera de las 

mencionadas características, origina la imposibilidad del acto.  

 

En el matrimonio el objeto jurídica y físicamente posible consiste en la vida en común 

entre un solo hombre y una mujer, la cual se sujeta a un conjunto de relaciones 

jurídicas que ambos han convenido en crear, cuyo objeto directo es precisamente la 

creación de esos derechos y obligaciones entre los cónyuges, como es la vida en 

común, débito carnal, ayuda recíproca y en sí los derechos y deberes que nacen del 

matrimonio, y en relación con los hijos, como pueden ser los derechos y obligaciones 

que origina la patria potestad y la filiación en general. 

 

Los fines en el matrimonio los podemos concretar en el amor conyugal, la 

procreación, el respeto, la ayuda mutua, pero el objeto de este acto jurídico son la 

creación de las obligaciones y derechos que se derivan, al igual que el vínculo 

jurídico conyugal y la comunidad de vida. 

 

La solemnidad del acto.- El matrimonio es un acto solemne y por lo tanto, la 

declaración de la voluntad de los contrayentes debe de manifestarse precisamente 

ante el Juez del Registro Civil, y éste a su vez debe de exteriorizar la declaratoria de 

unirlos en matrimonio en nombre de la ley y de la sociedad, pues sin dicha 

observancia el acto de celebración no es tal. En el Código Civil vigente en sus 

artículos 102 y 103 se desprende la necesidad de la manifestación de la voluntad del 

Juez del Registro Civil de declarar a los celebrantes en matrimonio y así mismo la 

obligación del levantamiento del acta respectiva.  
 

I.4.2 Elementos de validez. 
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Son aquellos elementos o requisitos que se deben observar para la celebración del 

acto jurídico del matrimonio, cuya inobservancia puede traer como consecuencia una 

posible nulidad del acto. 

 

El artículo 1795 del Código Civil, nos señala sensu contra los elementos para que un 

acto jurídico sea válido y son la capacidad legal de las partes, el consentimiento de 

las partes, un objeto o fin lícitos y que el consentimiento se exprese libremente. 

 

La capacidad.- Es la capacidad de goce y física de los contrayentes necesaria para 

la celebración de este acto, de tal forma que se puede deducir que la capacidad 

física es la aptitud para la relación sexual y la procreación y la capacidad de goce es 

la edad mínima que la ley señala para la celebración del matrimonio. En este sentido 

la capacidad legal la fija el actual Código Civil para el Distrito Federal en su artículo 

148 estableciendo que los contrayentes deberán ser mayores de edad (18 años), sin 

embargo establece como dispensa que los menores de edad puedan contraer 

matrimonio siempre que ambos hayan cumplido 16 años, siendo indispensable para 

tal efecto el consentimiento de quienes ejerzan la patria potestad sobre los menores 

y ante la negativa o imposibilidad de éstos, el Juez de lo familiar deberá suplir dicho 

consentimiento, atendiendo a las circunstancias de cada caso. 

 

Lo anterior en razón de que la experiencia ha demostrado que los matrimonios de 

adolescentes frecuentemente terminan en el abandono de uno de ellos o en el 

divorcio. La falta de madurez para mantener en armonía la vida en pareja y enfrentar 

los problemas derivados de la convivencia conlleva la necesidad de un cierto grado 

de desarrollo personal. Los 18 años no son, desde luego, una garantía de éxito 

matrimonial pero permiten presuponer una mayor madurez de la pareja para afrontar 

la vida en común. 

 

Desafortunadamente la redacción del artículo 148 del Código Civil antes citado 

señala en su primer párrafo que los contrayentes deben de ser mayores de edad, 

pero en el segundo, señala como excepción que los menores de edad que hayan 
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cumplido 16 años pueden contraer matrimonio si cuentan con los consentimientos 

exigidos por la ley, de manera que aunque el artículo en análisis establece que la 

edad mínima para contraer matrimonio es a los 18 años, ésta queda fijada 

prácticamente fijada en los 16 años, puesto que no se requiere dispensa alguna para 

contraer nupcias a esa edad, bastando el consentimiento de quien o quienes ejercen 

la patria potestad o tutela de los contrayentes o en su defecto de autorización judicial. 

 

La capacidad de los contrayentes en el matrimonio supone que los contrayentes han 

cumplido los dieciocho años para poder contraerlo, sin necesidad de ninguna 

autorización, no obstante para el ejercicio de este derecho se requiere no estar 

dentro de los impedimentos que el artículo 156 del Código Civil enumera y que entre 

otros son los impedimentos para celebrar matrimonio, como: a) padecer locura, b) 

ser parientes por consanguinidad sin limitación de grado en línea recta, ascendiente 

o descendiente, en línea colateral el impedimento se extiende hasta hermanos o 

medios hermanos, en línea colateral desigual el impedimento se extiende a los tíos y 

sobrinos siempre que estén en tercer grado y no hayan obtenido dispensa, c) el 

adulterio entre las personas que pretendan celebrar matrimonio, d) padecer alguna 

de las enfermedades previstas en las fracciones VIII y IX del citado artículo. 

 

Ausencia de vicios de la voluntad.- Para cualquier acto jurídico en general, el artículo 

1795 del Código Civil vigente previene que el contrato puede ser invalidado por vicio 

del consentimiento. Por su parte del artículo 1812 al 1823 del mismo ordenamiento 

se regulan el error, el dolo y la violencia como vicios del consentimiento. 

 

El error vicia el consentimiento, si el mismo consiste en estar equivocado sobre la 

persona del contrayente, es decir, cuando uno de los cónyuges quería celebrar 

matrimonio con determinada persona y lo contrae con otra, dicho error es un vicio del 

consentimiento el cual es causa de nulidad del matrimonio, de conformidad con el 

artículo 235 del Código Civil vigente en el Distrito Federal. 
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Otro vicio del consentimiento atento a lo dispuesto al artículo 245 del Código Civil es 

la violencia física y moral, que consiste en la fuerza o miedo graves, que obliguen al 

contrayente a celebrar matrimonio, como pudiese ser que lo amenacen, o lo 

intimiden, en su vida, salud, honra, libertad o su patrimonio. 

 

El dolo, para el caso del matrimonio, no debe entenderse únicamente  como un acto 

de un contrayente que lleve al otro al error, sino debe de entenderse también como 

cualquier omisión, silencio u ocultación de un contrayente hacia el otro, como 

pudiese ser el hacer de su conocimiento que esta enfermo, padece un vicio, o 

cualquier otra situación que de hacerla del conocimiento del otro contrayente, éste no 

celebraría matrimonio. 

 

En consecuencia, la ausencia de vicios en el consentimiento constituye un elemento 

de validez para el matrimonio, para tal efecto el artículo 235 fracción 1ª y 245 del 

Código Civil dispone que son causas de nulidad tanto el error en la persona con 

quien se contrae matrimonio, cuanto la violencia física y moral, cuando concurran las 

circunstancias que se enumeran en el artículo 245 y que a saber son: 

 

I. Que importen peligro de perder la vida, la honra, la libertad, la salud o una parte 

considerable de los bienes, 

 

II. Que haya sido causada al cónyuge o a la persona, a la persona o personas que la 

tenían bajo la patria potestad o tutela al celebrarse el matrimonio, a sus demás 

ascendientes, a sus descendientes, hermanos o colaterales hasta el cuarto grado; y 

 

III. Que haya subsistido al tiempo de celebrarse el matrimonio. 

 

La acción de nulidad  que nace de estas causas solo puede deducirse por el cónyuge 

agraviado, dentro de sesenta días contados, desde la fecha en que cesó la violencia. 
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La licitud del objeto.- El fin o motivo determinante de la voluntad debe de 

corresponder a un objeto jurídica y físicamente posible, asegura el autor Chávez 

Asencio46 y también debe de estar de acuerdo con las leyes de orden público y las 

buenas costumbres, porque es ilícito el hecho que fuere contrario a las leyes antes 

citadas. 

 

En materia de matrimonio son aplicables las disposiciones generales del acto jurídico 

en general, mismas que están previstas en los artículos 1830 y 1831 del Código Civil, 

es decir, este acto jurídico debe de ser lícito en su objeto, motivo y fin y no contrario 

a las leyes de orden público ni a las buenas costumbres. 

 

En el matrimonio el motivo subjetivo que lo origina es el amor, los fines de este acto 

son el amor conyugal, promoción humana y procreación estable, de tal forma que el 

artículo 182 del Código Civil para el Distrito Federal antes de ser derogado y 

asimilado por el actual artículo 147, estatuía la nulidad de cualquier pacto que 

hicieren los esposos contra las leyes o los fines naturales del matrimonio. Pues como 

se desprende del artículo 147 citado, se establece que serán nulos los pactos que 

hagan los contrayentes en contra de lo dispuesto por el artículo 146 del mismo 

ordenamiento, que en resumidas cuentas es en contravención a la perpetuación de 

la especie o a la ayuda mutua que se deben los consortes. 

 

Por su parte el artículo 156 del Código Civil para el Distrito Federal vigente, en sus 

fracciones V, VI y VII, estatuye la nulidad del matrimonio cuando en sí mismo el acto 

es ilícito, entre otros casos por: 

 

“… V. El adulterio habido entre las personas que pretendan contraer matrimonio, 

cuando ese adulterio haya sido judicialmente comprobado; 

VI. El atentado contra la vida de alguno de los casados para contraer matrimonio 

con el que quede libre; 

VII. La violencia física o moral para la celebración del matrimonio...”  

                                                           
46 Cfr. Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 103. 
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Las formalidades.- En la celebración del acto de matrimonio, aun cuando el Código 

Civil no lo exprese de tal manera, se distinguen verdaderas solemnidades cuya 

inobservancia originaria la inexistencia del acto, de simples formalidades que solo 

afectarán su validez cuando no se observen. 

 

Puedo considerar que son requisitos esenciales para la existencia del matrimonio, 

como tal acto, las siguientes solemnidades: 

 

- Que se otorgue el acta matrimonial ante el Juez del Registro Civil (artículo 103 

del Código Civil). 

- Que se haga constar en dicha acta la voluntad de los consortes para unirse en 

matrimonio, así como la declaración del Juez del Registro Civil 

considerándolos unidos en nombre de la ley y de la sociedad; 

- Que se determinen los nombres y apellidos de los contrayentes.  

 

Por su parte las formalidades serán las consistentes en: 

 

- Asentar el lugar, día y hora del acta matrimonial. 

- Hacer constar la edad, ocupación, domicilio y lugar de nacimiento de los 

contrayentes. 

- Si son menores de edad, el consentimiento de los padres, de los abuelos o 

tutores o el del juez que deba sustituirlo, haciendo constar los nombres, 

apellidos, ocupación y domicilio de las citadas personas. 

- Que no hubo impedimento para el matrimonio o que habiéndolo éste se 

dispensó, 

- La manifestación de los cónyuges sobre si el matrimonio se contrajo bajo el 

régimen de separación de bienes o de sociedad conyugal. 

 

Los artículos 97 al 101 del Código Civil vigente en el Distrito Federal, regulan las 

formalidades anteriores al matrimonio mismo y que son: 
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- La intención de los contrayentes de casarse.- que es la solicitud hecha al Juez 

del Registro Civil. 

- Justificación de la identidad de los pretendientes.- que es el acta de 

nacimiento para justificar su edad, así como la identificación oficial de los 

mismos (identidad). 

- Bienes.- Con relación a los bienes debe de presentarse el convenio que los 

pretendientes deberán celebrar en relación con los bienes presentes y los 

futuros que adquieran durante el matrimonio; convenio denominado 

capitulaciones matrimoniales, expresándose si el matrimonio se contrae bajo 

el régimen de separación de bienes o el de sociedad conyugal, según el 

artículo 178 del Código Civil para el Distrito Federal. 

- Reconocimiento de firma. Para concluir las diligencias previas, el Juez del 

Registro Civil hará que en su presencia los contrayentes reconozcan por 

separado sus firmas y serán ratificadas ante el mismo Juez, cuya presencia es 

la solemnidad que le da el reconocimiento legal previsto por el artículo 100 del 

multicitado Código Civil. 

 

I.5 Los efectos jurídicos del matrimonio respecto a los cónyuges y los bienes 
de éstos. 
 

Con la finalidad de comprender mejor este tema, considero prudente manifestar que 

el estado matrimonial es el conjunto de derechos y obligaciones que nacen del 

matrimonio mismo. Este criterio ha sido acogido por el Código Civil vigente en el 

Distrito Federal, en su titulo Quinto, Capitulo III, incluyendo los elementos del estado 

matrimonial; estos derechos y obligaciones se encuentran regulados en diversas 

disposiciones del citado código en sus artículos 162 al 177. 
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Antes de profundizar en el tema cabe recordar la caracterización que hace el jurista 

Chávez Asencio47 respecto a los derechos y obligaciones entre los cónyuges al 

señalar: 

 

- Son derechos y obligaciones de orden público; ya que los cónyuges no 

pueden renunciar a los mismos ni antes, ni durante el matrimonio, cualquier 

pacto que los esposos hicieren en contravención a los fines del matrimonio, no 

causara efectos,  atento a lo dispuesto por los artículos 146 y 147 del Código 

Civil. 

- Toda persona tiene libertad para casarse o no, pero una vez casada queda 

sometida a reglas imperativas que no le es dable modificar, pues la ley ha 

establecido una serie de obligaciones y derechos entre los cónyuges. 

- Las obligaciones y derechos descansan en la igualdad que debe existir entre 

los cónyuges y los mismos son recíprocos. 

 

Ahora bien, visto lo anterior, los principales efectos jurídicos que nacen del 

matrimonio son con respecto a los cónyuges, los hijos y con relación a sus bienes; 

sin embargo me referiré principalmente dado el objeto de esta tesis a los siguientes: 

 

- Entre los cónyuges, y; 

   Efectos: 

- Con relación a sus bienes. 

 

I.5.1 Efectos jurídicos del matrimonio entre los cónyuges. 
 

Las relaciones jurídicas que produce la celebración del matrimonio entre los 

cónyuges están integradas por el conjunto de deberes que se encuentran regulados 

en el Código Civil. 

 

                                                           
47 Cfr. Ídem. Pág. 178. 
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Por su parte Manuel Chávez Asencio al referirse a los deberes y obligaciones 

conyugales manifiesta que: “El matrimonio como acto jurídico genera una relación 

jurídica. Esta se integra, fundamentalmente, por un conjunto de deberes jurídicos 

conyugales y en forma complementaria por obligaciones necesarias para que los 

consortes puedan vivir en común. Destaco lo complementario de las obligaciones 

porque las relaciones personales del matrimonio son fundamentales y primarias; de 

estas relaciones personales surgen las económicas que reconocen su fundamento 

en los deberes jurídicos conyugales.”48 

 

Así pues, en el matrimonio se derivan una serie de derechos y obligaciones 

correlativas a este status y que son principalmente: 

 

El derecho a la vida en común con la obligación correlativa de cohabitar.- El derecho 

a exigir una vida en común con la condición de habitar bajo el mismo techo, es 

indiscutiblemente uno de los principales derechos o deberes que nacen con el 

matrimonio, dado a que solo a través de él puede existir la posibilidad física y 

espiritual de cumplir con los fines del matrimonio, por lo que podemos asegurar que 

constituye la relación jurídica fundante de la cual dependen un conjunto de relaciones 

jurídicas que podemos denominar fundadas o derivadas. La vida en común implica 

entonces una relación jurídica fundante, porque si no se realiza, no podrán cumplirse 

los fines naturales del matrimonio. 

 

Esta obligación es una condición indispensable para la existencia de la comunidad 

del matrimonio, se encuentra regulada por los artículos 146 y 163 del Código Civil 

para el Distrito Federal vigente y por lo tanto, son nulos los pactos o convenios que 

celebran los cónyuges para vivir separados. No obstante; el artículo 163 del citado 

ordenamiento civil, en su segundo párrafo prevé  la excepción a esta regla, 

eximiendo a alguno de los cónyuges de esta obligación, cuando el otro traslade su 

domicilio a un país extranjero, a no ser que lo haga en función de un servicio público 

o social, o se establezca en lugar que ponga en riesgo su salud e integridad.   

                                                           
48 Ibidem. Pág. 137. 
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El derecho del débito carnal.- Es un derecho que se deriva de la relación matrimonial, 

ya que cada uno de los cónyuges esta facultado para solicitar del otro el 

cumplimiento en la forma íntima que impone la relación sexual. Debe quedar claro 

que en este contexto no se trata únicamente de dar satisfacción a una función 

biológica, sino que existe una regulación jurídica que es el matrimonio, dado que 

cabe determinar en que términos y condiciones deberá cumplirse con la obligación 

de ejercitarse ese derecho. 

 

No obstante, como en todos los problemas del derecho familiar, debe prevalecer el 

interés siempre superior de la familia, no solo de una función biológica, sino también 

de una función jurídica de dar cumplimiento a los fines del matrimonio, de acuerdo a 

lo dispuesto en el artículo 162 y 164 del Código Civil para el Distrito Federal, lo que 

obliga a cada cónyuge a que cada uno por su parte contribuya a tales fines y socorro 

mutuo, ya que incluso como vimos anteriormente, algunas doctrinas señalan la 

perpetuación de la especie como uno de los fines principales del matrimonio y por tal 

motivo cada uno de los cónyuges esta facultado para exigir el débito carnal. 

 

Desde el punto de vista jurídico, el deber de la relación sexual (debito carnal) se 

encontraba específicamente prevista en el artículo 147 del Código Civil para el 

Distrito Federal, anterior a las reformas del 2000, el cual establecía que: “Cualquier 

condición contraria a la perpetuación de la especie o a la ayuda mutua que se deben 

los cónyuges, se tendrá por no puesta. Inclusive la negativa injustificada de un 

cónyuge para cumplir esta obligación, implica una injuria grave que se traduce en 

una causa de divorcio.” Actualmente este artículo establece que serán nulos los 

pactos que hagan los contrayentes en contravención al artículo 146 del Código Civil, 

que entre otros son la unión libre de un hombre y una mujer, la vida en común, la 

procreación de hijos, etc. 

 

Sobre el particular transcribo las siguientes Tesis de la extinta Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
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DIVORCIO, ABSTENCIÓN DEL DEBITO CONYUGAL COMO CAUSAL. 

INOPERANCIA DE. La abstención del débito carnal no es una causa de divorcio, a 

menos que se realice en condiciones injuriosas; por lo cual, el juez de los autos debe 

apreciar las circunstancias en las que ha tenido lugar la abstención del marido o la 

negativa de la mujer, porque si se debió a defectos físicos, a enfermedad o a un 

acuerdo celebrado entre los esposos, no existe la injuria necesaria para decretar el 

divorcio; pero si al contrario, obedece a un desprecio ofensivo de uno de los 

cónyuges para el otro, existe una injuria suficiente para considerar fundada la acción. 

Cuando tal negativa por parte de la mujer, obedece al deseo de no morir para cuidar 

a los hijos procreados, esto no constituye una injuria para el marido y, por lo mismo, 

no basta para hacer procedente la acción de divorcio. 

Amparo directo 2576/71. Ramón Álvarez Durant. 11 de noviembre de 1974. Mayoría 

de 3 votos. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. Secretario: José Rojas Aja. Séptima 

Época; Tercera Sala; Semanario Judicial de la Federación, Tomo 71, Cuarta Parte. 

Página: 25. Sexta Época, Cuarta Parte, Volumen XXVI; Pág. 92. Amparo directo 

5329/58. Beatriz Margarita Machín de Moreno. 27 de agosto de 1959. 5 votos. 

Ponente: Gabriel García Rojas. Quinta Época: Tomo XL, Pág. 1493. Amparo directo 

593/30/1a. José María Retes. 15 de febrero de 1934. Unanimidad de 5 votos. 

 

MATRIMONIO, INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DEL... CUMPLIMIENTO 

FORZOSO INEXIGIBLE. No obstante que los efectos que origina el matrimonio entre 

los cónyuges, como lo son la vida en común, el débito carnal, la fidelidad y la 

asistencia y ayuda mutua, son derechos y obligaciones que deben prestarse los 

cónyuges atendiendo a la finalidad y las características del matrimonio, debe decirse 

que reclamar judicialmente su cumplimiento no es la forma adecuada, toda vez que 

desde el punto de vista de la realidad, este procedimiento resulta impracticable, dado 

que sería necesario aplicar en forma continua la intervención coactiva del Estado, lo 

cual no es factible, y por ello debe seguirse el criterio doctrinal de considerar el 

incumplimiento de tales deberes como una injuria grave que se sanciona con el 
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divorcio y que únicamente puede reclamarse judicialmente a través del ejercicio de la 

acción relativa a éste. 

Amparo directo 977/81. Carlos Posada Amador. 21 de abril de 1982. Unanimidad de 

4 votos. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. Séptima Época; Tercera Sala; 

Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 157-162, Cuarta Parte, Página 93. 

 

La justificación al incumplimiento de la obligación de debito carnal puede ser alguna 

enfermedad contagiosa, impotencia incurable para la copula, u otra que acredite 

dicho incumplimiento, aunque éstas también están contempladas como causas de 

divorcio en al artículo 267 del multicitado Código Civil. 

 

Con relación al débito carnal, se establece como impedimento para contraer 

matrimonio, la impotencia incurable para la cópula, pero si la nulidad del vínculo no 

se demanda dentro de los 60 días siguientes a la celebración del matrimonio, de 

conformidad con el artículo 156, fracción VIII y artículo 246 del Código Civil en 

comento, ya no habrá sanción al incumplimiento del débito carnal, pues el divorcio 

solo procederá si la impotencia sobreviene a la celebración del matrimonio atento a 

lo dispuesto por el artículo 267 fracción VI del Código Civil. 

 

El derecho a exigir la fidelidad y la obligación correlativa.- Su fundamento lo 

encontramos implícito en la fracción primera del artículo 267 del Código Civil vigente, 

implica fundamentalmente la facultad reconocida en la ley para exigir y obtener del 

otro cónyuge una conducta decorosa y por lo tanto, excluye la posibilidad de que 

existan relaciones de intimidad con persona de otro sexo que no sea su cónyuge, 

que sin llegar al adulterio, sí implican un ataque a la honra y al honor del otro 

cónyuge. Respecto a que dicha relación sea con una persona del mismo sexo, 

podemos considerar que si existe la violación a la fidelidad, sin embargo, dicha 

relación entre personas del mismo sexo no esta aun regulada como tal. 

 

No sólo existe, en relación con el deber correlativo, la prohibición de realizar el 

adulterio, con la sanción penal correspondiente y la civil relativa al divorcio, pues 
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podemos encontrar en este contexto diferentes grados y formas de incumplimiento. 

En esta tesitura el adulterio constituye la forma máxima de incumplimiento, además 

que no sólo constituye el aspecto estrictamente jurídico, sino también y de manera 

fundamental, el aspecto moral que en caso su recibe una sanción jurídica. 

 

En nuestra legislación no se hace distinción en cuanto a las consecuencias del 

adulterio del hombre o de la mujer, pues el artículo 267 fracción I, del Código Civil, 

estatuye que es causa de divorcio, el adulterio debidamente probado de uno de los 

cónyuges. 

 

El Código Civil de 1884, en su artículo 228, establecía que: “El adulterio de la mujer 

es siempre causa de divorcio (separación de cuerpos, ya que en ese tiempo no 

estaba contemplado que el divorcio disolviera el vínculo matrimonial), pues el 

adulterio del marido lo era solamente cuando concurrieran alguna de las siguientes 

causas: 

 

- Que el adulterio hubiera sido cometido en la casa común; 

- Que hubiera concubinato entre los adúlteros, dentro o fuera de la casa 

conyugal;  

- Que hubiera escándalo o insulto público hecho por el marido a la mujer 

legítima; 

- Que la adúltera hubiera maltratado de palabra o de obra, o que por su causa 

se haya maltratado de alguno de esos modos a la mujer legítima. 

 

De esta forma “la creencia vulgar de que las relaciones íntimas que tenga un 

cónyuge con persona de otro sexo, sin llegar al adulterio, no se encuentran 

sancionadas jurídicamente, solo podría ser exacta desde el punto de vista 

estrictamente penal, pero el derecho civil es evidente que concede una acción al 

cónyuge ofendido para exigir el divorcio por injuria grave. Si sólo hubiese sanción al 

deber de fidelidad para el caso de adulterio, peligraría la institución matrimonial, y por 
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razones de seguridad jurídica y de interés público motivan la necesidad de admitir las 

conclusiones anteriores.”49 

 

El socorro y ayuda mutua.- Se trata de verdaderos derechos-deberes o estados 

funcionales que descansan siempre en la solidaridad familiar y tienen por objeto 

realizar los fines superiores de la misma. Una de las principales manifestaciones del 

derecho-obligación que analizamos es la relativa a la prestación de alimentos que la 

ley impone a los consortes, pero fundamentalmente, no se concreta exclusivamente 

a ese aspecto patrimonial. El deber de socorro también comprende la asistencia 

recíproca en los casos de enfermedad y el auxilio que mutuamente deben 

dispensarse los cónyuges. De esta suerte tenemos un contenido patrimonial en la 

obligación de los alimentos y un contenido moral en la ayuda y socorro mutuo, que 

en nuestra legislación se reconoce expresamente por el artículo 146 y 162 del 

Código Civil. 

  

“La unidad de la vida conyugal y familiar produce la unidad del presupuesto 

doméstico; no se distinguen los gastos relativos a uno de los cónyuges de los 

relativos del otro, sino que se confunden en la categoría única de los gastos 

familiares o cargas del matrimonio. No es posible entonces, que cada uno de los 

cónyuges soporte sus propios gastos sino que se tiene que concurrir solamente al 

gasto total único (gasto familiar).  Y aunque cese la convivencia de los cónyuges (por 

ejemplo por divorcio) no por ello desaparecen necesariamente las cargas del 

matrimonio; si hay hijos, el gasto de su manutención, cuando no están provistos de 

un suficiente patrimonio propio, es siempre obligación de los progenitores. En este 

contexto se pueden considerar tres momentos en la disciplina jurídica de las “cargas” 

del matrimonio, es decir, del tenor de vida de la familia y de las necesidades de los 

miembros de ella, a los que hay que satisfacer y que son; la fijación de la medida de 

contribución de cada uno de los cónyuges para soportar esas cargas, la erogación de 

los medios y, por tanto, el modo como se efectúa la contribución de los cónyuges.”50 

                                                           
 
49 Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 331. 
50 Ibidem. Pág. 323.  
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I.5.2 Efectos jurídicos del matrimonio entre los cónyuges con relación a sus 
bienes. 
 
El matrimonio también produce efectos respecto a los bienes de los cónyuges, cuyos 

efectos dependen principalmente del régimen por el cual contraen matrimonio, 

acorde al artículo 178 del Código Civil para el Distrito Federal. También es 

importante hacer patente que dentro de los bienes que conforman el patrimonio del 

matrimonio quedan comprendidas en muchas ocasiones las donaciones 

antenupciales, las donaciones entre consortes, las que sin ser objeto de este estudio, 

analizaremos brevemente, al igual que las capitulaciones matrimoniales, siendo ésta 

última, la forma en que acuerdan los cónyuges que han de constituir el régimen 

patrimonial de su matrimonio y en él la manera de administrar dichos bienes. 

 
La donación antenupcial.- Es el acto jurídico a través del cual los futuros cónyuges, 

reciben determinados bienes en consideración a la celebración de su matrimonio, 

que comprende no sólo las donaciones que se hacen entre sí, los novios, sino 

también las que reciben de terceras personas. 

 

Las donaciones antenupciales se encuentran reguladas en el Título Quinto Capitulo 

VII del Código Civil referido en sus artículos 219 al 231. El artículo 221 del mismo 

ordenamiento estatuye que las donaciones antenupciales entre futuros cónyuges, 

aunque fueren varias, no podrán exceder reunidas de la sexta parte de los bienes del 

donante, es decir, en exceso la donación será inoficiosa. 

 
b) La donación entre consortes.- Este tipo de donaciones se encuentran reguladas 

en los artículos 232, 233 y 234 del Código Civil en comento, en los que se prevé que 

cualquiera de los consortes pueden hacerse donaciones, con tal que no sean 

contrarias a las capitulaciones matrimoniales, ni perjudiquen el derecho de los 

acreedores alimentarios. Las donaciones entre cónyuges pueden ser revocadas por 

el donante en términos del artículo 228, es decir, cuando durante el matrimonio el 
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donatario cometa conductas de adulterio, violencia familiar, abandone sus 

obligaciones alimentarias, o realice cualquier otra conducta que merezca la 

revocación, pero dichas donaciones no se revocarán por la superveniencia de hijos 

del donante, aunque se reducirán cuando sean inoficiosas.   

 
Las capitulaciones matrimoniales.- De acuerdo con el artículo 179 del Código Civil 

para el Distrito Federal, las capitulaciones matrimoniales son el pacto que los 

otorgantes celebran para constituir el régimen patrimonial de su matrimonio y 

reglamentar la administración de los bienes, la cual deberá recaer en ambos 

cónyuges, salvo pacto en contrario. 
 

Conforme al sistema dualista regulado por el Código Civil aplicable, existen dos 

regímenes patrimoniales posibles por los que se pueden optar en cuanto a la 

administración de los bienes, al momento de celebrarse el matrimonio y que son el 

de separación de bienes y el de sociedad conyugal, de acuerdo al artículo 178 de la 

legislación referida. 

 

Por su parte el artículo 98 fracción V, del Código Civil para el Distrito Federal, 

establece que será necesario que con la solicitud de matrimonio se presente el 

convenio que los pretendientes deberán celebrar, con relación a sus bienes 

presentes y a los que adquieran después, durante su matrimonio, así mismo dispone 

que se deberá expresar con toda claridad bajo que régimen se contrae el matrimonio. 

 

Por tal motivo, es claro que la ley no presume ningún sistema de los antes dichos, 

sino que es obligatorio convenirlo expresamente, de tal forma que el oficial del 

Registro Civil no deberá proceder a la celebración del matrimonio si no se cumple 

con este requisito. 

 

El fin que los legisladores buscaron con el sistema antes planteado, es precisamente 

el de la seguridad jurídica entre los consortes por lo que hace a sus bienes, de tal 



 41

manera que esta certeza en cuanto al régimen queda definida, no por presunción de 

la ley, si no por voluntad de los contrayentes. 

 

En la legislación civil de 1870 y 1884, imperaba el principio de que la ley presumía el 

régimen de sociedad legal, cuando no existían capitulaciones matrimoniales, 

estipulando la separación de bienes o la sociedad conyugal. De tal forma que 

resultaba innecesario al celebrar el matrimonio el pactar ningún régimen, cuando los 

consortes querían acogerse al sistema de sociedad legal impuesto por ministerio de 

la ley; no obstante en el caso de que quisieran estipular el régimen de separación de 

bienes, deberían declararlo así en las capitulaciones matrimoniales que al efecto 

acordaran, o bien, cuando querían regular la sociedad conyugal con determinadas 

cláusulas especiales. 

 

Al amparo del Código Civil de 1884, los artículos 1996 a 2071, regulaban la sociedad 

legal que de pleno derecho se entendía celebrada entre los consortes, cuando no se 

formulaban las capitulaciones matrimoniales expresas. 

 

Respecto a las capitulaciones matrimoniales el Código de 1884 señalaba que debían 

otorgarse en escritura pública, (artículo 1981) cuando se trataba de bienes inmuebles 

los que estuvieran involucrados en el patrimonio y que cualquier alteración que se 

hiciere también debía de otorgarse en escritura pública y debían anotarse en el 

protocolo en que éstas se extendieron y en los testimonios que de ellas se hubiere 

dado, (artículos 1982 y 1983). Al tenor de estas disposiciones el marido era el 

legítimo administrador de los bienes que conformaban la sociedad conyugal; la mujer 

solo podía administrar cuando se hubiere convenido así o existiera sentencia que así 

lo estableciera, en relación a la dote, la administración y usufructo correspondía al 

marido. 

 

Así, esta regulación estuvo vigente en México hasta que entró en vigor la Ley Sobre 

Relaciones Familiares de abril de 1917, pues en este ordenamiento se dispuso que 

deberían de liquidarse las sociedades legales, si lo pidiese cualquiera de los 
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cónyuges, continuando entre tanto como simples comunidades de bienes; al efecto el 

articulo 4º transitorio establece que: “La sociedad legal en los casos en que el 

matrimonio se haya celebrado bajo ese régimen, se liquidará en los términos legales, 

si alguno de los consortes lo solicitare, de lo contrario, continuará dicha sociedad 

como simple comunidad regida por las disposiciones de esta ley”. 

 

En la exposición de motivos de la ley en comento, se manifestaba que: “En lo relativo 

a las relaciones pecuniarias de los esposos es donde más se dejaba sentir la 

influencia de antiguas ideas, pues mientras el marido sea el administrador de los 

bienes comunes y representante legítimo de la mujer, quien no puede celebrar 

ningún acto, ni contrato sin la autorización del esposo, se conserva prácticamente el 

sistema romano que colocaba por completo a la mujer bajo la potestad del marido; 

con base en ello estableció la separación de bienes como elemento para tranquilidad 

del hogar y protección de la mujer, al evitar malos manejos del marido, enajenación, 

gravámenes y embargos de la casa y muebles destinados al hogar.”51  

 

De tal forma que la citada Ley Sobre Relaciones Familiares, consagró el régimen de 

separación de bienes y el de comunidad de bienes, cambiando el sistema 

establecido, si los contrayentes no celebraban pacto alguno, el régimen 

suplementario sería el de separación de bienes. 

 

Analizaremos sucesivamente el régimen de sociedad conyugal y el de separación de 

bienes regulados por el Código Civil para el Distrito Federal vigente, previo estudio 

de las disposiciones comunes para ambos sistemas que se contienen del artículo 

178 al 217. 

 

En el contexto de las disposiciones comunes a los regímenes patrimoniales en 

cuanto a los bienes, prescribe el artículo 178 del Código Civil antes referido, que el 

contrato de matrimonio debe celebrarse bajo los regímenes patrimoniales de 

sociedad conyugal o bajo el de separación de bienes. Por lo tanto, expresamente la 

                                                           
51 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 187. 
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ley considera que por lo que se refiere  a los bienes, los consortes deben celebrar un 

régimen patrimonial pactando un sistema u otro. 

 

De su parte Rojina Villegas expresa: “Dicho contrato lleva el nombre de 

capitulaciones matrimoniales, que el artículo 179 del citado ordenamiento define 

como el pacto que los esposos celebran para constituir la sociedad conyugal o la 

separación de bienes y reglamentar la administración de éstos en uno y en otro 

caso.”52 

 

Al respecto cabe recordar que el artículo 179 del Código Civil para el Distrito Federal, 

se ha modificado (25 de mayo del 2000) para quedar actualmente como sigue: “Las 

capitulaciones matrimoniales son pactos que los otorgantes celebran para constituir 

el régimen patrimonial de su patrimonio y reglamentar la administración de los 

bienes, la cual deberá recaer en  ambos cónyuges, salvo pacto en contrario”. 

 

Ahora bien, de la lectura del artículo 178 de la legislación en cita, se desprende que 

existen dos regímenes patrimoniales por los que se puede celebrar el matrimonio, sin 

embargo en el capítulo siguiente se analizará cada uno de ellos en forma precisa, ya 

que en este capítulo en el que se estudian los efectos del matrimonio en cuanto a los 

bienes de los esposos, es suficiente con advertir que son dos los regímenes 

patrimoniales que rigen esos efectos. 

                                                           
 
52 Rojina Villegas, Rafael. Op. Cit. Pág. 343. 
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CAPITULO II 
LA DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO 

 
II.1 Causas de la disolución del matrimonio. 
 

A efecto de introducirnos en este tema, es pertinente transcribir la reflexión del Lic. 

Manuel F. Chávez Asencio, misma que considero importante: 

  

“El matrimonio y la familia, como células básicas de la sociedad, son de orden 

público y en la medida que se integren, será mas fuerte, próspero y dinámico el país. 

Corresponde a todos procurar la protección para la permanencia y promoción del 

matrimonio e integración de la familia. Corresponde a todos procurar la permanencia 

y protección del matrimonio e integración de la familia. Especialmente tenemos 

responsabilidad los juristas, por conocer, no sólo el aspecto natural de la relación 

hombre – mujer como pareja conyugal, sino también la estructura jurídica que se 

encuentra en las normas constitucionales en la legislación federal, en las leyes 

estatales para proteger y promover estas instituciones.”1 

 

Al respecto, considero que efectivamente nos corresponde ponderar los valores de la 

familia, su protección y de igual forma procurar la permanencia de la misma, pues en 

la actualidad la incidencia de divorcios a escala nacional es alarmante y va en 

aumento, día a día, repercutiendo con ello directamente en la familia, vulnerando su 

estabilidad así como las de sus integrantes, motivo por el cual resulta imperante la 

protección de las instituciones como el matrimonio, pero basada en la inculcación de 

valores en el mismo seno familiar, porque no obstante la regulación legal de estas 

instituciones, resulta vana si los ciudadanos carecemos de valores al respecto. 

 

Ahora bien, para poder analizar este tema, debemos de considerar que en el 

matrimonio  existen elementos esenciales y de validez del mismo, como vimos en el 

capitulo anterior, sin dejar de observar que la solemnidad es necesaria para que el 

                                                           
1 Chávez Asencio, Manuel F. La Familia en el Derecho. Ed. Porrúa, 4ª ed. México 1997. Pág. 470. 
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acto sea valido, respecto al hecho de que los contrayentes deben manifestar su 

voluntad ante el Juez del Registro Civil para unirse en matrimonio.  

 

En el caso en concreto, en el acto jurídico que es el matrimonio, los cónyuges están 

en posibilidad de darlo por terminado, al disolver este vínculo mediante la 

competencia del órgano jurisdiccional respectivo, (Juez de lo Familiar), y para tal 

efecto pueden invocar alguna o algunas de las causales que señala la legislación 

civil al respecto o manifestando su simple de voluntad de disolver el vínculo 

matrimonial. 

 

En este sentido el artículo 266 del Código Civil para el Distrito Federal, nos dice que 

el divorcio se clasifica en necesario y voluntario y que a su vez el voluntario se puede 

substanciar administrativa o judicialmente como veremos en el desarrollo de este 

capitulo. 

 

Respecto al divorcio necesario, que requiere ser demandado por uno de los 

cónyuges en contra del otro, debe de ser con base en algunas de las causales 

previstas en el artículo 267 del Código Civil referido, mismas que a continuación 

analizaremos y que en su orden son: 

 

Fracción I. El adulterio debidamente probado de uno de los cónyuges.  
 

Como causa de divorcio, el trato carnal de cualquiera de los cónyuges con quien no 

sea su consorte, no requiere que se configure el delito de adulterio, pues para que 

proceda el divorcio por causa de adulterio, no es necesario que se reúnan los 

requisitos que exige el Código Penal (que se realice el acto sexual con escándalo o 

en el domicilio conyugal), pues únicamente basta la comprobación de la existencia 

de esas relaciones sexuales en cualquier circunstancia, para tener probada la causa 

de divorcio.  
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Antiguamente el adulterio era sancionado siempre y únicamente cuando la mujer lo 

cometía, ya con posterioridad se sancionó también el cometido por el hombre, pero 

siempre que con este ultimo concurrieran las circunstancias de existir escándalo, que 

el adúltero ofendiera a su esposa, o bien cuando la adúltera ofendiera de palabra o 

de obra a la esposa, cuando el adulterio se realizaba en la casa conyugal, o cuando 

era este adulterio como consecuencia de un concubinato, de acuerdo a los Códigos 

de 1870 y 1884, así como en la Ley de Relaciones Familiares.  

 

En la actualidad nuestra legislación civil equipara el adulterio de la mujer y del 

hombre, al considerar que dicho acto viola el deber de fidelidad de cualquiera, pues 

para que surta sus efectos civiles solo se requiere de la intimidad afectiva con un 

tercero, aunque el acto sexual no se realice o sea imposible probarlo, a diferencia del 

delito de adulterio, el cual requiere para que surta sus efectos penales la querella del 

cónyuge inocente, solo se castiga el adulterio consumado, no así la tentativa, aunque 

sea notoria la intención de cometer el delito.  

 

Así pues, por adulterio se entiende: “El ayuntamiento carnal voluntario entre una 

persona casada y otra de distinto sexo que no sea su cónyuge.”2  

 

De la anterior definición de Rafael de Pina podemos concluir que es necesario para 

que exista el adulterio, que se den las siguientes circunstancias: 

 

a) El ayuntamiento carnal; es decir la unión sexual de un hombre y una mujer. 

b) Que dicho ayuntamiento sea voluntario; es decir que exista el consentimiento de 

la o las personas casadas. 

c) Que exista el vínculo del matrimonio; es decir que uno o los dos protagonistas del 

adulterio deban de ser casados. 

 

Al respecto, hago las siguientes interrogantes: ¿Qué pasa si el cónyuge casado 

comete dicho ayuntamiento carnal con una persona de su mismo sexo? ¿Ya no es 

                                                           
2 De Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. Ed. Porrúa, 19ª ed. México 1998. Pág. 120.  
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adulterio? ¿O tendríamos que reformar y legislar al respecto? Sin embargo este tema 

tan interesante y actual no es propio de este estudio, remitiéndome a la simple 

opinión de este tema que en su oportunidad deberá ser analizado.  

 

De acuerdo a la interpretación del artículo 267 fracción I, del Código Civil para el 

Distrito Federal, para invocar la causal de adulterio, ésta debe de ser debidamente 

probada, sin embargo al resultar difícil en la mayoría de los casos acreditarla, pues 

regularmente los actos de adulterio suelen cometerse en la clandestinidad, razón por 

la cual la H. Suprema Corte de Justicia, admite que el adulterio se puede llegar a 

probar a través de hechos que lo presuman. Es decir, se puede probar en forma 

indirecta, siendo por ejemplo la reunión de los adúlteros en un recinto cerrado como 

pudiese ser un cuarto de hotel, la salida de los mismos de un motel, uno de los 

cónyuges estar en los brazos de otra persona que no es su cónyuge, o cualquier otro 

acto o conducta que presuma el adulterio. 

 

Además de existir otros casos de plena prueba como el hecho de que un hombre 

casado registre a un hijo suyo con una mujer distinta de su cónyuge o el hecho de 

que un cónyuge viva con otra persona que no sea su cónyuge, como si éste último lo 

fuera. 

 

La acción de divorcio con base en esta causal podrá ejercitarse dentro de los seis 

meses siguientes contados a partir desde que el cónyuge ofendido tuvo conocimiento 

del adulterio o en cualquier momento cuando el adulterio se ha venido cometiendo 

ininterrumpidamente, por la vida en común que lleva el cónyuge culpable con otra 

persona, aun y cuando el demandante acepte haber tenido conocimiento del 

adulterio, desde la fecha en que inicio el mismo. 

 

Fracción II. El hecho de que durante el matrimonio nazca un hijo concebido, antes de 

la celebración de éste, con persona distinta a su cónyuge, siempre y cuando no se 

hubiere tenido conocimiento de esta circunstancia. 
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En esta causal se vulneran los principios de fidelidad y de respeto como valores y la 

legalidad como característica del matrimonio. 

 

“Los novios deben de guardarse fidelidad. En esta causal está presente el dolo por 

parte de la mujer, quien al ocultar el embarazo induce al error, o mantiene en él a su 

novio para lograr contraer matrimonio. Por lo tanto; se considera como hecho inmoral 

que demuestra una deslealtad de la mujer hacia su futuro cónyuge, que puede 

implicar además, una injuria.”3 

 

En este sentido para acreditar esta causal se necesita que concurran los siguientes 

hechos: 

 

a) Que durante el matrimonio nazca un hijo concebido antes de celebrarse el mismo. 

 

De la lectura del artículo 324 del Código Civil para el Distrito Federal, podemos 

interpretar en forma lógica y afirmar que los hijos nacidos dentro de los ciento 

ochenta días siguientes a la celebración del matrimonio, se reputan concebidos antes 

de celebrarse este último, es decir son hijos concebidos fuera de matrimonio, así 

como los nacidos después de los trescientos días siguientes a la disolución del 

vínculo matrimonial, no se pueden refutar hijos de matrimonio. 

 

b) Que el varón no hubiera tenido conocimiento de que la cónyuge estaba 

embarazada. 

 

A efecto de poder acreditar este desconocimiento se tendría que ejercitar una acción 

en juicio denominada desconocimiento de paternidad, que es en otras palabras, la 

negación que se hace de la paternidad que se le imputa al marido, de tal forma que 

al ser intentado este desconocimiento, el actor en juicio debe de obtener sentencia a 

favor por la cual se declare que el hijo que se le imputa no es de él, para con ello 

poder invocar y acreditar la causal en estudio en el juicio de divorcio. 

                                                           
3 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 496. 
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Por su parte el artículo 326 del Código Civil establece los supuestos en que el marido 

puede desconocer la paternidad al establecer que: “El cónyuge varón no puede 

impugnar la paternidad de los hijos alegando adulterio de la madre, aunque esta 

declare que no son hijos de su cónyuge, a no ser que el nacimiento se le haya 

ocultado, o que demuestre que no tuvo relaciones sexuales dentro delos los primeros 

ciento veinte días de los trescientos anteriores al nacimiento. Tampoco podrá 

impugnar la paternidad de los hijos durante el matrimonio conciba su cónyuge 

mediante técnicas de fecundación asistida, si hubo consentimiento expreso en tales 

métodos.” 

 

De este modo la acción que tiene el cónyuge varón para alegar esta impugnación de 

paternidad, debe deducirla dentro de sesenta días contados desde que tuvo 

conocimiento del nacimiento, de conformidad con el artículo 330 del ordenamiento 

civil referido. 

 
Fracción III. La propuesta de un cónyuge para prostituir al otro, no sólo cuando él 

mismo lo haya hecho directamente, sino también cuando se pruebe que ha recibido 

cualquier remuneración con el objeto expreso de permitir que se tengan relaciones 

carnales con ella o con él. 4 

 

En esta causal se violan los valores y características de los fines del matrimonio. 

Pues existe una evidente falta de respeto a la dignidad del cónyuge inocente, ya que 

por virtud del compromiso conyugal, ambos se entregan mutuamente en forma 

exclusiva para tener una vida en común, que significa la unidad en la vida conyugal.  

 

La causal presume que la conducta del cónyuge puede ser: 

 

a) Activa o expresa.- Cuando uno de los cónyuges hace la propuesta directa a su 

cónyuge, de que tenga acceso carnal con otra persona para obtener por ello 

algún lucro. 

                                                           
4 Anteriormente solo se presumía que el varón era el culpable y autor de esta causal. 
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b) Pasiva o tácita.- Cuando cualquiera de los cónyuges permite o tolera que otra 

persona distinta a ellos tenga relaciones carnales con su cónyuge, a cambio de 

una remuneración. 

 

Esta causal existe también en grado de tentativa, es decir, basta el sólo hecho de 

que cualquier cónyuge, realice la propuesta de prostituirse al otro, se lleve a cabo o 

no esta acción, siendo necesario a cambio que se obtenga un lucro por esta 

actividad, pues de lo contrario no sería la causal que se estudia. 

 

Fracción IV. La incitación a la violencia hecha por un cónyuge al otro para cometer 

algún delito. 

 

Con esta causal se viola el respeto que los cónyuges deben tenerse, así como su 

libertad de actuación, cada uno debe respetar la personalidad del otro.  

 

La incitación a la violencia es alterar, mediante la presión (moral, afectiva, física,)  la 

actitud del cónyuge en tal forma que llegue a manifestarse como agresor y cometa 

un delito, por lo cual, se le priva también de la libertad para decidir las situaciones 

que en la vida conyugal se le presenten. 

 

“La violencia es la coerción que se ejerce sobre una persona con el fin de obligarla a 

ejecutar un acto que no quería realizar. La violencia puede ser física; cuando es una 

fuerza material que se ejerce sobre o contra una persona, alterando el 

funcionamiento normal de su organismo; y moral cuando consiste en la constitución 

que es un  mal grave e inminente que se ejerce sobre el espíritu humano violentando 

sus determinaciones.”5 

 

En este caso se trata de que cualquiera de los cónyuges provoque a otro para que 

cometa un delito. Como delito también se encuentra previsto penalmente en el 

                                                           
5 De Pina, Rafael. Op. Cit. Pág. 920. 
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artículo 209 del Código Penal que señala: “Al que provoque públicamente a cometer 

un delito, o haga apología de éste o de algún vicio se le aplicará....” 

 

Sin embargo, como causal de divorcio, no es necesario que se condene al cónyuge 

mediante sentencia de carácter penal, ya que son acciones distintas e inclusive 

puede prosperar la acción civil y no la penal.  

 

El caso concreto se presenta cuando un cónyuge conduce al otro a cometer un delito 

contra terceras personas, como pueden ser lesiones, homicidio, plagio, delitos de 

índole sexual, o cualquier otro. Y en forma independiente de que el cónyuge 

provocado obtenga el divorcio, ambos divorciantes pueden ser condenados 

penalmente, si cometieron el ilícito. 

 
Fracción V. La conducta de alguno de los cónyuges con el fin de corromper a los 

hijos, así como la tolerancia en su corrupción. 

 

Al respecto tenemos que corromper significa dañar, depravar, echar a perder. Siendo 

por lo tanto corrupción, el hecho de encaminar a una persona a la prostitución, a la 

embriaguez, a la drogadicción, a la comisión de un delito, a la mendicidad, al robo o 

a cualquier conducta que sea considerada corrupta. 

  

La tolerancia en la corrupción ha de consistir en actos positivos y no en simples 

omisiones, pero con la condicionante de que sea con el fin de corromper a los hijos, 

de lo cual se desprende que son causas de divorcio los actos inmorales ejecutados 

por el marido o por la mujer con el fin de corromper a los hijos, ya sean de ambos, o 

de uno de ellos.  

 

Es decir, esta causal presupone la presencia de actos inmorales acompañados de la 

intención de corromper a los hijos, ejecutados por uno o los dos cónyuges, o por un 

tercero con su consentimiento expreso o tácito. 
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“En esta disposición existe un giro en la visión del legislador pues no considera a los 

cónyuges como los posibles sujetos pasivos de esa conducta, sino que los 

directamente ofendidos serán los hijos y resultará cónyuge inocente quien 

indirectamente padezca ese proceder.”6 

 
Fracción VI. Padecer cualquier enfermedad incurable que sea además, contagiosa o 

hereditaria, y la impotencia sexual irreversible, siempre y cuando no tenga su origen 

en la edad avanzada. 

 

Con los avances científicos y médicos, algunas enfermedades que anteriormente 

eran incurables, en la actualidad no lo son, como es el caso de la sífilis y la 

tuberculosis, sin embargo a efecto de poder acreditar esta causal invocada para el 

divorcio necesario, será indispensable acreditar la enfermedad en su carácter de 

incurable y contagiosa o hereditaria. 

 

De la misma lectura de esta causal se desprende además que la impotencia es 

también causa de divorcio, con la condicionante que esta sea irreversible, es decir, 

incurable, y que la misma no sea producto de la edad avanzada del que la padece, 

pues ello seria una excluyente natural y lógica para fundar una acción al respecto. 

 

Ahora bien, otro requisito para invocar la impotencia irreversible como causa de 

divorcio, es el que la misma sobrevenga después de celebrado el matrimonio, pues si 

dicha impotencia se presenta antes de la celebración del matrimonio, no es causal de 

divorcio, sino motivo de nulidad del matrimonio.  

 

Finalmente debe quedar claro que la impotencia es causa de divorcio y no debe 

confundirse con la esterilidad, porque la impotencia consiste en la imposibilidad para 

la cópula, la cual inclusive puede existir tanto en el hombre como en la mujer, debido 

a defectos orgánicos, que impiden el acto sexual.7 

                                                           
6 Magallón Ibarra, Jorge Mario. Instituciones de Derecho Civil. Ed. Porrúa, México 1988. Pág. 385. 
7 Cfr. Semanario Judicial de la Federación. Sexta época. Cuarta Parte, volumen XLVIII. Pág. 165. 
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Fracción VII. Padecer trastorno mental incurable, previa declaración de interdicción 

que se haga respecto del cónyuge enfermo.  

 

La enajenación mental es la privación del juicio y de la razón de una persona, de tal 

forma que un ser humano con estas características, no puede ser responsable, ni 

conciente de sus actos, por lo tanto resulta incapaz para que pueda cumplir con los 

fines del matrimonio. 

 

Como indica la lectura de esta causal, la acción de divorcio originada por 

enajenación mental, sólo puede ser intentada por el cónyuge sano, previa 

declaración de interdicción del cónyuge demente, la cual puede también ser 

intentada por el cónyuge sano o inclusive por tercera persona. La declaración de 

interdicción requiere probar dicha enajenación mediante una prueba pericial médica.  

 

La enajenación mental incurable también se presenta como impedimento para 

contraer matrimonio, por lo tanto si no se obtuvo la nulidad del matrimonio dentro del 

plazo de 60 días de celebrado el matrimonio por enajenación mental, aun cuando 

esta la padeciere el cónyuge antes de contraer matrimonio, puede lograrse el 

divorcio invocando esta causal. 

 

Es importante contemplar que la acción de divorcio que nace de esta causa no 

caduca, ya que se trata de una causal de tracto sucesivo y en cualquier momento 

puede invocarse. 

 
Fracción VIII.- La separación injustificada de la casa conyugal por mas de seis 

meses. 

 

Es necesario para que se pueda invocar esta causal que se presenten las siguientes 

características: 

 

a) Que exista domicilio conyugal; 
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b) La separación de los cónyuges; 

c) Que la separación se prolongue por más de seis meses; y 

d) Que dicha separación sea injustificada. 

 

Esta separación refiere al distanciamiento de los cónyuges, al abandonar uno de 

ellos el hogar conyugal, siempre que se separe injustificadamente por mas de seis 

meses, aun cuando el que se separé no deje de cumplir con sus obligaciones 

económicas. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha preocupado por dar elementos 

necesarios para integrar un concepto de domicilio conyugal, y entre otros señala que 

deben tener casa o lugar propio donde habitar los cónyuges y su familia y no estar de 

“arrimados” en el domicilio de otros. 

 

Ahora bien, esta causal presupone que debe existir el domicilio conyugal, 

entendiéndose por tal el domicilio que ambos cónyuges han escogido para convivir, 

en el cual ambos disfrutan de autoridad propia y consideraciones iguales, de 

conformidad con el artículo 163 del Código Civil. 

 

La separación consiste en poner a una persona fuera de la proximidad de otra y 

supone el incumplimiento de uno de los deberes del matrimonio que es vivir juntos en 

el domicilio conyugal. 

 

Por lo tanto la separación a que refiere esta causal, es el distanciamiento de los 

cónyuges, al abandonar uno de ellos el hogar conyugal, siempre que se separe 

injustificadamente por mas de seis meses, aun cuando siga cumpliendo con sus 

obligaciones económicas. 

 

Finalmente, la separación física sin causa justificada, es una presunción suficiente 

que demuestra que el cónyuge que abandona rompe los lazos matrimoniales y 

afectivos. En este mismo sentido el citado artículo 163 prevé que los tribunales con 
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conocimiento de causa podrán eximir de la obligación de los cónyuges de vivir juntos, 

cuando el otro traslade su domicilio a país extranjero, a no ser que lo haga en 

servicio público o social; o se establezca en lugar que ponga en riesgo su salud e 

integridad.  

 
Fracción IX. La separación de los cónyuges por más de un año, independientemente 

del motivo que haya originado la separación, la cual podrá ser invocada por 

cualquiera de ellos. 

 

Esta causal, presupone el rompimiento de los fines del matrimonio que son la 

convivencia y vida en común de los cónyuges, de tal forma que la separación de 

estos por más de un año, sugiere la causal de divorcio. 

 

Por lo tanto los presupuestos para que pueda operar esta causal, son: 

 

a) La separación de los cónyuges; 

b) Que la separación se prolongue por más de un año; 

c) No importa la causa o motivo que haya dado lugar a la separación;  

d) Cualquiera de los cónyuges puede invocarla, aún cuando él mismo sea el 

culpable de la separación. 

 

Por lo tanto, resulta indispensable la separación de los cónyuges, sin embargo, la ley 

no establece que dicha separación deberá ser del domicilio conyugal, razón por la 

cual podría pensarse que la separación podría ser inclusive sin que éste exista. 

 

Referente a que será independiente el motivo que haya originado la separación, 

resulta una interpretación muy compleja, ya que la causa que motivó la separación 

puede ser justa o injusta, surgiendo con esta causal el divorcio en forma unilateral, al 

facultar a cualquiera de los cónyuges a invocar la acción de divorcio, siempre que 

haya transcurrido mas de un año de la separación, independientemente de que el 

otro cónyuge quiera o no divorciarse. 
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La causal puede ser invocada por cualquiera de ellos; de tal forma que con ello se 

rompe la técnica jurídica, ya que en materia de divorcio, para poder demandar el 

mismo ante la autoridad judicial, el cónyuge inocente es quien esta facultado para 

hacerlo y con esta causal  hasta el cónyuge culpable esta facultado para hacerlo. 

 

La complejidad de esta causal va mas allá de quien esta facultado para invocarla, en 

cuanto los efectos que produciría una sentencia dictada tomando como base del 

divorcio esta causal, pues en determinado momento no existe cónyuge culpable, 

suprimiéndose en este sentido el derecho que el cónyuge inocente tendría a los 

alimentos. 

 

Lo que inclusive da pie a desproteger a uno de los cónyuges, principalmente a la 

mujer en su calidad de cónyuge inocente, sobre todo cuando la misma se ha 

dedicado prácticamente al cuidado del hogar, originando también al no haber 

cónyuge culpable, que no se ejercite en contra de éste ultimo la perdida del ejercicio 

de la patria potestad sobre los hijos cuando los hay. 

 

Fracción X. La declaración de ausencia legalmente hecha, o la  de presunción de 

muerte, en los casos de excepción en que no se necesita para que se haga ésta que 

proceda la declaración de ausencia. 

 

“Esta causal no aparece en los códigos de 1870 y 1884. En la Ley Sobre Relaciones 

Familiares se expresaba que procedía el divorcio por “la ausencia del marido por 

mas de un año, con abandono de las obligaciones inherentes al  matrimonio”. Es 

decir; en esta ley sólo se hacía referencia a la ausencia del marido lo que parece 

incompleto, pero esta situación parece haberse corregido en la legislación actual que 

habla de ausencia que legalmente sea hecha de cualquiera de los cónyuges”.8 

 

En esta causal como se aprecia no existe culpa en el cónyuge ausente o del 

presunto fallecido, sin embargo como el cumplimiento, de los fines del matrimonio, es 

                                                           
8 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 518. 
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imposible, surge la necesidad de terminar el vínculo matrimonial y dar certidumbre al 

cónyuge que invoca el divorcio por esta causal. 

 

La declaración de ausencia procede solamente cuando han pasado dos años desde 

el día en que haya sido nombrado el representante, de conformidad con el artículo 

669 del Código Civil. 

 

En otras palabras cuando una persona desparece y se ignora el lugar donde se 

pueda hallar, ni quien la represente, previo procedimiento legal, un juez puede hacer 

la declaración formal de su ausencia o presunción de su muerte. 

 

En cuanto a presunción de muerte, al artículo 705 del Código Civil nos previene que 

ésta procede a instancia de la parte interesada cuando hayan transcurrido seis años 

desde la declaración de ausencia, para que el juez de conocimiento declare la 

presunción. 

 

Sin embargo, el estado de ausencia y de presunción de muerte, no operan en forma 

automática, por decirlo de alguna forma, ya que para invocar el divorcio por esta 

causal resulta necesario que se obtenga la sentencia que declare dicho estado. 

 
Fracción XI. La sevicia, las amenazas o las injurias graves de un cónyuge para con el 

otro, o para los hijos. 

 

En el Código de 1870 solo se mencionaba la sevicia y en el de 1884 se contiene una 

redacción casi idéntica a la actual. En la Ley Sobre Relaciones Familiares de 1917, 

se expresa que el divorcio procede por los malos tratamientos de un cónyuge para 

con el otro siempre que éstos y aquellos sean de tal naturaleza que hagan imposible 

la vida en común. 
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De la lectura de esta causal, se desprenden prácticamente tres causales que son la 

sevicia, las amenazas y las injurias graves, que pueden invocarse cada una en forma 

aislada o en conjunto, no siendo necesarias las tres para invocar esta causal.  

 

En este sentido se entiende como injuria, palabra que viene del latín “iniuria”, el 

agravio, ultraje de obra o de palabra, hecho o dicho contra razón, según lo expresa el 

diccionario de la lengua de la Real Academia Española al referir que la injuria es toda 

acción proferida o toda acción ejecutada con el ánimo de manifestarle al otro 

desprecio o con el fin de hacerle una ofensa.  

 

La sevicia se refiere a la crueldad excesiva, que haga imposible la vida en común y 

no un simple atentado. La sevicia, como causal de divorcio, es la crueldad excesiva 

que hace imposible la vida en común y no un simple altercado o golpe aislado. 

  

La amenaza es dar a entender con actos o palabras que se quiere hacer algún mal a 

otro, son actos en virtud de los cuales se hacen nacer en un individúo el temor de un 

mal inminente sobre su persona, sus bienes o sobre la persona o bienes de seres 

que le son queridos. 

 

En términos generales, la sevicia, las amenazas y la injuria, para que se constituyan 

como causal de divorcio, es indispensable que sean tan graves que hagan imposible 

la vida en común de los cónyuges, o bien del cónyuge con los hijos. 

 

De tal forma que al invocar esta causal, el cónyuge que la invoca deberá precisar en 

forma clara y contundente en que forma se dieron, detallándolas escrupulosamente 

con la finalidad de que el juzgador analice la gravedad de las mismas, para lo cual 

tomara en consideración los hechos y circunstancias del caso, el grado de educación 

de los cónyuges, la clase social a que pertenecen, su forma de convivencia, etc., y 

con base en ello determinar si se constituye o no la causal de divorcio. 
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Fracción XII. La negativa injustificada de los cónyuges a cumplir con las obligaciones 

señaladas en el artículo 164, sin que sea necesario previamente los procedimientos 

tendentes a su cumplimiento, así como el incumplimiento sin justa causa, por alguno 

de los cónyuges, de la sentencia ejecutoriada en el caso del artículo 168.  

 
“La causal aparece en el Código de 1884 y desaparece en su contenido contextual 

de la Ley de 1915, así como en la Ley sobre Relaciones Familiares; quedando sin 

embargo implícita en la fracción VI del artículo 76 de este Ordenamiento, por el 

abandono de más de un año de las obligaciones inherentes al matrimonio.” 9 

 

La falta de cumplimiento del deber de ayuda, socorro y alimentos se contempla como 

causal de divorcio, de tal forma que el artículo 164 del Código Civil para el Distrito 

Federal establece el deber de contribuir al sostenimiento del hogar y por su parte el 

artículo 336 del Código Penal consigna como delito el abandono de persona y se 

refiere tanto al cónyuge como a los hijos. 

 

En este sentido el artículo 164 del Código Civil de marras previene que: “Los 

cónyuges contribuirán económicamente al sostenimiento del hogar, a su alimentación 

y a la de sus hijos, así como a la educación de éstos en los términos que la ley 

establece, sin perjuicio de distribuirse la carga en la forma y proporción que acuerden 

para este efecto, según sus posibilidades. A lo anterior no esta obligado el que se 

encuentre imposibilitado para trabajar y careciere de bienes propios, en cuyo caso el 

otro atenderá íntegramente a esos gastos. Los derechos y obligaciones que nacen 

del matrimonio serán siempre iguales para los cónyuges e independientes de su 

aportación económica al sostenimiento del hogar”. 

 

Asimismo, el artículo 168 del anterior ordenamiento señala que los cónyuges tendrán 

en el hogar autoridad y consideraciones iguales, resolverán de común acuerdo todo 

lo conducente al manejo del hogar, a la formación y educación, así como a la 

                                                           
9 Magallón Ibarra, Jorge Mario. Op. Cit. Pág. 399. 
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administración de los bienes de los hijos. En caso de desacuerdo, podrán ocurrir ante 

el Juez de lo Familiar. 

 

Surge como causal, la violación del principio de igualdad de los cónyuges en la 

autoridad y en las consideraciones que se deben, por lo que cualquier alteración o 

violación de su igualdad que repercuta en el manejo del hogar, en la formación y 

educación de los hijos, en la administración de sus bienes y se obtuviere sentencia 

ejecutoriada que no se hubiere cumplido, hace procedente el divorcio.   

 

Resumiendo en este sentido, la causal refiere a dos situaciones, una de ellas es la 

que consiste en el incumplimiento de uno de los cónyuges de sus obligaciones de 

carácter  económico y la otra, el desacato de cualquiera de ellos sin justificación a la 

sentencia que pronuncie el Juez de lo Familiar para resolver el desacuerdo que 

existe entre ellos, en lo referente al manejo del hogar, educación de los hijos, etc.  

 

Para invocar esta causal no es necesario que el cónyuge al que se le han dejado de 

proporcionar alimentos, hubiese agotado el procedimiento legalmente establecido 

para obtener el aseguramiento de los mismos, toda vez que la simple negativa del 

cónyuge a cumplir con los deberes establecidos en el artículo 164 del código en 

referencia, es causa de divorcio, abocándose el Juez del conocimiento a comprobar 

que el cónyuge demandado no ha cumplido con sus obligaciones económicas o de 

ser el caso, que haya desobedecido un resolución emitida para tal efecto.  

 

Fracción XIII. La acusación calumniosa hecha por un cónyuge contra el otro, por 

delito que merezca pena mayor de dos años de prisión. 

 

La gravedad de esta causal, deberá ser debidamente estudiada por el Juez del 

conocimiento, de tal forma que el artículo 365 del Código Penal establece una 

definición de la acusación calumniosa, entendiéndose aquella en la que el autor 

imputa un delito a una persona determinada sabiendo que esta es inocente o que no 

lo cometió. 
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En este sentido la simple acusación es un signo claro de deslealtad de un cónyuge 

hacia el otro, de tal forma que al existir la calumnia, la conducta ya es reprochable, 

que presupone la ruptura de afecto entre los cónyuges, la desavenencia y la 

desunión conyugal. 

 

En apoyo de lo anterior invoco la siguiente Tesis: 

 

DIVORCIO, ACUSACIÓN CALUMNIOSA COMO CAUSAL DE. Para que exista la 

causal de divorcio por acusación calumniosa, no es necesario que esta dé lugar a la 

instrucción de un proceso y al pronunciamiento de una sentencia absolutoria del 

acusado, porque es posible que la acusación se archive por el Ministerio Público y no 

se consigue a la autoridad judicial, y sin embargo, puede ser calumniosa para los 

efectos del divorcio lo que se apreciara en cada caso el Juez de lo civil, tomando en 

cuenta que la imputación que hace un cónyuge al otro de haber cometido un delito 

que merezca pena mayor de dos años de prisión, se haya hecho a sabiendas de que 

es inoperante, que esta inspirada en el propósito de dañarlo en su reputación, y en la 

consideración social que merece circunstancias todas ellas reveladoras de la 

existencia de una odiosidad y de una falta de estimación entre los cónyuges  que 

hace imposible la vida en común.10 

 

Se opina por consiguiente, que estamos en presencia de una causal que requiere 

previamente se siga el juicio penal, se pronuncie la sentencia y se declare inocente al 

cónyuge acusado por el delito que le imputó su cónyuge. 

 

“Sin embargo, para que esta causal proceda, basta la acusación calumniosa, que la 

acusación refiera a un delito que se impute al cónyuge  inocente y que ese delito esté 

sancionado con una pena de prisión mayor a dos años. Por lo que debe de probarse 

en el juicio de divorcio son, tanto las imputaciones que hace el cónyuge culpable, 

como la penalidad del delito prevista en la ley.”11 

                                                           
10 Apéndice del Semanario Judicial de la Federación. Tesis 206, Quinta Época, Tomo CXXXIX. Pág. 577. A.D. 2310/56. Juan 
Gutiérrez Welsh. 5 votos. 
11 Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 534. 
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Fracción XIV. Haber cometido uno de los cónyuges un delito doloso por el cual haya 

sido condenado, por sentencia ejecutoriada. 

 

Esta fracción no estaba prevista en los Códigos de 1870 y 1884, aparece  en la Ley 

de Relaciones Familiares de 1917 aunque era mas claro su sentido, se prestaba a 

confusiones pues refería a la comisión de delitos infamantes, y éste termino creaba 

un conflicto de interpretación, pues el Código Penal no hace distinción entre delitos 

infamantes y no infamantes, quedando a discreción del Juez Familiar determinar la 

calificativa de infamante.12 

 

En esta causal se requiere forzosamente, que exista una sentencia ejecutoriada que 

sancione al cónyuge culpable por el delito doloso. 

 

Entendiéndose por consiguiente que delito es el acto u omisión que sancionan las 

leyes penales y la característica de doloso implica que el que lo comete conoce 

plenamente que esta cometiendo el delito y aun sabiendo eso quiere o acepta la 

realización del hecho descrito en el tipo penal. 

 

Fracción XV. El alcoholismo o el hábito de juego, cuando amenacen causar la ruina 

de la familia o constituyan un continúo motivo de desavenencia. 

 

Esta causal no estaba contemplada en el Código de 1870, en el Código de 1884 se 

hablaba de “los vicios incorregibles del juego o la embriaguez” y en la Ley Sobre 

Relaciones Familiares, en su fracción X del artículo 76, se limitó a caracterizarla 

como “el vicio incorregible de la embriaguez”13 

 

El alcoholismo es considerado como una enfermedad generada por el hábito o 

ansiedad irresistible de ingerir bebidas alcohólicas, lo cual provoca un estado de 

                                                           
 
12 Cfr. Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 535. 
13 Ídem. Pág. 536. 
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embriaguez que se entiende como la turbación de las potencias por ingerir alcohol, 

perdiendo sus facultades tanto físicas como mentales en forma paulatina. 

El juego es el ejercicio recreativo sometido a reglas y en el cual se gana o se pierde, 

pero en el caso que se trata en esta fracción es el hábito desmedido que podría 

causar la ruina económica o moral de la familia. 

 

A este respecto debemos observar que tanto el juego como la embriaguez, son 

conductas que no solo lesionan e injurian la dignidad del cónyuge, sino que le 

rebajan y degradan social y moralmente. Sin embargo es necesario hacer notar que 

cualquiera de estas “conductas” por sí solas, son suficientes para fundar la causal de 

divorcio. 

 

Para efecto de constituir causas de divorcio, es indispensable que estas situaciones 

provoquen pérdidas económicas al grado de amenazar con causar la ruina de la 

familia o constituyan el motivo directo de continuas desavenciencias entre los 

cónyuges, lo que el Juez Familiar deberá de calificar. 

 
Fracción XVI.- Cometer un cónyuge contra la persona o los bienes del otro, o de los 

hijos, un delito doloso, por el cual haya sido condenado por sentencia ejecutoriada. 

 
Al igual que las causales que refieren a delitos, esta causal  implica que el cónyuge 

que cometió el delito lo haya hecho con el conocimiento y la intención de provocar un 

daño al consentir o provocar un ilícito (de ahí la característica de doloso), solo que en 

este caso se invocaría esta causal al haberse dado dicha conducta delictiva en 

contra del otro cónyuge o bien en contra de los hijos o de sus bienes, siendo 

necesario como la causal indica que el cónyuge demandado haya sido condenado 

por tal delito y la sentencia que lo condenó haya causado ejecutoria. 

 
Fracción XVII. La conducta de violencia familiar cometida o permitida por uno de los 

cónyuges contra del otro, o hacia los hijos de ambos, o de alguno de ellos. 

Entendiéndose por violencia la descrita en el Código Civil. 
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En este sentido se entiende por violencia familiar el uso de la fuerza física o moral, 

así como las omisiones graves, que de manera reiterada ejerza un miembro de la 

familia en contra de otro integrante de la misma, que atente contra su integridad 

física, psíquica o ambas independientemente de que pueda producir o no lesiones; 

siempre y cuando el agresor y el agredido habiten en el mismo domicilio y exista una 

relación de parentesco, matrimonio o concubinato. 

 

Cabe destacar que esta causal no estaba prevista en los Códigos de 1870 y 1884, ni 

en la entrada en vigencia del Código Civil de 1928, surge a partir de las reformas del 

25 de mayo del 2000, derivada de la necesidad de regular y prever la misma debido 

a la violencia familiar que se suscita en varios hogares y ante la cual parecía el 

legislador indiferente, sin hacer caso de dicha violencia, la cual por sus 

características hacen que la vida conyugal y los fines del matrimonio sean 

insostenibles e imposibles. 

 

Actualmente la acreditación de la violencia familiar en juicio, puede ser con 

certificados médicos con los que se haga constar el maltrato físico, que sufre el 

cónyuge o los hijos, el cual supone que deberá de ser reiterado y por lo que hace a la 

violencia familiar moral deberá ser acreditada con los testimonios respectivos, 

situación por la cual los Jueces del conocimiento, dentro de las facultades que la Ley 

les otorga deberán de comprobar que existe fundamento real en la invocación de 

esta causal y que efectivamente se trata de violencia familiar y no un aislado pleito o 

riña entre los cónyuges o con los hijos. 

 

Fracción XVIII.- El Incumplimiento injustificado de las determinaciones de las 

autoridades administrativas o judiciales que se hayan ordenado, tendientes a corregir 

los actos de violencia familiar. 

 

Derivada de la anterior, esta  causal se presenta cuando el cónyuge demandado, 

cometió desacato injustificado a lo ordenado por la autoridad respectiva, cuyo 

ordenamiento haya sido dictado con el fin de que se corrijan o cesen los actos de 
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violencia que se dan de parte del cónyuge victimario para con el cónyuge inocente o 

para con su familia. 

 

Con el objeto de procurar resolver los casos de violencia familiar, existen  

dependencias como el Desarrollo Integral de la Familia conocido como el “DIF”, que 

recientemente ha creado un departamento que tiene conocimiento de los casos de 

violencia familiar, el cual conmina al o a los cónyuges y a la familia entera para 

corregir su conducta inadecuada, ordenando ciertas medidas, las cuales de no ser 

observadas por el infractor, se funda como indica la causal, la acción de divorcio. 

 

Fracción XIX.- El uso no terapéutico de las sustancias ilícitas a que hace referencia 

la Ley General de Salud y las lícitas no destinadas a ese uso, que produzcan efectos 

psicotrópicos cuando amenacen causar la ruina familiar o constituyan un continuo 

motivo de desavenciencia. 

 

Esta causal presupone necesariamente que el cónyuge autor del uso de sustancias 

legales o ilegales con fines no terapéuticos, por dicha conducta, ponga en riesgo la 

familia o por dicho uso, constituya un motivo de desacuerdo con su cónyuge, lo cual 

es claro y contundente, pues una persona que se encuentra drogada, motiva a 

discutir constantemente con su cónyuge y por consecuencia los fines del matrimonio 

y la vida conyugal son insostenibles, pues dicha conducta lesiona la dignidad del 

cónyuge ofendido, además de que el cónyuge culpable se degrada social y 

moralmente por tal conducta. 

 

Fracción XX. El empleo de métodos de fecundación asistida, realizada sin el 

consentimiento de su cónyuge. 

 

Los fines y obligaciones del matrimonio previstos en el artículo 164 del Código Civil, 

entre otras cosas, establecen la igualdad en la autoridad de los cónyuges, de tal 

forma que entre ambos deberá existir el común acuerdo y la conveniencia, por lo 

tanto cualquier acto que uno de los cónyuges realice sin autorización del otro en 
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casos tan importantes como es la procreación, resulta motivo y causa de divorcio, 

pues entre ellos debe imperar el respeto y la plena convicción de lo que deberá ser 

su vida conyugal.  

 

Esta causal es de reciente creación en el Código Civil vigente para el Distrito 

Federal, derivada de las reformas del 25 de mayo del año 2000, en razón de que la 

fecundación asistida es un tema reciente debido a los avances científicos que se 

presentan en la actualidad. 

 

La esencia de la causa de divorcio es que al no haber consentimiento del cónyuge 

varón para que su esposa sea fecundada artificialmente, éste no adquiere la 

obligación de padre y la ley lo faculta para solicitar la disolución del vínculo 

matrimonial. 

 

Fracción XXI. Impedir uno de los cónyuges al otro, desempeñar una actividad en los 

términos de lo dispuesto por el artículo 169 de este Código. 

 

Si bien uno de los principios rectores del matrimonio son la vida en común, también 

lo son la igualdad y respeto a la libertad de los cónyuges, de tal forma que el que un 

cónyuge impida que el otro realice cualquier actividad siempre que esta sea lícita, 

constituye un motivo grave de desavenencia y por lo tanto da derecho al cónyuge 

impedido de solicitar la disolución del matrimonio. 

 

Pues si bien el artículo 169 del ordenamiento en estudio, señala que los cónyuges 

pueden dedicarse a cualquier actividad siempre que ésta sea lícita y sin perjuicio de 

lo dispuesto en el artículo 168 del Código Civil, que señala el respeto a la autoridad y 

consideraciones que tiene cada cónyuge en el matrimonio, la obligación de no 

afectar lo conducente al manejo del hogar, los hijos y los bienes. Por lo tanto la 

acción de impedir que el cónyuge se dedique a tal o cual actividad, definitivamente 

acarrean un grave motivo de desacuerdo y desavenencia conyugal. 
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II. 2 El concepto de divorcio. 
 
Como hemos visto el divorcio es la disolución del vínculo matrimonial, de tal forma 

que: “El divorcio ha sido una de las instituciones jurídicas que más ha apasionado a 

los juristas; que más ha apasionado a los filósofos; que más ha apasionado a los 

mismos legisladores.”14  

 

Con el anterior preámbulo y siendo el objeto de este capitulo, el significado de la 

palabra divorcio proviene del latín “Divortium” que etimológicamente deriva de 

“divertere”, que significa irse cada uno por su lado, divertirse, dos sendas que se 

apartan del camino.15 

 

En este orden de ideas veremos las definiciones de diversos autores que son 

apropiadas en este sentido, al igual que la descripción que del divorcio hace la 

legislación civil. 

 

El profesor Galindo Garfias nos dice que: “El divorcio es la ruptura de un matrimonio 

valido, en vida de los esposos, decretada por autoridad competente y fundada en 

alguna de las causas expresamente establecidas por la Ley.”16 

 

“El divorcio entendido legalmente como el único medio racional capaz de subsanar, 

hasta cierto punto, las situaciones anómalas que se generan en ciertas uniones 

matrimoniales y que deben desaparecer ante la imposibilidad absoluta de los 

consortes de conseguir su superación. 

 

El divorcio es un caso de excepción y no un estado general; por lo mismo es 

necesario verlo solo en función de aquellos casos en que la critica condición de los 

esposos es ya insostenible, de forma que conduce a la ruptura del vínculo 

                                                           
 
14 Magallón Ibarra, Jorge Mario. Op. Cit. Pág. 355. 
15 Cfr. Ídem. Pág. 356. 
16 Galindo Garfias, Ignacio. Derecho Civil. Ed. Porrúa, 18ª ed. México 1999. Pág. 597.  
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matrimonial y con ella a la separación definitiva que los deja en posibilidad de 

contraer nuevo matrimonio legítimo.”17 

 

El artículo 266 del Código Civil para el Distrito Federal, advierte que el divorcio 

disuelve el vínculo del matrimonio y deja a los cónyuges en aptitud de contraer otro. 

 

En razón de lo anterior, se puede considerar que el divorcio es la disolución del 

vínculo matrimonial, que tiene lugar mediante declaración de la autoridad judicial y en 

ciertos casos la autoridad administrativa, dentro del procedimiento establecido por la 

ley, en el que se compruebe debidamente la imposibilidad de que subsista la vida 

conyugal y por el cual se deja a las partes en aptitud de contraer otro matrimonio. 

 

II.3 Las distintas clases de divorcio contempladas por el Código Civil vigente 
para el Distrito Federal. 
 
En la ley de matrimonio civil del 23 de julio de 1859, en su artículo 20 se estableció el 

divorcio temporal y en ningún caso dejaba aptos a los divorciados para contraer 

nuevo matrimonio, mientras viviera alguno de ellos. 

 

En la legislación Civil de 1870 y 1884, no se aceptó el divorcio vincular y bajo el 

nombre de divorcio se reglamento la separación de cuerpos, disponiendo que 

cuando los consortes convinieran en divorciarse sólo era en cuanto al lecho y 

habitación, es decir no había disolución del vínculo matrimonial, sino una simple 

separación de cuerpos, la cual solo podría lograrse ocurriendo al Juez, y no podía 

pedirse sino pasados dos años de la celebración del matrimonio, prohibiendo su 

petición cuando hubieren pasado 20 años o mas de constituido el mismo, ni cuando 

la mujer tuviera mas de 45 años de edad. 

 

Y no es sino hasta la Ley sobre Relaciones Familiares de 1917, por la cual se 

instituyó el divorcio vincular en su artículo 75 en el cual se dispuso: “El divorcio 

                                                           
17 Buenrostro Báez, Rosalía, Baqueiro Rojas, Edgard. Derecho de Familia y Sucesiones. Ed. Harla. México 1990. Pág. 147.  
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disuelve el vínculo matrimonial y deja a los cónyuges en aptitud de contraer otro”, y 

por consecuencia se estableció por primera vez en México, la disolución del 

matrimonio, caracterizando a éste último como un vínculo disoluble que permite a los 

divorciantes celebrar nuevas nupcias de conformidad con el artículo 102 de dicha ley, 

pero con la limitante de pasados dos años, para el culpable de adulterio y de 300 

días para la cónyuge; acorde al artículo 140 de la ley en comento.  

 

Es decir, el divorcio vincular fue introducido por la Ley Sobre Relaciones Familiares 

de 1917, misma que fue expedida por Don Venustiano Carranza, haciendo este 

divorcio vincular característico porque pone fin al matrimonio entre los cónyuges y lo 

diferencía del divorcio separación que regía la vida de los cónyuges que no obstante 

de no vivir juntos y sin la obligación de cohabitar, entre otras, no rompía el vínculo 

matrimonial y por supuesto no dejaba a los cónyuges en aptitud de contraer nuevas 

nupcias. Vestigios de esta figura de separación de cuerpos es el artículo 277 del 

Código Civil vigente que refiere a la petición que hace un cónyuge al Juez para 

solicitar se suspenda la obligación de cohabitar con el otro cónyuge. 

 

De conformidad con nuestra legislación, el artículo 266 del Código Civil en comento 

clasifica el divorcio en voluntario y necesario.  

 

Es divorcio voluntario cuando se solicita de común acuerdo por los cónyuges, el cual 

se podrá llevar a cabo, ante la autoridad administrativa o judicial, lo que depende de 

las circunstancias del matrimonio, es decir si tienen hijos, si tienen bienes, o 

cualquier característica que lo remita a una u otra autoridad.   

 

Por su parte el divorcio necesario es cuando cualquiera de los cónyuges lo reclama 

ante la autoridad judicial, fundado en una o más causales a que se refiere el artículo 

267 del Código Civil para el Distrito Federal, cuyas causas hemos analizado ya en el 

apartado anterior. 
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En este sentido, el fin primordial del divorcio sea necesario o voluntario, es la 

disolución del vínculo matrimonial y las consecuencias jurídicas que se producen 

son: 

 

a) La disolución del vínculo matrimonial. 

b) Otorga a los divorciados la libertad para poder contraer nuevo matrimonio. 

c) La patria potestad sobre los hijos si los hay no se pierde, si no fueron condenados 

los padres mediante sentencia a la pérdida de este ejercicio. 

d) La custodia de los hijos se decide de común acuerdo o se decreta por autoridad 

judicial. 

e) Se disuelve la sociedad conyugal, si por ese régimen contrajeron matrimonio los 

cónyuges. 

 

II.3.1 Divorcio Administrativo. 
 

El divorcio voluntario en su carácter de administrativo, aparece en el Código Civil de 

1928, facilitando la disolución del vínculo conyugal por mutuo consentimiento, 

siempre que se satisfagan los requisitos y formalidades en él establecidas. 

 

Este tipo de divorcio por consecuencia recibió varias y severas críticas, la principal 

señalaba que el divorcio voluntario era un factor de profunda disolución de la familia 

al dar tan extremas facilidades para extinguir el matrimonio. 

 

Nos dice al respecto el profesor Rojina Villegas que la comisión redactora de esta 

reforma; en la exposición de motivos expuso lo siguiente: 

 

“El divorcio en este caso sólo perjudica directamente a los cónyuges, que obran con 

pleno conocimiento de lo que hacen, y no es necesario para decretarlo que se llenen 

todas las formalidades de un juicio. Es cierto que hay interés social en que los 

matrimonios no se disuelvan fácilmente; pero también esta interesada la sociedad en 

que los hogares no sean focos constantes de disgusto y en que, cuando no están en 
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juego los sagrados intereses de los hijos, o de terceros, no se dificulte la disolución 

de los matrimonios, cuando los cónyuges manifiestan su decidida voluntad de no 

permanecer unidos”.18 

  

El artículo 272 del Código Civil para el Distrito Federal, señala lo siguiente:  

 

“Procede el divorcio administrativo cuando habiendo transcurrido un año o mas de la 

celebración del matrimonio, ambos cónyuges convengan en divorciarse, sean 

mayores de edad, hayan liquidado la sociedad conyugal de bienes, se están casados 

bajo ese régimen patrimonial, la cónyuge no este embarazada, no tengan hijos en 

común, o teniéndolos sean mayores de edad, y éstos no requieran alimentos o 

alguno de los cónyuges. El Juez del Registro Civil, previa identificación de los 

cónyuges, levantara un acta en que hará constar la solicitud de divorcio y citara a 

éstos para que la ratifiquen a los quince días. Si los cónyuges lo hacen, el Juez los 

declarará divorciados y hará la anotación correspondiente en la del matrimonio 

anterior. 

 

Si se comprueba que los cónyuges no cumplen con los supuestos exigidos, el 

divorcio así obtenido no producirá efectos, independientemente de las sanciones 

previstas en las leyes.” 

 

De la lectura del citado precepto se desprende que los consortes deben presentarse 

ante el Juez del Registro Civil, en forma personal (no por conducto de representante) 

ya que el acto así lo requiere y la autoridad administrativa se limita a comprobar que 

se presenten los documentos necesarios, identifica a los consortes y levanta el acta 

con la solicitud de divorcio, citando a los cónyuges para que en el término de 15 días 

la ratifiquen. 

 

El papel del Juez del Registro Civil en este sentido es meramente verificar la 

documentación e identificación de los cónyuges, en virtud de que al no haber hijos 

                                                           
18 Rojina Villegas, Rafael. Derecho Civil Mexicano. TII. Derecho de Familia. Ed. Porrúa. 9ª ed. México 1998. Pág. 396. 
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menores de por medio o que requieran de la asistencia de sus padres, ni conflictos 

pecuniarios procedentes del matrimonio, tanto la sociedad como el Estado, carecen 

de interés en que el vínculo conyugal subsista, si la voluntad de los cónyuges es otra. 

 

Los requisitos a cumplir para obtener el divorcio por esta vía administrativa que se 

derivan del artículo 272 en comento son: 

 

a) Que haya transcurrido un año o más de haber celebrado el matrimonio. 

b) Que ambos cónyuges acuerden divorciarse. 

c) Que sean mayores de edad. 

d) Que la divorciante no este embarazada. 

e) Que no existan hijos (menores de edad o que requieran de la asistencia de sus 

padres.) 

f) Que se hubiere liquidado la sociedad conyugal si bajo ese régimen contrajeron 

matrimonio. 

 

Cubiertos esos requisitos, los cónyuges podrán acudir con el Juez del Registro Civil 

que corresponda de acuerdo a su domicilio y comprobar con los atestados 

respectivos que son casados y mayores de edad, además deberán manifestar su 

voluntad de divorciarse, por lo que el Juez del Registro Civil levantará el acta donde 

conste la solicitud de divorcio y citará  a los divorciantes para que la ratifiquen en 15 

días, si los cónyuges lo hacen, el Juez los declarará divorciados y efectuará la 

anotación respectiva en el acta de matrimonio. 

 

Si posteriormente se comprueba que los cónyuges que obtuvieron su divorcio en 

este sentido, no cumplieron cabalmente con los requisitos señalados y se comprueba 

tal omisión, el divorcio no producirá efectos, con independencia de que los cónyuges 

se harán acreedores a las penas establecidas por la ley, acorde a lo dispuesto en el 

artículo 277 en estudio, siendo en este último caso el Código Penal el que establece 

pena al delito de falsedad en declaraciones ante autoridad publica en su artículo 311. 
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Este trámite administrativo para disolver el vínculo matrimonial, bien y 

razonablemente utilizada, la considero muy útil en la práctica, pues se evita un 

proceso judicial, aunado a que las consecuencias que trae este tipo de procedimiento 

administrativo atañen directamente a los autores de este divorcio. 

 

Es decir, la simplicidad de este procedimiento, no requiere de las formalidades y 

requisitos indispensables que marca la ley para el procedimiento contencioso o 

voluntario ante el Juez de lo familiar. 

 
II.3.2 Divorcio Voluntario. 
 

El divorcio voluntario o por mutuo consentimiento, tiene una causa que ha 

ocasionado la ruptura entre los cónyuges, la cual hace insostenible la vida en común, 

pero dicha causa los esposos no la quieren expresar ni ventilar en juicio, además de 

no ser necesario manifestarla ante la autoridad, basta la solicitud hecha al Juez de lo 

Familiar. De tal forma que este divorcio requiere solamente del mutuo acuerdo de los 

cónyuges para disolver el vínculo matrimonial, sin tener que exponer la causa o 

razón que los motiva a hacerlo. 

 

De lo anterior, se desprende la siguiente definición: “El divorcio voluntario es la forma 

de disolución del vínculo matrimonial por la que pueden optar los esposos cuando, 

sin aducir causa específica y reuniendo los requisitos de ley, han decidido poner fin 

al matrimonio”.19 

 

En la legislación Civil de 1870 y 1884, bajo el nombre de divorcio se reglamentó la 

separación conyugal, en los artículos 231 y 246 respectivamente, los cuales 

disponían que cuando los consortes convinieran en divorciarse en cuanto al lecho y 

habitación, solo podría lograrse ocurriendo por escrito al Juez, y no podía pedirse 

sino pasados dos años de la celebración del matrimonio. El Código de 1870, 

                                                           
19 Buen Rostro, Báez. Op. Cit. Pág. 155.  
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agregaba que el divorcio por mutuo consentimiento no podía tener lugar después de 

veinte años de matrimonio, ni cuando la mujer tuviera más de 45 años de edad. 

 

Ya que como vimos anteriormente el divorcio vincular no existía, sino hasta la Ley 

Sobre Relaciones Familiares de 1917, la cual estableció por primera vez en México, 

la disolución del matrimonio, mediante resolución judicial, a instancia de ambos 

cónyuges que declaran su voluntad común de querer divorciarse.   

 

Sara Montero, define el divorcio voluntario como: “La disolución del vínculo 

matrimonial en vida de los cónyuges decretada por autoridad competente ante la 

solicitud por mutuo acuerdo de ambos cónyuges”.20 

 

El jurista Eduardo Pallares manifiesta que: “El divorcio judicial denominado 

voluntario, es procedente cuando sea cual fuere su edad y habiendo procreado hijos, 

los cónyuges, están de acuerdo en disolver el vínculo conyugal y para ello celebran 

un convenio que someten a la aprobación de un juez de primera instancia.”21 

 

El Código Civil anterior a las reformas del 25 de mayo del 2000, en el artículo 267 

fracción XVII, preveía como causal de divorcio el mutuo consentimiento y el artículo 

274 del mismo ordenamiento, disponía que el mismo solo se podía solicitar pasado 

un año de la celebración del matrimonio, sin embargo ambas disposiciones quedaron 

derogadas con las reformas aludidas, para quedar comprendido el divorcio en el 

artículo 273 del Código Civil para el Distrito Federal vigente. 

 

En este orden de ideas, el divorcio voluntario en la actualidad se encuentra regulado 

en el artículo 273 del Código Civil, mismo que transcribo y del cual se desprende la 

elaboración de un convenio que debe anexarse a la solicitud de divorcio voluntario, 

mismo que contiene una serie de requisitos que adelante explicaré en forma breve. 

 

                                                           
 
20 Montero Dulhat, Sara. Derecho de Familia. Ed. Porrúa. 2ª ed. México 1985. Pág. 254. 
21 Pallares Eduardo. El Divorcio en México. Ed. Porrúa, 9ª ed. México 1998. Pág. 245. 
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El Código Civil para el Distrito Federal en su artículo 273 a la letra señala: 

 

Procede el divorcio voluntario por vía judicial cuando los cónyuges que no se 

encuentren en el caso previsto en el artículo anterior y por mutuo consentimiento lo 

soliciten al Juez de lo Familiar en los términos que ordena el Código de 

Procedimientos  Civiles, siempre que hayan transcurrido un año o más de celebrado 

el matrimonio y acompañen un convenio que deberá contener las siguientes 

cláusulas: 

 

I. Designación de la persona que tendrá la guarda y custodia de los hijos 

menores o incapaces, durante el procedimiento y después de ejecutoriado el 

divorcio; 

   

Esto es la persona que se hará cargo de los menores, comúnmente en nuestra 

sociedad la mujer es la persona de los divorciantes que desempeña esta labor, 

aunque en ciertos casos le corresponde al varón. 

 

II. El modo de atender las necesidades de los hijos a quien deba darse 

alimentos, tanto durante el procedimiento, como después de ejecutoriado el 

divorcio, especificando la forma de pago de la obligación alimentaria, así como 

la garantía para asegurar su debido cumplimiento.  

 

En este sentido se tendrá que convenir previamente como se cubrirán los gastos de 

los hijos, en que proporción lo hará cada divorciante y la forma en que garantizará 

dicho cumplimiento. En la actualidad la forma más común de cubrir este requisito es 

mediante una fianza, observando que dije que la forma de cubrir con el requisito, ya 

que en diversos procedimientos, no se hace mas que cumplir con el mismo para 

poder obtener la disolución del vínculo matrimonial y desgraciadamente obtenido el 

divorcio y vencida la fianza (pues se expiden regularmente por un año) el cónyuge en 

quien recae dicha obligación se olvida de su cumplimiento en el aspecto económico y 

moral en una infinidad de casos y peor aún, en muchos casos las fianzas 
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simplemente se adquieren sin proteger verdaderamente los fines de la misma, 

trayendo como consecuencia que el beneficiario de la fianza no pueda reclamarla, 

siendo el caso concreto cuando dicha fianza se obtiene en un juicio para cumplir el 

requisito solicitado por el Juez del conocimiento, pero al tramitarla y para facilitar la 

expedición de la póliza respectiva, el beneficiario en el acto firma en forma anticipada 

una serie de recibos por los cuales se da por pagado de la pensión alimentaria de 

todo un año, sin estarlo, lo que facilita el tramite, se cumple con el requisito, se 

obtiene el divorcio, pero no se garantiza realmente el cumplimiento de la obligación 

alimentaria a cargo del deudor alimentario. 

 

III. Designación del cónyuge al que corresponderá el uso de la morada conyugal, 

en su caso, y de los enseres familiares, durante el procedimiento de divorcio. 

 

Este acuerdo refiere como lo dice el texto legal, a la designación del cónyuge que 

gozará del uso de la vivienda adquirida o rentada durante el matrimonio y que en la 

mayoría de los casos y por lógica, le corresponde al cónyuge que conservará la 

guarda y custodia de los menores, mientras dura dicho procedimiento. 

 

IV. La casa que servirá de habitación a cada cónyuge y a los hijos durante el 

procedimiento y después de ejecutoriado el divorcio, obligándose ambos a 

comunicar los cambios de domicilio aún después de decretado el divorcio, si 

hay menores o incapaces  u obligaciones alimenticias. 

 

Con lo que se desprende una certeza para ambos cónyuges de seguir cumpliendo 

con las obligaciones adquiridas por virtud del convenio de divorcio y para conservar 

el cumplimiento de las obligaciones que por ley les corresponda. 

 

V. La cantidad o porcentaje de pensión alimenticia a favor del cónyuge acreedor, 

en los términos de la fracción II. 
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En virtud de esta disposición se aseguran en cierta forma los derechos del cónyuge 

acreedor, cuando así sea convenido por los divorciantes o cuando así lo disponga la 

ley. 

 

VI. La manera de administrar de los bienes de la sociedad conyugal durante el 

procedimiento y hasta que se liquide, así como la forma de liquidarla, 

exhibiendo para ese efecto, en su caso, las capitulaciones matrimoniales, el 

inventario, el avalúo y el proyecto de partición; y 

 

VII. Las modalidades bajo las cuales el progenitor que no tenga la guarda y 

custodia, ejercerá el derecho de visitas, respetando los horarios de comidas, 

descanso y estudio de los hijos. 

 

En este sentido el legislador pretende en bien de los menores y del padre que no 

gozará del cuidado directo de los menores, la sana convivencia entre dicho 

progenitor y sus hijos, siempre que dicha convivencia no afecte las actividades 

escolares y de esparcimiento, así como la regulación de las mismas para no alterar 

la vida cotidiana de los menores. 

 

A grandes  rasgos, el procedimiento de divorcio voluntario judicial, se ventila ante el 

Juez de lo Familiar, competente del domicilio conyugal de los divorciantes, para lo 

cual estos últimos deberán presentar una solicitud de divorcio en la cual anexaran el 

convenio que ordena el artículo 273 y que hemos referido anteriormente, así como 

los atestados a que refiere el artículo 674 del Código de Procedimientos Civiles, para 

acreditar el vínculo matrimonial. 

 

Hecho que sea, el Juez del conocimiento citará a los divorciantes y al representante 

del Ministerio Publico a una audiencia de aveniencia, en la cual, como su nombre lo 

indica, exhortará a los divorciantes a desistir de su intención de divorciarse, con la 

finalidad de conservar su matrimonio y por ende el núcleo social. Esta junta tendrá 

lugar después de 8 días y antes de 15 días de presentada la solicitud de divorcio. 
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En el supuesto de no lograr la reconciliación de los mismos, el Juez aprobará en 

forma provisional el convenio presentado por los consortes, previa la vista del 

representante de Ministerio Público y señalará nueva fecha para celebrar una 

segunda junta de aveniencia entre los cónyuges, la que tendrá lugar después de 8 

días y antes de 15 días de celebrada la primera junta. 

 

En la celebración de esa segunda junta de aveniencia y de continuar los cónyuges 

con su propósito de divorciarse, el Juez de no lograr la reconciliación de los mismos, 

y una vez que considera que se cumplen con los requisitos legales, asegurados los 

derechos de los menores y en su caso del cónyuge que se considere acreedor, dará 

vista al representante del Ministerio Público, para que de no tener inconveniente éste 

último o satisfechos sus requerimientos, dicte la sentencia definitiva con la que 

disolverá el vínculo matrimonial, decidiendo sobre el convenio presentado, el cual en 

todos los casos es aprobado, cuando cumple con los requisitos legales a su juicio. 

 

En el supuesto de que el Ministerio Publico o el Juez del conocimiento, no apruebe el 

convenio, será causa suficiente para que no proceda el divorcio solicitado, por lo que 

mediante vista solicitarán a los divorciantes se modifique el mismo y de ser necesario 

propondrán los términos en los que se deberá modificar y de aceptar las partes dicha 

modificación y satisfechos los demás requisitos se procederá a dictar sentencia, la 

cual después de causar ejecutoria, se mandara una copia al Registro Civil y se 

procederá a efectuar la anotación respectiva en el acta de matrimonio. 

 

En este tipo de procedimiento, los divorciantes pueden ser asistidos de sus 

abogados patronos o tutores de ser el supuesto, pero tendrán que comparecer por 

derecho propio en las juntas de avenencia, en todos los casos. 

 

En el supuesto de que los divorciantes abandonen el procedimiento de divorcio por 

más de tres meses, su solicitud de divorcio quedara sin efecto y el expediente en el 

cual se ventile la misma  se archivará por falta de interés jurídico. 
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II.3.3 Divorcio Necesario. 
 

“El matrimonio es permanente en lo civil e indisoluble en lo religioso; la excepción es 

el divorcio que disuelve el matrimonio y la excepción confirma la regla. Las 

instituciones familiares son permanentes por naturaleza, a diferencia de lo transitorio 

de las relaciones jurídicas de carácter patrimonial económico. Así lo observamos en 

la adopción, el reconocimiento de hijos, el matrimonio, etc. Suponer que el divorcio 

fuera lo que pretenden las parejas al casarse, sería tanto como  convertir la 

excepción (el divorcio) en principio y el matrimonio como en algo transitorio”.22 

 

El divorcio necesario, también conocido como causal o contencioso es el que 

requiere de la existencia de una causa o razón suficientemente grave que haga 

imposible o al menos difícil la convivencia conyugal, la acción se otorga al esposo 

que no hubiere dado causa para el divorcio, y cuando sin culpa de alguno de los 

esposos, la vida en común se deteriora por enfermedad, impotencia o locura, se 

tiene la facultad de disolver el vínculo matrimonial, en este caso la acción se concede 

al cónyuge sano. 

 

En virtud de lo anterior el divorcio causal o necesario, también ha sido sub clasificado 

por algunos autores en:23  

 

a) Divorcio Sanción: El cual supone que la causa es una violación grave a los 

deberes del matrimonio, por lo que el divorcio es la sanción que se aplica al 

cónyuge culpable de esa violación, correspondiéndole al cónyuge inocente el libre 

albedrío de ejercerla, de perdonar o de permitir que esta acción prescriba. 

 

b) Divorcio Remedio: En este tipo de divorcio, no puede hablarse de cónyuge 

culpable, pues el divorciante que lo demanda lo hace con base en enfermedades 

graves, impotencia, locura, o cualquier otra, es decir circunstancias que hacen 

                                                           
22 Chávez, Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 478. 
23 Cfr. Buenrostro Báez Rosalía y Baqueiro Rojas Edgard. Op. Cit. Pág. 150. 



 80

imposible la convivencia normal entre los cónyuges y por lo tanto surge el divorcio 

como remedio a dicha situación. 

 

El Código Civil para el Distrito Federal en el artículo 267 enuncia las causales de 

divorcio en forma limitativa y no ejemplificativa, es decir, las causales que se 

enuncian marcan la única forma de demandar el divorcio por la vía necesaria. Lo 

anterior en razón de que la sociedad considera la disolución del vínculo conyugal de 

suma gravedad y su interés por conservar el matrimonio es tan importante para la 

misma y para el Estado, que solo en forma limitativa se establecen las causas de 

divorcio. 

 

En el Código Civil de referencia, el artículo 267 señala que cada causal es de 

carácter autónomo y no pueden involucrarse unas con otras, ni emplearse por 

analogía, ni por mayoría de razón, como hemos visto en el primer apartado de este 

capítulo. 

 

Al respecto el jurista Bonnecase nos dice que las causales de divorcio pueden 

definirse: “como aquellas circunstancias que permiten obtenerlo con fundamento en 

una determinada legislación y mediante el procedimiento previamente establecido al 

efecto.”24 

 

Finalmente y a efecto de tener un concepto de divorcio necesario; considero que este 

es la disolución del vínculo matrimonial a petición de uno de los cónyuges, decretada 

por la autoridad judicial competente, cuyo fundamento y causa para solicitarlo se 

encuentran establecidos en la ley. 

 

Por su parte, la autora Sara Montero25, nos indica que para que proceda el divorcio 

necesario es indispensable lo siguiente: 

                                                           
 
24 Bonnecase, Julián. Elementos de Derecho Civil. T. I. Edit. José M. Cajica. 8ª ed. Puebla, México. 1997. Pág. 290. 
25 Cfr. Montero Duhalt, Sara. Op. Cit. Págs. 244 –246. 
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a) La existencia del matrimonio, que es requisito primordial. 

 

Este requisito se satisface y acredita con la presentación de la copia certificada del 

acta de matrimonio. 

 

b) Especificación de la causa determinada. 

 

Es decir, que la causa que se invoque deberá estar regulada por la ley (artículo 267 

del Código Civil). 

 

c) La acción de divorcio debe ejercitarse en tiempo hábil. 

 

En el caso del divorcio necesario, la acción puede iniciarse en cualquier momento del 

matrimonio, por el cónyuge que no haya dado causa a él, pero siempre dentro de los 

seis meses siguientes al día en que haya tenido conocimiento de la causa o hecho 

que lo lleve a demandar el divorcio, de conformidad con el artículo 278, excepto en 

las causales señaladas en las fracciones XI (sevicias, etc.), XVII (negativa 

injustificada a dar alimentos) y XVIII (incumplimiento injustificado a determinaciones 

administrativas o judiciales tendientes a corregir la violencia familiar) del artículo 267, 

en las que el plazo de caducidad es de dos años. 

 

Al respecto, debemos recordar que la palabra “caducidad” significa: extinguir un 

derecho, una facultad, un recurso.26 

 

d) Que no haya mediado por parte del cónyuge inocente el perdón. 

 

De conformidad con el artículo 281 del citado ordenamiento civil: “El cónyuge 

inocente que no haya dado causa al divorcio puede antes de que se pronuncie la 

sentencia que ponga fin al litigio, otorgar a su consorte el perdón respectivo, mas en 

este caso, no puede pedir de nuevo el divorcio por los mismos hechos a los que se 

                                                           
26 De Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. Ed. Porrúa. 19ª ed. México 1998. Pág.180.  
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refirió el perdón respectivo y que motivaron el juicio anterior, pero sí por otros 

nuevos, aunque sean de la misma especie o por hechos distintos que legalmente 

constituyan causa suficiente para el divorcio.” 

 

e) Que se promueva ante Juez competente. 

 

El juicio de divorcio es una controversia del orden familiar, que debe ventilarse ante 

el Juez de lo Familiar competente, siendo que en la mayoría de estos juicios es 

competente el Juez del ultimo domicilio conyugal de los divorciantes (por razón de 

territorio) y cuando se trata de la causal de abandono de hogar, el competente es el 

del cónyuge abandonado de conformidad con lo establecido por el artículo 156 

fracción XII del Código de Procedimientos Civiles, por lo que en el supuesto de no 

existir domicilio conyugal, será competente el Juez del domicilio del cónyuge 

demandado 

 

f) Que la parte que lo promueva tenga capacidad procesal para hacerlo. 

 

El divorcio necesario solo puede ser demandado por el cónyuge que no haya dado 

causa a él y dentro de los seis meses siguientes al día en que tenga conocimiento de 

la causa que funden su demanda, acorde a lo establecido en el artículo 278 Código 

Civil en estudio. 

 

Por lo tanto dicha acción denota el carácter de personal, siendo una acción que solo 

puede ser intentada y continuada hasta la obtención de una sentencia por los propios 

interesados, es decir los cónyuges. 

 

El artículo 290 del Código Civil, dispone que la muerte de uno de los cónyuges que 

estén en un procedimiento de divorcio, es una causa que pone fin al juicio de divorcio 

y los herederos del fallecido, tienen los mismos derechos y obligaciones que tendrían 

si no hubiese existido el juicio de divorcio. De lo que se desprende que dicha acción 

no es transmisible, ni en vida ni por causa de muerte. 
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g) El procedimiento de divorcio necesario es un juicio de carácter ordinario. 

 

Por lo que se rige por lo dispuesto en el artículo 943 y demás relativos y aplicables 

del Código de Procedimientos Civiles y por tal razón se ajustará a las formalidades 

de carácter procesal establecidas para tal efecto, llevándose en las etapas 

procesales necesarias hasta que se dicte sentencia definitiva, como son en forma 

enunciativa: la presentación de la demanda de divorcio, emplazamiento de la parte 

demandada, contestación y en su caso reconvención de la parte demanda, (fijación 

de la litis), audiencia previa y de conciliación, (en la cual pueden las partes convenir 

en divorciarse allanándose a las pretensiones de la otra parte), ofrecimiento, 

admisión y desahogo de pruebas, periodo de alegatos, sentencia que pone fin a la 

litis, apelación, amparo y revisión de ser el caso, sentencia definitiva, declaración de 

que la sentencia definitiva ha causado ejecutoria, y posteriormente el oficio con la 

sentencia y los insertos necesarios que se dirige al Juez del Registro Civil a efecto de 

que realice las anotaciones respectivas de divorcio. 

 

II.4 Los efectos jurídicos del divorcio, respecto de los cónyuges y sus bienes. 
 
Para analizar los efectos del divorcio, es conveniente hacer una división de éstos en 

efectos provisionales que son los que se producen durante la tramitación del divorcio 

y los definitivos que son los que se causan una vez que se pronuncia la sentencia 

ejecutoriada que disuelve el vínculo matrimonial. 

 

Esto sin dejar de observar que en cuestiones familiares algunas resoluciones firmes 

pueden alterarse o modificarse, según las circunstancias, como puede ser por motivo 

de alimentos, patria potestad, guarda y custodia, derecho de visita, etc.   

 

II.4.1 Efectos provisionales derivados de un juicio de divorcio voluntario. 
 

Es usual hacer referencia sólo al divorcio judicial, pues en el administrativo 

únicamente se consigna como efecto la disolución del vínculo matrimonial, más sin 
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embargo no hay impedimento legal para que en el divorcio administrativo su formule 

un convenio entre los consortes que regule su nueva situación como divorciados, 

este convenio no será presentado al Juez del Registro Civil, se puede formular por 

separado y en caso de ser necesario se homologará ante el Juez de lo Familiar para 

que este le de él efecto de sentencia ejecutoriada. 

 

Las medidas provisionales se detallan en los artículos 273 y 275 del Código Civil 

para el Distrito Federal, que refieren prácticamente al convenio que deberán celebrar 

los cónyuges y las medidas provisionales que se convierten en efectos definitivos 

una vez que se ha decretado mediante sentencia ejecutoriada la disolución del 

vínculo matrimonial, mismas que a continuación veremos: 

 

a) Con relación a los cónyuges. 

b) Con relación a la mujer. 

c) Con relación a los hijos 

d) En relación a los alimentos, y; 

e) Con relación a los bienes. 

 

Siendo tema primordial de esta investigación los incisos a y e, no obstante, abordaré 

brevemente todas las medidas provisionales. 

 

a) En relación a los cónyuges. 

 

La fracción IV del artículo 273 antes citado, dispone que el convenio que se presente 

ante el Juez de lo Familiar, contendrá la designación de la casa que servirá de 

habitación para cada uno de los cónyuges tanto durante el procedimiento, como 

después de ejecutoriada la sentencia definitiva. 

 

Al respecto el artículo 275 del Código Civil vigente, dispone que el Juez de lo 

Familiar, mientras se decrete el divorcio voluntario, ordenará la separación 

provisional de los cónyuges.  
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b) Con relación a la mujer que quede embarazada. 

 

El citado artículo 273 del Código Civil de marras no hace referencia a la mujer 

embarazada, sin embargo de acuerdo con lo establecido por el artículo 282 fracción 

IV del mismo ordenamiento, se deberán tomar las providencias necesarias para 

asegurar y preservar en forma provisional, respecto a la mujer que quede 

embarazada, los derechos del concebido pero no nacido, así como prever las 

obligaciones de los progenitores para con él como son alimentos, cuando nazca. 

  

c) Con relación a los hijos. 

 

El mismo artículo 273 en análisis en varias fracciones, dispone que deberán los 

divorciantes designar la persona que deberá ejercer la guarda y custodia de los hijos, 

el modo de atender las necesidades de los hijos, la pensión alimenticia para éstos, el 

derecho de visitas del padre que no tendrá la guarda y custodia de éstos, etc.  

 

d) Alimentos. 

 

Como antes señalé, el artículo 273 en estudio, en su fracción II y V, señala el 

requisito para los divorciantes de convenir sobre la obligación alimenticia para con 

los menores hijos en forma provisional y definitiva, así como la forma de asegurar el 

cumplimiento de esta obligación. Y en su caso prever y asegurar dichos alimentos 

para el cónyuge divorciante que es acreedor de los mismos, que regularmente es la 

mujer. 

 

e) Con relación a los bienes. 

 

Cuando la sociedad conyugal no se hubiese disuelto, en el convenio a que refiere el 

artículo 273 en cita, y de conformidad con la fracción VI de dicho precepto, se deberá 

señalar la forma de administrar los bienes de la sociedad conyugal durante el 

procedimiento y hasta que se liquide, exhibiendo para tal efecto las capitulaciones 
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matrimoniales, el inventario y avalúo de los bienes, proyecto de partición y en caso 

de haberlas, las capitulaciones matrimoniales. 

 

II.4.2 Efectos definitivos derivados de un juicio de divorcio voluntario. 
 

Los efectos definitivos del juicio de divorcio están previstos en su mayoría en el 

convenio celebrado por los divorciantes, el cual una vez aprobado por el Juez, sin 

oposición del Ministerio Publico, se considera que deberá producir los siguientes 

efectos: 

 

a) En cuanto a la persona de los cónyuges. 

 

El divorcio extingue el vínculo matrimonial, dejando a los divorciados en aptitud de 

contraer un nuevo matrimonio. 

 

b) En cuanto a los hijos. 

 

La patria potestad la conservan ambos padres sobre sus hijos, por lo que hace a la 

guarda y custodia, así como el modo de atender las necesidades de los mismos, de 

asegurar el cumplimiento de dicha obligación y el derecho de visita que corresponde 

al padre que no tenga a su cuidado directo a los hijos, se atenderá a los convenido 

por los divorciados en el convenio celebrado, aprobado y elevado a sentencia 

ejecutoriada. 

 

c) En cuanto a los bienes. 

 

De igual forma se estará a lo convenido para tal efecto por los divorciados tal como lo 

dispone el artículo 273 en su fracción VI, es decir en el propio convenio los cónyuges 

señalaron lo relativo a la administración de la sociedad conyugal, cuando bajo ese 

régimen contrajeron matrimonio, mientras duraba el procedimiento y a la liquidación 

de la misma una vez ejecutoriado el divorcio. 
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II.4.3 Efectos provisionales derivados de un juicio de divorcio necesario. 
 
El artículo 282 del Código Civil, establece las medidas provisionales que debe dictar 

el Juez como necesarias para la protección de las personas, sus hijos y los bienes de 

los divorciantes.  

  

En este sentido, al admitirse la demanda, o antes si hubiere urgencia  se dictará 

provisionalmente y solo mientras dure el juicio, las disposiciones que deberán regir  a 

los cónyuges  mientras dura el procedimiento de divorcio. Dichos efectos “no son de 

ejecución irreparable, se pueden combatir cuando se establezca la relación procesal 

mediante un incidente, o bien en la sentencia definitiva.”27 

 

Se dictan sin necesidad de audiencia del otro cónyuge, aunque sea éste último 

deudor alimentario o progenitor en relación con los hijos; sin embargo, se necesita 

legitimar la petición con los títulos con los cuales se solicitan estas medidas, como 

son: el acta de matrimonio y los atestados de nacimiento de los hijos, aunque es 

necesario considerar que estos efectos provisionales pueden modificarse en 

cualquier tiempo durante el proceso o mediante sentencia interlocutoria o definitiva, 

conforme lo dispone el artículo 94 del Código Procesal Civil. 

 

Estas disposiciones provisionales que decreta el Juez mientras dura el juicio de 

divorcio pueden agruparse según afecten a los Cónyuges, sus hijos, o sus bienes.28 

 

a) Respecto a los cónyuges. 

 

El Juez deberá decretar la separación de los cónyuges, señalar y asegurar los 

alimentos que deberá dar el deudor alimentista, tanto al cónyuge como a los hijos, 

acorde a lo que señala el artículo 282 del Código Civil para el Distrito Federal en sus 

fracciones I y II.  

                                                           
 
27 Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 565. 
28 Cfr. Buen Rostro Báez, Rosalía. Op. Cit. Pág. 171. 
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b) Respecto a los hijos. 

 

Si se pusieren de acuerdo, su cuidado estará a cargo de la persona que los 

cónyuges determinen, (lo que en la practica no es común), de no ser así, el cónyuge 

que solicite el divorcio propondrá y previa audiencia del demandado, el Juez 

resolverá sobre la custodia de los menores. Si no hubiere causa grave, los hijos 

menores de siete años quedarán al cuidado de la madre, lo anterior acorde a la 

fracción V del citado artículo 282. De igual forma se deberá determinar el 

aseguramiento y pago provisional de los alimentos de los hijos acorde a la fracción II 

del mismo artículo, así como el derecho de convivencia con el padre que no goce de 

la custodia de los hijos (fracción IV).  

 

Actualmente y acorde a las reformas del 23 de agosto del año 2004 al artículo 283 

del Código Civil, éste señala que cumplidos siete años los menores de edad, él padre 

que no tenga la custodia de su hijo o hijos, podrá demandar la misma en forma 

compartida, es decir, podrá demandar que dicha custodia se ejerza en igualdad de 

circunstancias. 

 

c) Respecto de los bienes. 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 282 en su fracción III, el Juez dictará 

las medidas conducentes para que ninguno de los cónyuges cause perjuicio en los 

bienes del otro o en los de la sociedad conyugal, evitando que los oculten o que 

dispongan de ellos ilegalmente. 

 

d) Las providencias precautorias en caso de que la mujer quede embarazada. 

 

En este supuesto el Juez deberá asegurar y preservar los derechos del concebido 

pero no nacido, así como prever las obligaciones de los progenitores para con él 

como son alimentos, cuando nazca, atendiendo a lo estipulado en el artículo 282 
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fracción IV, relacionados con lo dispuesto en los artículos 1638 al 1648 del Código 

Civil en estudio. 

 

II.4.4 Efectos definitivos derivados de un juicio de divorcio necesario. 
 

Una vez que la sentencia de divorcio se decreta por el Juez del conocimiento y esta 

ha quedado firme, por consiguiente establece el nuevo estado de los cónyuges, la 

situación de los hijos y la repartición de los bienes en lo sucesivo. 

 

a) Respecto a los cónyuges. 

 

El efecto principal es el rompimiento del vínculo matrimonial y por consecuencia los 

deberes del mismo, como los son la cohabitación, fidelidad, etc., y con el divorcio se 

determinan las obligaciones subsistentes derivadas del matrimonio.   

 

Así de conformidad con el artículo 266 del Código Civil, por virtud del divorcio se 

disuelve el vínculo matrimonial y ambos divorciados quedan en libertad de contraer 

nuevas nupcias; anteriormente el cónyuge culpable no podía hacerlo sino pasado 

determinado tiempo que el Juez con apego en la ley decretaba, además lo imponía 

como una sanción al cónyuge culpable. 

 

Tanto el artículo 266 como el 289 del Código Civil establecen y refieren que en virtud   

del divorcio “los cónyuges”, recobrarán su entera capacidad para contraer 

matrimonio, lo que dispone erróneamente, porque a mi consideración por virtud del 

divorcio y como efecto definitivo los divorciados dejan de ser cónyuges. Por lo que 

deberá de hacerse la corrección necesaria y dejar de utilizar el término cónyuges y 

sustituirlo por el de ex cónyuges o divorciados. 

 

El Juez tomando en consideración las circunstancias del divorcio y entre ellas la 

capacidad de trabajar de los todavía cónyuges, su situación económica, etc., 

sentenciará al cónyuge culpable (quien decretado el divorcio mediante sentencia y 



 90

esta cause estado, se denominará el divorciado), al pago de alimentos a favor del 

inocente, en estricto apego a lo dispuesto por el artículo 288 del Código Civil. 

 

“El divorcio tiene efecto en el estado familiar de los cónyuges, al disolverse el 

vínculo, los divorciados dejan de estar casados, es decir en virtud de la sentencia de 

divorcio que cause estado, ya no son cónyuges. Por tal motivo se remite una copia 

de la sentencia de divorcio que ha causado estado al Juez del Registro Civil ante 

quien se celebró el matrimonio (previos los tramites de estilo) a efecto de que 

proceda a levantar el acta de divorcio, haga la anotación respectiva en la de 

matrimonio y realice las publicaciones inherentes, como lo señala el artículo 291 del 

Código Civil.”29 

 

b) En cuanto a los hijos. 

 

Antes de las reformas al Código Civil para el Distrito Federal, publicadas en el Diario 

Oficial del 27 de diciembre de 1983, la ley establecía como sanción al cónyuge 

culpable, la pérdida de la patria potestad sobre sus hijos o la suspensión de la 

misma, mientras viviera el divorciado inocente. 

 

Hoy en día el artículo 283 del multicitado ordenamiento, señala que la sentencia de 

divorcio fijará en definitiva la situación de los hijos, para lo cual el Juez de lo Familiar 

deberá resolver todo lo relativo a los derechos y obligaciones inherentes a la patria 

potestad, su pérdida, suspensión, limitación, etc., así como el derecho de 

convivencia de los padres con los hijos. 

 

En este sentido, cabe recordar que la ley faculta al Juez ampliamente para decidir en 

materia familiar, atendiendo a las circunstancias de cada caso, de lo cual se deriva 

que el mismo decidirá sobre el ejercicio de la patria potestad a efecto de que lo 

conserve el cónyuge culpable, cuando a su consideración no merezca perder ese 

derecho. 

                                                           
29 Cfr. Chávez Asencio, Manuel F. Op. Cit. Pág. 573.  
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Antes de resolver sobre la patria potestad en forma definitiva, el Juez se hará llegar 

de elementos que lo lleven a decidir sobre la misma, como lo son escuchar a los 

menores, sus abuelos, etc., de conformidad con el artículo 284 del Código Civil 

vigente. El padre que pierda el ejercicio de la patria potestad, no obstante, continuara 

en el cumplimiento de sus obligaciones para con sus hijos, conforme lo señala el 

artículo 285 del mismo código.   

 

c) En cuanto a los bienes. 

 

El principal efecto es la disolución y liquidación de la sociedad conyugal, es decir en 

este sentido, la sociedad conyugal termina con la disolución del matrimonio acorde a 

lo estipulado en el artículo 197 del Código Civil. 

 

En las capitulaciones matrimoniales deberán sentarse las bases de la liquidación de 

esta sociedad y, si fueron omisas, se estará a las reglas generales de liquidación de 

la sociedad conyugal, acorde a lo dispuesto en el artículo 183 del Código Civil. 

 

La sentencia de divorcio disuelve por tanto la sociedad conyugal, por lo que debe 

procederse a su liquidación, la que puede ser hecha por los ex - cónyuges, o por un 

liquidador nombrado por ellos o por el Juez, si no hay acuerdo.  

 

Al respecto el artículo 287 del Código Civil, establece que el Juez fijará lo relativo a la 

división de los bienes y ordenará las medidas necesarias para asegurar las 

obligaciones que queden pendientes entre los cónyuges (propiamente hablando 

divorciados) o con relación a los hijos. Sin embargo dicho ordenamiento no establece 

las bases en que se liquidará la sociedad conyugal. 

 

Por tal motivo y como en cualquier liquidación, deben inventariarse los bienes y 

deudas comunes (exceptuando bienes de uso personal y ordinarios). Terminando el 

inventario y avalúo de los mismos se pagarán los adeudos de la sociedad y se 

devolverá a cada esposo lo que hubiera aportado al matrimonio, dividiéndose el 
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sobrante de la forma convenida, si hubiere pérdidas, se deducirán de lo que cada 

cual hubiere aportado en proporción a la parte que en las utilidades le hubiera 

correspondido. Si sólo uno aportó capital, de éste se deducirán las pérdidas. 

 

El mismo artículo 287 en su segunda parte, refiere a que los excónyuges tendrán la 

obligación de contribuir en proporción de sus bienes e ingresos a las necesidades de 

los hijos hasta que estos sean mayores de edad, lo que se entiende que para 

asegurar el cumplimiento de dichas obligaciones el Juez puede ordenar que se 

garanticen con una fianza, hipoteca, prenda, etc. 

 

Por otro lado el artículo 286 del multicitado ordenamiento civil, estipula que: “El 

cónyuge que diere causa al divorcio perderá todo lo que se le hubiere dado o 

prometido por su consorte o por otra persona en consideración al matrimonio; sin 

embargo el cónyuge inocente conservará lo recibido y podrá reclamar lo pactado en 

su provecho”.  

 

Por su parte el artículo 288 del Código Civil, establece que el cónyuge que resulte 

inocente además de ser acreedor al pago de alimentos, tendrá el derecho a ser 

indemnizado por los daños y perjuicios que el divorcio le haya causado, 

considerando la culpabilidad como hecho ilícito, acorde a las reformas publicadas el 

25 de mayo del 2000 en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

 

Para finalizar este capítulo podemos advertir claramente que la ley define en los 

casos de divorcio según la o las causas que lo motivaron, la situación de los 

divorciantes para después de disolver el vínculo matrimonial y sobre todo que dicha 

situación refiere en cuanto a su persona, hijos y bienes; en este ultimo concepto que 

es parte del objeto de esta investigación, se atenderá al régimen patrimonial por el 

cual contrajeron matrimonio, ya sea el de sociedad conyugal o el de separación de 

bienes, pero en cualquier caso sin dejar de atender que existen derechos 

irrenunciables como son los alimentos, sin importar tal o cual régimen. 
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CAPITULO III 
EL RÉGIMEN LEGAL DE SEPARACIÓN DE BIENES Y LA SOCIEDAD 
CONYUGAL. 

 
De la naturaleza del matrimonio como un género de vida en común se desprende 

que los efectos del mismo se reflejan en los bienes de los esposos; de allí la 

necesidad de regular esos efectos, regulación que ha sido efectuada por todos los 

sistemas jurídicos. 

 

“Los bienes de los esposos constituyen su patrimonio y la base económica del 

matrimonio; así dicho patrimonio y los efectos del matrimonio sobre éste se 

encuentran organizados y regulados dentro de los diversos sistemas legales de los 

países. En nuestro derecho, el patrimonio de los cónyuges esta regulado por un 

conjunto de normas dentro del Código Civil, que constituyen el régimen patrimonial 

del matrimonio”.1 

 

En este sentido, debemos entender por régimen patrimonial del matrimonio al 

conjunto de normas que regulan todos los asuntos pecuniarios, propiedad, 

administración y disposición de los bienes de los cónyuges, así como los derechos y 

obligaciones que al respecto se generen entre ellos, y entre los cónyuges y terceros, 

tanto al momento de celebrarse el matrimonio, mientras dure y cuando llegue a 

disolverse. 

 

Los regímenes o sistemas patrimoniales, tradicionalmente se clasificaban atendiendo 

a la voluntad de los contrayentes y a la situación de los patrimonios de los 

contrayentes. 

 

Atendiendo a la voluntad de los contrayentes, se subclasifican en: 

 

                                                           
 
1 Buenrostro Báez, Rosalía y Baqueiro Rojas, Edgard. Derecho de Familia y Sucesiones. Ed. Harla. México 1990. Pág. 85. 
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a) Voluntarios.- Que se caracterizan por dejar a la libre determinación de los 

esposos la forma de regir sus bienes. 

 

b) Forzosos.- Que es el que la ley fija, sin opción a elegir. 

 

c) Predeterminados.- Que permiten que los cónyuges puedan optar por alguno de 

los sistemas establecidos por la ley y en caso de que ellos no lo hicieran la ley 

suple su voluntad. 

 

En el Distrito Federal solamente el sistema voluntario es el aplicable, en lo que se 

refiere a la voluntad de los esposos, pues aun aunque se predeterminan los sistemas 

de sociedad conyugal y separación de bienes, se faculta a los cónyuges a pactar 

sobre sus bienes presentes y futuros, así como sus frutos, productos del trabajo, etc. 

con la única limitación del pacto leonino de conformidad con el artículo 190 del 

Código Civil.  

 

Atendiendo a la situación de los patrimonios de los contrayentes, se subdividen en: 

 

a) Absorción del patrimonio de uno de los contrayentes por el otro.- El cual se 

caracteriza porque dos patrimonios pasan a formar uno solo; uno absorbe al otro. 

 

b) Comunidad absoluta.- Los patrimonios de los esposos se funden en uno solo y 

les pertenece a ambos, correspondiéndole la administración a uno de ellos. 

 

c) Separación absoluta.- En el cual cada cónyuge conserva la propiedad y 

administración de sus bienes, es decir los patrimonios son independientes. 

 

d) Mixtos.- Se caracteriza por la presencia de los bienes que pertenecen a cada 

esposo y por la existencia de bienes comunes. 

 

El convenio que celebran entre sí los cónyuges para establecer el régimen de 

propiedad y disfrute de los bienes que les pertenece o que en lo futuro les 
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pertenezcan, así como los frutos de estos bienes, se denomina, como antes dije 

capitulaciones matrimoniales. 

 

Este convenio puede celebrarse adoptando el régimen de separación de bienes o el 

de sociedad conyugal, conforme a lo dispuesto por el artículo 178 del Código Civil. 

 

La formulación de las capitulaciones matrimoniales es necesaria en la celebración 

del matrimonio, cualquiera que sea el régimen que los contrayentes adopten, acorde 

a lo señalado en el artículo 98 fracción V del multicitado Código Civil. 

 

En nuestra legislación civil encontramos la definición de las capitulaciones 

matrimoniales contenida en el artículo 179 del Código Civil, que a la letra dice: “Las 

capitulaciones matrimoniales son pactos que los otorgantes celebran para constituir 

el régimen patrimonial de su matrimonio y reglamentar su administración de los 

bienes, la cual deberá recaer en ambos cónyuges, salvo pacto en contrario.” 

 

“Anteriormente los Códigos Civiles de 1870 y 1884, establecían que el matrimonio 

podía celebrase bajo el régimen de sociedad conyugal o bajo el régimen de 

separación de bienes (independientemente, en ambos casos podía tener lugar la 

constitución de la dote). La sociedad conyugal podía quedar establecida legalmente 

o por voluntad de las partes. Al celebrarse el matrimonio, a falta de convenio expreso 

entre las partes, tenía lugar la sociedad legal.” 

 

La Ley Sobre Relaciones Familiares de 1917 consagró el régimen de separación de 

bienes y el de comunidad de bienes. Cambiando por ende el sistema establecido, si 

los contrayentes no celebraban pacto alguno, el régimen supletorio sería el de 

separación de bienes y ya no el de sociedad conyugal que venía operando si los 

cónyuges no optaban por un régimen en forma expresa. 

 

La Ley de Relaciones Familiares ordenaba que se liquidará la sociedad conyugal en 

los casos que existiera, de acuerdo al Código Civil de 1884 y siempre que alguno de 

los cónyuges así lo solicitare. En caso de no ser liquidada, la sociedad continuaría 
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funcionando como una simple comunidad regida por las disposiciones de la propia 

ley. 

 

En la exposición de motivos de esta Ley de Relaciones Familiares se decía que lo 

relativo a las relaciones pecuniarias de los esposos es donde más se dejaba sentir la 

influencia de antiguas ideas, pues mientras el marido sea el administrador de los 

bienes comunes y representante legítimo de la mujer, quien no puede celebrar 

ningún acto, ni contrato sin la autorización de aquél, se conserva prácticamente el 

sistema romano que colocaba por completo a la mujer bajo la potestad del marido, 

con base en ello estableció la separación de bienes como elemento de tranquilidad 

del hogar y protección de la mujer al evitar malos manejos del marido.  

 

El Código Civil de 1928 ordenó que los bienes adquiridos antes la vigencia de la Ley 

de Relaciones Familiares de 1917 por matrimonios celebrados bajo el régimen de 

sociedad legal, constituyen una copropiedad de los cónyuges, si la sociedad no se 

liquidó en los términos del artículo cuarto transitorio de esta citada ley, ya que la 

sociedad dejó de producir efectos, desde que la ley entró en vigor. 

 

Actualmente la regulación del régimen patrimonial del matrimonio se encuentra 

regulada del artículo 178 al 217 del Código Civil para el Distrito Federal. 

 

Es así, que en el vigente Código Civil para el Distrito Federal, se señalan dos 

regímenes patrimoniales en cuanto a bienes por los que se podrá celebrar el 

matrimonio: el de separación de bienes y el de sociedad conyugal, acorde al artículo 

178 de dicho ordenamiento. 

 

En su artículo 98 del Código Civil, fracción V, se indica que a la solicitud del 

matrimonio deberá adjuntarse el convenio que los cónyuges  deberán celebrar 

respecto de sus bienes y que en el convenio se exprese con claridad si el matrimonio 

se contrae bajo el régimen de separación de bienes o de sociedad conyugal. Por 

consecuencia la ley no presume ningún sistema, previene que los contrayentes lo 

determinen.  
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No obstante en la actualidad el Juez del Registro Civil, puede celebrar el matrimonio 

sin exigir la formulación de las capitulaciones matrimoniales, toda vez que las 

capitulaciones matrimoniales pueden celebrarse antes o durante el matrimonio, como 

lo señala el artículo 180 del Código Civil. 

 

Pero debe de quedar claro que cualquiera que sea el régimen que los contrayentes 

adopten en la celebración matrimonial, ambos están obligados, en términos del 

artículo 164 del Código Civil, a contribuir cada uno por su parte al sostenimiento de 

los gastos del hogar. Ambos cónyuges soportan esas cargas, sin embargo, si uno de 

ellos se ve impedido o no tiene bienes propios, el otro cónyuge se ve obligado a 

hacer frente a dichos gastos. 

 

III.1 Análisis del régimen legal de separación de bienes en el matrimonio dentro 
de la legislación civil. 
 

Cuando en las capitulaciones matrimoniales se ha pactado que cada uno de los 

cónyuges conservará la propiedad y administración de los bienes que le pertenecen, 

quedará entonces constituido el régimen de separación de bienes. 

 
El régimen de separación de bienes en el Código de 1870 se reguló del artículo 2205 

al 2230 y en el Código de 1884 de los artículos 2072 al 2079. Esencialmente estos 

códigos regularon el régimen de separación de bienes como un régimen opcional, 

pues en caso de que los cónyuges no eligieran alguno de los regímenes posibles 

contemplados por la legislación civil, el régimen se regía por los artículos que 

regulaban la sociedad legal. 

 

La Ley Sobre Relaciones Familiares, promulgada en 1917 por Venustiano Carranza, 

que entró en vigor el 11 de mayo del mismo año, derogó la parte relativa al régimen 

legal patrimonial establecido por el Código Civil de 1884, cuyas disposiciones fueron 

sustituidas, disponiendo en diversos artículos la facultad plena de los cónyuges para 

administrar sus propios bienes y poder disponer de ellos sin requerir del 

consentimiento del otro cónyuge, así como la facultad de conservar individualmente 
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la propiedad y administración de los bienes personales, incluyendo los frutos, 

accesorios, salarios, sueldos, honorarios y ganancias por servicios personales. 

 

La separación de bienes de acuerdo a la doctrina francesa establece que en el 

matrimonio cada uno de los cónyuges conserva sus bienes propios, pero 

ampliándose la actitud y capacidad de la mujer en cuanto a lo relativo al manejo de 

sus bienes, dicen Aubri y Rau que en la separación de bienes: “cada esposo 

conserva para sí la propiedad de todo su patrimonio y no se establece entre ellos 

ninguna sociedad de bienes, sus deudas permanecen separadas y los bienes que 

por cualquier título adquiere cada uno de ellos durante el matrimonio le son propios.”2 

 

Este régimen de separación de bienes lo encontramos regulado por el Código Civil 

vigente en los artículos 207 a 217 y considero que es claro este régimen, ya que por 

virtud del mismo cada uno de los cónyuges conserva el pleno dominio y 

administración tanto de los bienes que haya adquirido antes del matrimonio, como de 

los que adquiera con posterioridad. 

 

De lo cual podemos decir entonces acorde a lo dispuesto por el artículo 207 del 

Código Civil en comento que puede haber separación de bienes en virtud de 

capitulaciones anteriores al matrimonio, o durante éste, por convenio de los 

consortes, o bien por sentencia judicial. La separación de bienes puede comprender 

no solo los bienes de que sean dueños los consortes al celebrar el matrimonio, sino 

los que adquieran después. 

 

En los artículos 207 y 208 del Código Civil, se admiten las siguientes posibilidades de 

constituir dicho régimen: 

 

Régimen de separación de bienes pactado en las capitulaciones anteriores al 

matrimonio, comprendiendo tanto los bienes adquiridos con anterioridad al mismo, 

como los que se adquieran después; 

                                                           
2 Pina, Rafael de. Elementos de Derecho Civil Mexicano. Ed. Porrúa, 13ª ed. México 1998. Pág. 404. 
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Régimen parcial de separación de bienes, cuando se refiere a los bienes adquiridos 

con anterioridad al matrimonio y estipulando el de sociedad conyugal para los 

adquiridos en la vida matrimonial.  

 

Régimen parcial de separación de bienes, cuando en las capitulaciones se pacten 

durante el matrimonio, de tal manera que hubo sociedad conyugal hasta la fecha de 

las mismas y posteriormente separación de bienes, o viceversa. Este cambio de 

régimen de uno a otro es mediante la vía judicial, (cambio de régimen). 

 

Régimen mixto para pactar separación para determinados bienes y el de sociedad 

conyugal para otros. 

 

Al respecto resulta importante transcribir la siguiente jurisprudencia con la finalidad 

de robustecer los anteriores conceptos: 

 

“SOCIEDAD CONYUGAL. BIENES ADQUIRIDOS ANTES DE CELEBRAR LA. Los 

cónyuges conservan la propiedad y administración absoluta de todos los bienes que 

tengan al contraer matrimonio y sus frutos y accesorios son del dominio exclusivo del 

cónyuge propietario, a menos que exista convenio expreso en contrario y no basta 

para considerarlos comunes, el hecho de que se encuentren en poder del 

matrimonio, porque esa comunidad no se presume si no fue estipulada 

expresamente al celebrar las capitulaciones matrimoniales, en términos de los 

artículos 98, fracción V y 185 del Código Civil para el Distrito Federal” 3 

 

“SOCIEDAD CONYUGAL. BIENES PROPIOS ANTERIORES AL MATRIMONIO. NO 

SE INCLUYEN, SALVO PACTO EN CONTRARIO. Salvo pacto en contrario los 

bienes propios de cada uno de los cónyuges, que tenían antes de la celebración del 

matrimonio, continúan perteneciéndoles de manera exclusiva, a pesar de que el 

                                                           
3 Semanario Judicial de la Federación. Op. Cit. Pág. 575. 
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matrimonio se ha celebrado bajo el régimen de sociedad conyugal, porque las 

aportaciones al implicar traslación de dominio deben de ser expresas” 4 

 

Cabe recordar que para la constitución de régimen de separación de bienes, su 

capitulación no requiere de escritura pública para su validez, bastando el documento 

privado en el cual se consigne el convenio que debe acompañarse a la solicitud del 

matrimonio, acorde  a los términos del artículo 98 fracción V del Código Civil. 

 

De lo anterior podemos definir a efecto de comprender el tema que nos ocupa en 

este capitulo lo siguiente: en el régimen de separación de bienes cada cónyuge 

conserva la propiedad y administración de sus bienes, sus frutos y accesiones, así 

como su salario, ganancias, emolumentos y cualquier bien adquirido, de conformidad 

con el artículo 212 y 213 del multicitado ordenamiento legal.  

 

El régimen de separación de bienes también se aplica a los bienes adquiridos en 

común, sea por donación, herencia, legado o cualquier otro título gratuito, sin 

embargo entre tanto se haga la división de los bienes, dado que se adquieren en 

común por ambos cónyuges, serán administrados por los mismos de común acuerdo 

o por uno de ellos en la conformidad del otro, en este último caso el que administre 

adquiere la calidad de mandatario, acorde a lo dispuesto en el artículo 215 del 

Código Civil, entendiéndose que se trata de bienes que adquieren en común como 

matrimonio y no que pese sobre ellos el régimen de sociedad conyugal. 

 

En este contexto el maestro Arrieta nos dice que: “En su más pura expresión, el 

Régimen de Separación de bienes es aquel en el cual uno de los consortes ostenta 

en forma exclusiva el dominio y administración de los bienes que le pertenecen.”5 

 

El jurista Rafael Rojina Villegas manifiesta que: “Por virtud del régimen de separación 

de bienes, cada uno de los cónyuges conserva el pleno dominio y administración 

tanto de los bienes que haya adquirido con anterioridad al matrimonio, cuanto de los 
                                                           
4 Semanario Judicial de la Federación Op. Cit. Pág. 818. 
5 Martínez Arrieta, Sergio T. El Régimen Patrimonial del Matrimonio en México. Ed, Porrúa. 3ª ed. México 1991. Pág. 255. 
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que adquiera durante el mismo. Sin embargo puede haber una separación parcial en 

cuanto a los bienes, originándose así un régimen mixto. También en cuanto al tiempo 

puede ocurrir una situación intermedia, por cuanto que la separación de bienes se 

pacte durante el matrimonio o sobrevenga como efecto de una sentencia que así lo 

determine.”6 

 

El maestro Ignacio Galindo Garfias, señala que: 

 

“Los consortes conservan el dominio pleno de sus bienes y el goce y disfrute de los 

mismos; de los cuales queda excluido su consorte, quien tampoco participa en los 

frutos o rendimientos que ellos produzcan.”7 

 

Con relación al régimen de separación de bienes, la doctrina francesa establece que 

en el matrimonio cada uno de los cónyuges conserva sus bienes propios, pero 

ampliándose la aptitud y capacidad de la mujer en cuanto a lo relativo al manejo de 

sus bienes, dicen Aubri y Rau que en la separación de bienes: “Cada esposo 

conserva para si la propiedad de todo su patrimonio y no se establece entre ellos 

ninguna sociedad de bienes, sus deudas permanecen separadas y los bienes que 

por cualquier titulo adquiriere cada uno de ellos durante su matrimonio le son 

propios.”8 

 

Ahora bien, por su parte el artículo 212 del Código Civil para el Distrito Federal, 

establece el concepto del régimen de separación de bienes al estipular: “En el 

régimen de separación de bienes los cónyuges conservarán la propiedad y 

administración de los bienes que, respectivamente, les pertenecen y, por 

consiguiente, todos los frutos y accesiones de dichos bienes no serán comunes, sino 

del dominio exclusivo del dueño de ellos.” 

 

                                                           
6 Rojina Villegas, Rafael. Compendio de Derecho Civil. Ed. Porrúa. 13 ed. México 1977. Pág. 343. 
7 Galindo Garfias, Ignacio. Op. Cit. Pág. 589. 
8 Pina, Rafael de. Elementos de Derecho Civil Mexicano. Ed. Porrúa. 13ª ed. México 1998. Pág. 404. 
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El régimen de separación de bienes establecido en nuestra ley, pertenece al grupo 

de los sistemas de separación absoluta, ya que en este régimen cada cónyuge 

conserva la propiedad, usufructo y administración de sus bienes, sin la intervención 

del otro. Normalmente este régimen de separación de bienes es total, como también 

lo es respecto a los productos de los mismos y los bienes que se adquieran mientras 

dure el matrimonio, de esta premisa se parte para afirmar que cada cónyuge pueda 

disponer de ellos sin autorización del otro cónyuge. 

 

En este régimen, la situación matrimonial de los cónyuges respecto a su patrimonio 

es la misma que tenía antes del matrimonio, exceptuando las obligaciones derivadas 

de éste para el sostenimiento económico del hogar y para el cumplimiento de las 

obligaciones alimenticias cuando sea el caso. 

 

La separación de bienes se establece antes de celebrar el matrimonio, al manifestar 

los cónyuges el régimen que adoptarán al contraer matrimonio, cuyo requisito es 

indicado por el artículo 98 Fracción V, del Código Civil, para la celebración de este 

acto. De igual forma el régimen antes señalado puede pactarse por las partes 

cuando ya están casados (si hubieran optado por el de sociedad conyugal) o bien 

modificarlo en su alcance, de separación absoluta a separación parcial o viceversa, 

para constituir un régimen mixto, de conformidad con el artículo 209 del citado 

código. 

 

El principal requisito para constituir el régimen de separación de bienes, es que en 

las capitulaciones matrimoniales que lo establezca, se deben otorgar por escrito y 

bastará para ello la firma del documento privado; es decir, no es necesario que 

consten en escritura pública capitulaciones en las que se pacte la separación de 

bienes y por lo que hace a la capacidad de los contrayentes para celebrar este 

convenio, es la misma que se requiere para la celebración del matrimonio 

 

Los menores de edad tienen capacidad para establecer el régimen de separación de 

bienes, si al otorgamiento de las capitulaciones matrimoniales o en la posterior 

modificación de las mismas, intervienen manifestando su voluntad, las personas cuyo 
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consentimiento es necesario para la celebración del matrimonio, de común acuerdo a 

lo señalado por los artículos 148 y 209 del Código Civil. 

 

Conforme a lo estipulado en el artículo 211 del anterior ordenamiento, en las 

capitulaciones que se asiente éste régimen, debe haber un inventario en el que se 

consigne la lista de los bienes y de las deudas que cada cónyuge tenga al momento 

de casarse, que comúnmente en la práctica no se da.  

 

El jurista Miguel Acosta Romero; haciendo referencia al citado precepto señala que: 

“Este artículo persigue la protección de los bienes de cada consorte. Los esposos no 

están obligados, si están casados bajo el régimen de separación de bienes, a pagar 

con los bienes propios las deudas contraídas por el otro. El beneficio del inventario 

permite distinguir entre los bienes de uno y otro, así como la especificación de las 

deudas de cada uno de los consortes.”9 

 

De igual forma que en el régimen de sociedad conyugal, en éste los cónyuges no 

podrán cobrase retribuciones u honorario alguno por los servicios personales de 

asistencia que se presten, sin embargo si uno de los cónyuges tiene que hacerse 

cargo de la administración de los bienes del otro por ausencia o impedimento de éste 

ultimo, tendrá derecho a que se le retribuya dicha labor, acorde a lo dispuesto por el 

artículo 216 del Código Civil para el Distrito Federal. 

 

El régimen de separación de bienes puede terminar: 

 

a) Por convenio entre los cónyuges, (cuando deciden cambiar de uno a otro 

régimen), o; 

 

b) Por disolución del matrimonio. Es obvio que al disolverse el matrimonio, dicho 

régimen también se disuelve, pues no hay forma de que subsista como el de 

sociedad conyugal. 
                                                           
9 Acosta Romero, Miguel y otros. Código Civil para el Distrito Federal. Comentarios, legislación, doctrina y jurisprudencia. 
Volumen I. Ed. Porrúa. México 1998. Pág. 191. 
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c) Pero en ningún caso quedan los cónyuges eximidos de la obligación de prestarse 

asistencia y ayuda recíproca, siempre en forma gratuita, salvo lo dispuesto por el 

artículo 216 antes referido. 

 

Por lo que respecta a los efectos del régimen de separación de bienes en cuanto al 

usufructo legal, el artículo 217 del citado ordenamiento civil estatuye que: “El marido 

y la mujer que ejerzan la patria potestad se dividirán entre sí, por partes iguales la 

mitad del usufructo que la ley les concede.” 

 

Cabe señalar que a consideración del suscrito el régimen de separación de bienes, 

es el menos complicado de los regímenes que regula nuestra legislación civil, ya que 

las disposiciones legales que le competen, no presentan mayor problema en su 

interpretación y aplicación sobre todo al disolverse o terminar. 

 

Aunque no sea tema transcendental de este estudio, quiero referir brevemente que 

cuando el régimen de separación de bienes no es total sino parcial, es decir, cuando 

solo una parte de los bienes y derechos de los cónyuges se ha convenido se rijan por 

separación de bienes y la otra parte sea materia de la sociedad conyugal, da origen a 

un régimen patrimonial mixto para regir la vida económica del matrimonio, acorde a 

lo dispuesto por el artículo 208 del Código Civil. 

 

Pueden, si así lo desean el marido y la mujer, aportar sólo a la sociedad conyugal 

una parte de sus bienes, reservándose la otra para sí, ya sea incluyendo en la 

aportación sólo una porción de sus bienes y la totalidad de sus frutos o los bienes y 

una porción de los productos o solamente los frutos que produzcan los bienes, es 

decir, el sistema mixto es aquel en el que ni la sociedad, ni la separación de bienes 

involucra la totalidad de los bienes de los esposos, ya que una parte corresponde a 

la sociedad y la otra a cada uno (separación de bienes). 

 

III.2 Naturaleza jurídica del régimen legal de la separación de bienes. 
 

El régimen de separación de bienes se caracteriza en su forma más absoluta porque  
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cada cónyuge conserva en propiedad y administración de lo que le es propio. 

 

“El régimen de separación de bienes es una consecuencia legal, forzosa e integrante 

de la institución jurídica del matrimonio, gozando por ende de la naturaleza propia de 

ésta.”10 

 

Aunque considero que no existen muchas notas cualitativas para distinguir la 

naturaleza de las normas conformadoras del régimen de separación de bienes, pues 

en dicho régimen cada consorte conserva la administración y dominio de sus bienes; 

la nota distintiva pudiera radicar en el interés público que barniza el régimen de 

separación de bienes, pues sobre éste pesa la satisfacción de las cargas 

matrimoniales, situación que no existe antes del matrimonio. 

 

Ahora bien, sobre la naturaleza jurídica del régimen de separación de bienes, 

destaca la postura de Jean Carbonnier, la cual afirma: “Que la separación de bienes 

es una sociedad conyugal reducida a su mínima expresión y le atribuye una 

personalidad atenuada diciendo que si el régimen de separación de bienes no 

alcanza la plenitud de la personalidad moral, no se debe a que el interés colectivo 

que traduce, sea un interés difuso; por el contrario, hemos visto que el interés del 

hogar se destaca en todas partes con singular claridad. En una sociedad ordinaria se 

concibe una universalidad jurídica, distinta del patrimonio de cada miembro, en 

efecto la actividad jurídica de los socios, como tales, solamente absorbe un sector de 

su actividad jurídica general.”11 

 

El régimen de separación de bienes pertenece al grupo de los sistemas de 

separación absoluta, ya que en este régimen cada cónyuge conserva la propiedad, 

usufructo y administración de su patrimonio, sin la intervención del otro. La 

separación de bienes comúnmente es total, como también lo es respecto de los 

productos de los mismos y los bienes que se adquieran mientras dure el matrimonio, 
                                                           
10 Martínez Arrieta, Sergio T. Op. Cit. Pág. 263. 
11 Ibidem. Pág. 264. 
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de aquí que cada cónyuge pueda disponer de ellos sin licencia o autorización del otro 

cónyuge. 

 

En este régimen separatista, la situación de los cónyuges respecto a su patrimonio 

es la misma que tenía antes del matrimonio, exceptuando las obligaciones derivadas 

de éste para el sostenimiento económico del hogar y para el cumplimiento de las 

obligaciones alimenticias cuando sea el caso. 

 

III.3 El régimen legal de sociedad conyugal en el matrimonio. 
 
Considero importante hacer una breve referencia histórica sobre el régimen de la 

sociedad conyugal, antes de entrar a su estudio. 

 

“Por lo que a México se refiere hay que decir que según la ley II del titulo I del libro II 

de la Recopilación de los Reinos de las Indias, se debían aplicar en la Nueva 

España, como en toda la América Española, las leyes de Castilla, en todos los casos, 

negocios y pleitos en que no estuviere decidido, ni declarado lo que se debe proveer 

por las leyes de esta recopilación, o por cédulas, provisiones u ordenanzas dadas y 

no revocadas para las Indias. Por lo tanto, se aplico en el Virreinato de Nueva 

España el derecho español, ya que no existen disposiciones para las Indias, respecto 

a las relaciones patrimoniales entre los cónyuges. En el México independiente se 

siguió aplicando el derecho privado español hasta la aparición, en las diversas 

entidades de la República, de nuestras primeras leyes y códigos. En 1870 aparece el 

primer Código Civil del Distrito Federal y Territorio de la Baja California, que observa 

como régimen legal la comunidad de gananciales.”12 

 

El Código Civil de 1870 expresamente facultó a los cónyuges para optar por la 

sociedad conyugal o la separación  de bienes y en caso que éstos no eligieran 

ningún régimen o que las normas que debían regirlas no fueran completas, la ley 

presumía el régimen de sociedad legal, tal como se desprende del artículo 2130 que 
                                                           
12 Cfr. Ruiz Quiroz, Humberto. La comunidad conyugal de bienes en el Derecho Mexicano. Tesis Profesional, UNAM. 
México 1955. Pág. 40  
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a la letra decía: “A falta de capitulaciones expresas, se entiende celebrado el 

matrimonio bajo la condición de sociedad legal.” 

 

En el Código Civil de 1884, se reproduce exactamente este concepto, en los artículos 

1986 a 1995 se referían a la sociedad conyugal voluntaria, y a falta de capitulaciones 

matrimoniales expresas, se entendía celebrado el matrimonio bajo el régimen de 

sociedad legal, conforme a los artículos 1996 a 2071. 

 

Al respecto, el maestro Sergio Martínez señala lo siguiente: 

 

“La regulación de la sociedad conyugal en el Código Civil de 1928 que actualmente 

nos rige, esta organizada en base a preceptos de códigos mexicanos del siglo 

pasado, aunque ciertamente en la actualidad presenta peculiaridades que lo difieren 

de sus predecesores. La finalidad de la sociedad conyugal es en principio, como la 

de cualquier otro régimen, sobrellevar las cargas matrimoniales, es decir, los gastos 

de manutención y auxilio de los cónyuges y de sus hijos, en su caso. Aunque es 

prudente señalar que el concepto de cargas matrimoniales no puede determinarse a 

priori, pues depende de variables necesidades y circunstancias dadas por el nivel 

económico y social del matrimonio.”13 

 

La intención de los legisladores redactores del Código Civil de 1928, era que: 

“existiera no una mera copropiedad, sino una auténtica sociedad, lo que se denota 

con toda claridad en el artículo 4º transitorio del Código entonces elaborado.”14 

 

El artículo 4º transitorio del Código Civil de 1928 estableció lo siguiente: 

“Los bienes adquiridos antes de la vigencia de la Ley de Relaciones Familiares, por 

matrimonios celebrados bajo el régimen de sociedad legal, constituyen una 

copropiedad de los cónyuges, si la sociedad no se liquidó conforme a lo dispuesto en 

                                                           
13 Cfr. Martínez Arrieta, Sergio. Op. Cit. Pág. 119-121. 
14  Argumento citado por Fueyo Lanem, Fernando. Derecho Civil y Derecho de Familia. Ed. Porrúa. 9ª ed. México 1998. Pág. 
242. 
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el artículo 4º transitorio de la citada Ley, cesando la sociedad de producir sus efectos 

desde que esa ley entró en vigor.” 

 

Y el artículo 4º transitorio de la Ley de Relaciones  Familiares de 1917, estableció 

que: “La sociedad legal, en los casos en que el matrimonio se haya celebrado bajo 

ese régimen, se liquidará en los términos legales, si alguno de los consortes lo 

solicitaré; de lo contrario, continuará dicha sociedad como simple comunidad regida 

por las disposiciones de esta ley.” 

 

De la lectura de los mencionados preceptos se desprende que ambos artículos son 

similares ya que refieren a que cuando se haya celebrado el matrimonio bajo el 

régimen de sociedad legal y dicho régimen no se haya liquidado, se denomina 

“comunidad” de conformidad con la Ley Sobre Relaciones Familiares de 1917, 

siendo que el Código Civil de 1928 vigente le llama “copropiedad”. 

 

Luego entonces, constituyen copropiedades aquellas sociedades legales que no se 

liquidaron y las formadas a partir de la vigencia del Código Civil de 1928 serán 

consideradas como sociedades conyugales. En este último sentido es clara la 

intención del legislador de establecer que la sociedad conyugal fuera una sociedad, 

pero el artículo 194 del citado ordenamiento nos indica que: “El dominio de los bienes 

comunes reside en ambos cónyuges mientras subsista la sociedad conyugal.” 

 

El Código Civil actual marca su inclinación a efecto de que los bienes de los 

consortes dentro del matrimonio constituyeran por una parte una sociedad o por el 

contrario una separación de bienes. 

 

El artículo 183 del Código Civil señala que la sociedad se regirá por las 

capitulaciones matrimoniales que la constituyan y en lo que no estuviere 

expresamente estipulado, por las disposiciones relativas al contrato de sociedad. 

 

Nuestro Código Civil no establece una verdadera sociedad conyugal, atendiendo a 

los lineamientos de los códigos de 1870 y de 1884 en lo que refiere a la sociedad 
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conyugal, pues como es de verse los cónyuges de conformidad con las 

capitulaciones matrimoniales aportan a este régimen los bienes que desean formen 

la misma y en su caso se reservan los bienes que quedarán fuera de la sociedad.  

 

En este orden de ideas considero pertinente mencionar algunos conceptos del 

régimen de sociedad conyugal, de conformidad con algunos autores. 

 

Sara Montero, nos dice que: “Por sociedad conyugal se entiende el régimen 

patrimonial mediante el cual los cónyuges son dueños en común de los bienes 

incluidos dentro de la sociedad conyugal. Que dicha sociedad puede ser total o 

parcial, siendo total cuando están comprendidos dentro de la sociedad todos los 

bienes presentes y futuros de los cónyuges, así como sus productos y será parcial 

cuando se establezca la distinción entre las clases de bienes que entrarán a la 

sociedad, segregando algunos de ellos, al igual que con los productos.”15 

 

El jurista Edgar Baqueiro Rojas, nos dice que: “El régimen de sociedad conyugal en 

el matrimonio, puede ser total o parcial. La sociedad total o absoluta, es aquella en 

que los esposos convienen en compartir tanto los bienes presentes como los bienes 

futuros, los obtenidos del producto de su trabajo, como los adquiridos por bienes de 

la fortuna como herencia, donaciones, loterías, etc. Es parcial cuando solo algunos 

bienes son materia de la sociedad como en el caso que se pacten la comunidad de 

los bienes producto del trabajo durante el matrimonio, reservándose cada esposo la 

propiedad de los ya adquiridos por herencia o donaciones; como se reglamento en la 

llamada sociedad de ganancias o gananciales.”16 

 

El profesor Ignacio Galindo Garfias, manifiesta por su parte que: “El régimen de 

sociedad conyugal, establece una verdadera comunidad entre los consortes, sobre la 

totalidad de los bienes presentes y futuros de los consortes o sobre unos u otros o 

bien, sobre parte de ellos y sus frutos o solamente sobre éstos, según convengan las 

partes en las capitulaciones matrimoniales. Puede además incluir la sociedad entre 
                                                           
15 Cfr. Montero Duhalt, Sara. Derecho de Familia. Ed. Porrúa. 2ª ed. México 1985. Pág. 151. 
16 Baqueiro Rojas, Edgar. Diccionario Jurídico Harla. Derecho Civil. Pág. 150.  
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los cónyuges, una coparticipación sobre los productos del trabajo de uno de los 

consortes o de ambos.”17 

 

Por su parte el Maestro Chávez Asencio al respecto nos indica: 

 

“La sociedad conyugal se constituye por las capitulaciones matrimoniales como un 

régimen de bienes, al cual los cónyuges, en su carácter de consocios, aportan sus 

bienes y el producto del trabajo de los cuales ambos coparticipan, y con las utilidades 

forman un fondo social que se dividirá entre ambos en la forma convenida al 

liquidarse la sociedad. De acuerdo con lo anterior, el contrato de sociedad conyugal, 

es bilateral, oneroso, nunca será gratuito, dado que los cónyuges convienen sobre 

sus bienes y responden de utilidades y pérdidas; es un contrato formal porque 

siempre se deberá otorgar por escrito.”18 

 

En efecto, el actual Código Civil con relación a los bienes de los consortes dentro del 

matrimonio, quiso establecer en forma terminante una verdadera sociedad y una 

separación de bienes; y se dice que quiso establecer una verdadera sociedad 

conyugal, porque en el artículo 183 del Código Civil establece que:  

 

“La sociedad conyugal se regirá por las capitulaciones matrimoniales que la 

constituyan y en lo que no estuviere expresamente estipulado, por las disposiciones 

generales de la sociedad conyugal. Los bienes adquiridos durante el matrimonio 

formarán parte de la sociedad conyugal, salvo pacto en contrario.” 

 

El régimen de sociedad conyugal total, por la forma como lo regula el Código Civil, 

pertenece al grupo de regímenes de comunidad absoluta, en la que los patrimonios 

de los esposos se funden para constituir uno solo, del cual ambos son dueños. En 

este régimen de sociedad conyugal, nuestra legislación da a los cónyuges un amplio 

espectro de posibilidades para que sean los cónyuges los que en las capitulaciones 

                                                           
17 Galindo Garfias, Ignacio. Op. Cit. Pág. 585. 
18 Chávez Asencio, Manuel F. La Familia en el Derecho. Ed, Porrúa, 4ª ed. México 1997. Págs. 208-209. 
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organicen dicha sociedad como mejor les convenga, tanto en la administración como 

en la finalidad de los productos y gananciales. 

 

La legislación civil regula lo relativo a la sociedad conyugal de los artículos 183 al 

206 del Código Civil.  

 

En este orden el Código Civil para el Distrito Federal, en el artículo 178, concede a 

los cónyuges la más amplia libertad para determinar el régimen patrimonial que les 

convenga, a fin de regular la vida económica durante el estado matrimonial, en el 

caso de cambio de régimen o en el supuesto de la disolución del vínculo matrimonial. 

 

A efecto de poder comprender el concepto de sociedad conyugal de 1928, me 

remitiré al Código Civil y lo comparare con el concepto de sociedad civil. Por ejemplo, 

el artículo 191 del citado ordenamiento señala que cuando se establezca que uno de 

los consortes debe recibir una cantidad fija, el otro consorte o sus herederos deben 

pagar la suma convenida, haya o no, utilidad. Siendo esta estipulación contraria a los 

fines de la sociedad, si tomamos en cuenta que en la sociedad civil, ningún socio 

puede recibir utilidades, si nos las hubo. 

 

Por su parte el artículo 196 del Código Civil nos dice que el abandono injustificado 

por mas de seis meses del domicilio conyugal por uno de los cónyuges, hace cesar 

para él, desde el día del abandono, los efectos de la sociedad conyugal en cuanto le 

favorezcan; éstos no podrán reiniciar sino por convenio expreso, pero cuando se 

trata de una sociedad civil, si un socio se separa de la misma, solamente es con la 

venta de su aportación, con la que se le liquidará. 

 

Como antes mencione, respecto a la fe con la que los cónyuges se condujeron a la 

celebración del matrimonio, en los casos de nulidad, si los cónyuges procedieron de 

buena fe, la sociedad conyugal se considerara subsistente hasta que se pronuncie 

sentencia ejecutoriada y la misma se liquidará conforme a las capitulaciones para tal 

efecto. Si uno solo de los cónyuges tuvo buena fe, la sociedad conyugal subsistirá 
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también hasta entonces, si la continuación es favorable a éste cónyuge y si no es 

así, se considerara nula desde su inicio. 

 

Si ambos cónyuges procedieron de mala fe, la sociedad conyugal se considerará 

nula desde la celebración del matrimonio, quedando a salvo los derechos de algún 

tercero que tuviere contra el fondo social; en el supuesto de haber utilidades se 

aplicarán a los hijos, y si no hubiere hijos, se repartirán las utilidades conforme a la 

aportación de cada uno de los cónyuges. 

 

Por otro lado tenemos que en la liquidación de la sociedad conyugal de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 204 del multicitado Código Civil, primero se deberán 

pagar los créditos que hubiere contra el fondo social y posteriormente se devolverán 

a cada cónyuge lo que llevó al matrimonio y en caso de haber algún excedente, se 

dividirá entre los dos consortes en la forma pactada en las capitulaciones 

matrimoniales y a falta de éstas por las reglas generales de la sociedad conyugal. 

 

Por lo que hace a las pérdidas, el importe de éstas, se deducirá del haber de cada 

consorte en proporción a las utilidades que le fueren a corresponder y si un solo 

cónyuge aportó el capital, de éste se deducirá la pérdida total, de conformidad con el 

artículo 204 del Código Civil; situación que de hecho es clara y lógica; sin embargo 

esto no sucede en una verdadera sociedad civil, pues en este caso y en la civil los 

socios reciben la parte social que les corresponde, pero después de haber pagado 

las deudas sociales y los socios responden de acuerdo a su aportación respecto de 

las pérdidas, pero de ningún modo recae sobre un solo socio el pago de pérdidas. 

En este sentido el maestro Roberto de Ruggiero nos dice que la sociedad conyugal 

es en realidad una copropiedad o comunidad de bienes, pues la misma no funciona 

como una sociedad en sí, sino simplemente como un conjunto de patrimonios que 

responden de las deudas de los cónyuges en común. 19 

 

                                                           
19 Cfr. Ruggiero, Roberto de. Instituciones de Derecho Civil., Ed. Reus, 10ª ed. Madrid, 1995. Pág. 312. 

 



 113

Al respecto el artículo 194 del Código Civil, nos señala que: “El dominio de los bienes 

reside en ambos cónyuges mientras subsista la sociedad conyugal...” 

 

Del anterior razonamiento y como ya había señalado en el capitulo que antecede, se 

desprende que al comparar la sociedad conyugal con la sociedad civil, tenemos que 

la civil es una institución dotada de personalidad jurídica, pero la sociedad conyugal 

no tiene personalidad propia; la sociedad civil tiene razón social, la conyugal no; la 

falta de forma en la sociedad da derecho a los socios a pedir la liquidación de la 

misma; en la sociedad conyugal la falta de forma no da derecho a los cónyuges a 

pedir la liquidación de la sociedad; la sociedad civil tiene un carácter 

preponderantemente económico, pero no constituye una especulación comercial, la 

conyugal no tiene ese carácter, aunque pueden los cónyuges realizar actividades 

comerciales; la sociedad civil constituye una entidad de naturaleza distinta a la de 

sus socios, pero la sociedad conyugal no forma una entidad distinta de la de los 

esposos, no pueden haber deudores y acreedores de la sociedad conyugal, ni ser 

demandados por ella o que se le pueda demandar en forma directa (no tiene 

personalidad propia); la sociedad civil tiene la capacidad de actuar y de comparecer 

en juicio, celebrar actos jurídicos, puede contratar y obligarse, en cambio la sociedad 

conyugal, debido a que no tiene personalidad jurídica propia, carece de las anteriores 

características. 20 

 

Por lo tanto me permito considerar que la sociedad conyugal no es meramente una 

sociedad, sino una comunidad de bienes, fundándome en ello en lo dispuesto por el 

artículo 194 del Código Civil que establece terminantemente que: “El dominio de los 

bienes comunes reside en ambos cónyuges, mientras subsista la sociedad conyugal. 

La administración quedara a cargo de quien hubiesen designado los cónyuges en las 

capitulaciones matrimoniales mientras subsista la sociedad  conyugal, estipulación 

que podrá ser libremente modificada, sin necesidad de expresión de causa y en caso 

de desacuerdo, el juez de lo familiar resolverá lo conducente.” 

 

                                                           
20 Cfr. Ortiz Urquídi, Raúl. Derecho Civil.  Ed. Porrúa, 10ª ed. México 1998. Pág. 387. 
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Al respecto me permito transcribir las siguientes jurisprudencias: 

 

“SOCIEDAD CONYUGAL. SON NULOS LOS ACTOS REALIZADOS POR UNO DE 

LOS CÓNYUGES SIN EL CONSENTIMIENTO DEL OTRO. RESPECTO A LOS 

BIENES QUE PERTENECEN A LA. El dominio de los bienes comunes reside en 

ambos cónyuges mientras subsista la sociedad, por ende, cuando uno de los 

cónyuges realiza una operación de compraventa sin el consentimiento del otro, 

respecto a un bien que pertenece a la sociedad conyugal, es legal que la 

responsable considere que el contrato de compraventa base de la acción es nulo, 

ante la ausencia de consentimiento de uno de los consortes” 21 

 

“SOCIEDAD CONYUGAL. SU CONSTITUCION NO ESTA CONDICIONADA A LA 

FORMULACION DE CAPITULACIONES MATRIMONIALES (LEGISLACION DE 

SINALOA). Conforme al artículo 84 del Código Civil de Sinaloa, la sociedad conyugal 

nace al momento de celebrarse el matrimonio o bien cuando los cónyuges así lo 

decidan; y si bien es cierto el artículo 183 del propio Código establece: “La sociedad 

conyugal se regirá por las capitulaciones matrimoniales que la constituyan y en lo 

que no estuviere expresamente estipulado, por las disposiciones relativas al contrato 

de sociedad”, una recta interpretación de éste precepto no admite pensar en la 

liquidación de la sociedad ante la falta de capitulaciones matrimoniales. Dicho 

artículo dispone que la sociedad conyugal se regirá por las capitulaciones 

matrimoniales, siempre que se estipulen, pero su omisión no implica que se deba 

estar a las reglas del contrato de sociedad, sino exclusivamente respecto de lo que 

en las citadas capitulaciones se hubiera pactado expresamente. Así, basta que el 

matrimonio se haya concertado bajo el régimen de la sociedad conyugal para que los 

bienes adquiridos durante su vigencia, pertenezcan en un cincuenta por ciento a 

cada uno de los cónyuges”. 22  

 

“SOCIEDAD   CONYUGAL. TERMINACION Y LIQUIDACIÓN DE LA. DURANTE EL 

MATRIMONIO, ELEMENTOS DE LA ACCIÓN DE (LEGISLACION DEL ESTADO DE 
                                                           
21 Semanario de la Federación. Octava Época. Junio de 1994. Pág. 672. 
22 Semanario Judicial de la Federación. Op. Cit. Pág. 303. 
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MÉXICO). La acción de terminación y liquidación de la sociedad conyugal durante el 

matrimonio, solicitada por uno de los cónyuges de acuerdo con lo dispuesto por el 

artículo 174 fracción I del Código Civil exige para prosperar la demostración de los 

elementos: 

 

a) Que los actos contrarios a los intereses de la sociedad conyugal sean ejecutados 

por el cónyuge que conforme a las capitulaciones matrimoniales, o las 

disposiciones legales, ejerza la administración de la sociedad; 

 

b) Que esos actos se realicen con notoria negligencia o torpe administración, de tal 

manera que se produzca la amenaza de ruina económica al otro cónyuge o el de 

una disminución considerable de bienes comunes.” 23 
 
III.3.1 Requisitos para la constitución del régimen de sociedad conyugal 
 

Para constituir la sociedad conyugal se debe observar lo siguiente: 

 

a) Otorgarse en escrito privado, pero cuando se aporten bienes inmuebles que 

requieran de escritura publica para su transmisión, las capitulaciones deberán 

hacerse en escritura pública, además de inscribirse en el Registro Publico, para que 

tenga efectos frente a terceros. Lo que se hace atendiendo al artículo 185 y 186 del 

citado ordenamiento. 

 

b) Puede constituirse antes de la celebración del matrimonio o durante éste, 

modificando el contrato mediante el cual se hubiere constituido otro régimen, como el 

de separación de bienes o régimen mixto, acorde a lo dispuesto por el artículo 184. 

 

c) El contrato de sociedad conyugal de acuerdo con el artículo 189 del Código Civil, 

deberá contener: 

 

- Lista de avalúo de los bienes muebles e inmuebles. 
                                                           
23 Semanario Judicial de la Federación. Op. Cit. Pág. 332. 
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- Lista de deudas de que deba responder la sociedad. 

- Indicación expresa de que se trata de una comunidad absoluta, es decir, que 

todos los bienes presentes y futuros de ambos pasarán a constituir el patrimonio 

común, asimismo, de si la sociedad se contrae por la propiedad o solo por los 

productos de los bienes. 

- Indicación expresa del destino de los productos del trabajo de cada esposo, 

- La indicación de cómo se dividirán las utilidades, ya sea que uno reciba una cuota 

fija, o bien que las ganancias se repartan en proporción a sus aportaciones. 

- De igual forma el artículo 190 del multicitado ordenamiento, se prohíbe pacto 

leonino alguno, por el cual uno sólo de los cónyuges haya de recibir todas las 

ganancias, o que uno sólo haya de soportar todas las perdidas en forma 

desproporcional a sus ganancias o capital aportado. 

 

En el Código Civil en su capitulo tercero relativo a los derechos y obligaciones que 

nacen del matrimonio, en su título V, artículos 172 y 173, se establece que la 

capacidad para administrar, contratar o disponer de los bienes propios corresponde a 

cada uno de los cónyuges y por lo mismo pueden ejercitar las acciones u oponer las 

excepciones sin consentimiento del otro, salvo en el caso de administración y actos 

de dominio de los bienes comunes, siendo innecesario el nombramiento de una 

administrador y el otorgamiento de sus facultades. 

 

III.3.2 Suspensión de la sociedad conyugal. 
 

La sociedad conyugal puede suspenderse, existiendo el matrimonio, en los casos de 

abandono del domicilio conyugal por mas de seis meses, sin causa justificada y 

cesarán para el abandonante, desde el día del abandono los efectos de la sociedad 

conyugal en cuanto le favorezcan y éstos no podrán comenzar de nuevo sino por 

convenio expreso, de acuerdo al artículo 196 del Código Civil. 

 

Por otro lado, si se declara la ausencia de alguno de los cónyuges, la sociedad 

conyugal queda suspendida, excepto cuando en las capitulaciones matrimoniales se 

haya estipulado que continúe. 
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El artículo 198 del Código Civil establece lo que deberá observarse dado el caso de 

nulidad de matrimonio, es decir, cuando los cónyuges obraron de buena fe la 

sociedad conyugal se considera subsistente hasta que se pronuncie sentencia 

ejecutoria y la misma se liquidará conforme a las capitulaciones. 

 

Si los cónyuges procedieron de mala fe, la sociedad conyugal se considera nula 

desde la celebración del matrimonio, quedando a salvo los derechos de un tercero si 

lo hubiere, los bienes y productos se aplicarán a los acreedores alimentarios si los 

hubiere y de no haberlos, se repartirán entre los mal llamados cónyuges en 

proporción del aporte de cada uno. 

 

Si uno solo de los cónyuges procedió de mala fe, entonces la sociedad conyugal 

subsistirá hasta que cause ejecutoria la sentencia, si la continuación de la sociedad 

conyugal le es favorable al cónyuge inocente y de no ser así ésta se considerara nula 

desde un principio, el cónyuge que obro de mala fe, no tendrá derecho a utilidades y 

bienes, estos se aplicaran a los acreedores alimentarios y de no haberlos al cónyuge 

inocente. 

 

III.3.3 Terminación de la sociedad conyugal. 
 

La sociedad conyugal puede terminar, cuando termina el matrimonio y durante el 

mismo. 

 

a) La sociedad conyugal termina por disolución del matrimonio, por voluntad de los 

consortes, por sentencia que declare la presunción de muerte del cónyuge 

ausente, de conformidad con el artículo 197 del Código Civil. 

 

Es decir la sociedad conyugal termina por la disolución del matrimonio, ya que si el 

matrimonio es un presupuesto necesario para la existencia de la sociedad conyugal 

al darse el divorcio se produce por consecuencia lógica la disolución de la sociedad 

conyugal.  
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A su vez el matrimonio puede disolverse por dos causas: 

 

Por divorcio: Si se demanda el divorcio, al pronunciarse la sentencia que lo declara, 

debe también declararse disuelta la sociedad conyugal y se procederá a su 

liquidación. 

 

Por muerte de uno de los cónyuges: Pues al producirse la muerte de uno de los 

cónyuges se disuelve la sociedad. El cónyuge supérstite continuará en la posesión y 

administración del caudal hereditario con intervención del representante de la 

sucesión, mientras no se verifique la partición (artículo 205 del Código Civil). 

 
b) La Sociedad Conyugal finaliza durante el matrimonio, cuando acuerden los 

esposos cambiar, el régimen de sociedad conyugal por el de separación de 

bienes, o algún sistema mixto; pero si éstos son menores de edad, deben 

intervenir en la disolución de la sociedad, prestando su consentimiento las 

personas que dieron su consentimiento para la celebración del matrimonio.  

 

c) Acorde al artículo 188 del Código Civil la sociedad conyugal finaliza también por 

la mala administración del que administra la sociedad, por la amenaza de que 

pueda arruinarla, por ejemplo cuando el administrador hace una cesión de bienes 

de la sociedad sin autorización del otro cónyuge, o el administrador es declarado 

en quiebra o en concurso de acreedores, de igual forma finaliza la sociedad 

conyugal por otra razón que sea debidamente justificada ante el órgano 

jurisdiccional.24 

 
III.3.4 Liquidación de la sociedad conyugal. 
 

Por consecuencia la terminación de la sociedad conyugal obliga a la liquidación del 

patrimonio común. Para la liquidación puede procederse de dos maneras: de común 

acuerdo entre los cónyuges y nombrando un liquidador. (Artículos 203-206 Bis). 

                                                           
24 Cfr. Buenrostro Báez, Rosalía y Baqueiro Rojas, Edgard. Op. Cit. Pág. 97.  
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Cuando la liquidación se hace de común acuerdo entre los cónyuges, dependerá de 

su convenio de liquidación; esto es el pago de créditos y repartición de las utilidades. 

 

Ahora bien, cuando se requiere de que se nombre un liquidador porque no ha sido 

posible que los cónyuges procedan de común acuerdo en cuanto a la liquidación de 

patrimonio, el liquidador deberá: 

 

a) Formar inventario de bienes y deudas; 

b) Hacer el avalúo de bienes y deudas; 

c) Pagar a los acreedores del fondo común; 

d) Devolver a cada cónyuge lo que llevó al matrimonio; 

e) Dividir entre los esposos el remanente, si lo hubiere de la forma convenida. 

 

Conforme al artículo 204 del multicitado Código Civil, primero se pagarán los créditos 

que hubiere contra el fondo social y posteriormente si hay sobrante se dividirá entre 

los cónyuges en los términos pactados en las capitulaciones matrimoniales y a falta  

de éstas se estará a lo dispuesto por las disposiciones generales de la sociedad. 

 

De igual forma en el caso de existir perdidas, éstas se dividirán igual que las 

utilidades, pero en los casos en que solo uno de los esposos aportó capital, de éste 

serán deducidas el total de las pérdidas.  

 

III.4 Naturaleza jurídica de la sociedad conyugal. 
 

Sobre la naturaleza jurídica del régimen de sociedad conyugal, me referiré a las 

principales teorías que diversos autores han elaborado para intentar definirla.  

 

Sociedad oculta sin personalidad jurídica. 

 

Sánchez Medal nos dice que la sociedad conyugal es una sociedad oculta, sin 

personalidad jurídica y que su funcionamiento es parecido al de una asociación en 
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participación, que genera derechos personales o de crédito, consistentes en obtener 

una cuota final de liquidación, pero no da el derecho real de copropiedad sobre los 

bienes que se aportan a la sociedad conyugal y que dicha aportación no es 

propiedad, en virtud de que deben devolverse al cónyuge que los aportó a la 

sociedad conyugal y solamente cuando se va a disolver ésta, es cuando de una 

expectativa de derecho, se pasa a obtener un derecho sobre la cuota indivisa sobre 

los bienes conyugales.25 

 

La razón por la que esta teoría también es conocida como la de la Comunidad 

diferida la obtiene dicho autor de la interpretación que hace del artículo 2702 del 

Código Civil, referente a las sociedades civiles, en virtud de que los bienes deben 

devolverse al disolverse o liquidarse la sociedad al cónyuge que los aporto, pues no 

hay transmisión de los mismos. 

 

Dicho argumento resulta débil, pues dentro del mismo titulo en el artículo 2689 se 

indica que las aportaciones de bienes que se hacen a las sociedades civiles implican 

la transmisión de su dominio a favor de la sociedad, salvo pacto en contrario, 

además de que al liquidar a una sociedad se devuelve a cada socio lo que llevó a la 

sociedad. 

 

Además el artículo 194 del Código Civil indica que el dominio de los bienes comunes, 

reside en ambos cónyuges, en tanto existe la sociedad conyugal, entendiendo por 

bienes comunes, los que forman el patrimonio del matrimonio, característica de la 

sociedad conyugal. 

 

Sociedad con personalidad propia. 

 
Rojina Villegas nos dice que la característica importante del consentimiento es la de 

constituir una sociedad, o sea, en términos jurídicos crear una persona moral.  

 

                                                           
25 Cfr. Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 211. 
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Dado el régimen de la sociedad conyugal que contienen los artículos 183 al 206, por 

virtud del consentimiento para aportar determinados bienes se crea una verdadera 

persona jurídica distinta de las personalidades de cada uno de los consortes y con 

patrimonio propio. Pues inclusive conforme al artículo 189, las capitulaciones 

matrimoniales comprenden un activo y un pasivo que vienen a constituir el patrimonio 

de la sociedad, con independencia absoluta del activo y pasivo de cada uno de los 

consortes. Se debe considerar quien es el administrador de la sociedad (órgano 

representante de toda persona moral) y las bases para liquidarla. De tal forma que el 

artículo 183 dispone que la sociedad conyugal se rige por las capitulaciones 

matrimoniales que la constituyen, y en lo que no estuviese estipulado por las 

disposiciones relativas al contrato de sociedad. El artículo 25 en su fracción III, 

señala que son personas morales las sociedades civiles, quienes pactan y se obligan 

por conducto de sus representantes. Por consiguiente la sociedad conyugal, como 

sociedad civil, constituye una verdadera persona moral. 26 

 

La crítica de esta postura versa principalmente en que la familia no es una persona 

moral, de tal forma que considerar que la sociedad conyugal interioriza una 

personalidad jurídica propia, permitiría el absurdo de creer que cuando los esposos 

pactaran el régimen de sociedad conyugal, la familia tendría personalidad jurídica, 

cuando escogieran el régimen de separación de bienes la familia no tendría 

personalidad. 27 Al respecto nos permitimos criticar que la sociedad conyugal no es el 

titular de los bienes y derechos, la titularidad de ellos corresponde al marido y a la 

mujer, pues no se constituye una persona jurídica. No hay un derecho de crédito de 

los cónyuges frente a una persona jurídica diversa. 

 

Pues inclusive en la realidad cuando cualquiera de los cónyuges contrata, adquiere o 

se obliga, no lo hace en nombre de la sociedad, lo hace en forma personal (aunque 

solidariamente). Finalmente para que exista una personalidad jurídica debe 

establecerlo la ley y del contexto no se deriva esta personalidad jurídica. 

 
                                                           
26 Cfr. Martínez Arrieta. T. Op. Cit. Pág. 123. 
27 Cfr. Buenrostro Báez, Rosalía y Baqueiro Rojas, Edgard. Op. Cit. Pág. 97. 
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En este orden de ideas, considero que no es válido atribuir el carácter de sociedad 

civil a la comunidad conyugal, además por las diferencias entre la sociedad civil y la 

sociedad conyugal que son: 

 

a) La sociedad civil nace necesariamente de la voluntad de los socios, en tanto que, 

cuando la sociedad conyugal esta establecida como régimen supletorio no nace de la 

voluntad de los consortes (artículo 208 del Código Civil). 

b) La sociedad civil puede tener dos o más socios, la conyugal no. 

c) La sociedad civil requiere una aportación por cada uno de los socios, ya sea de 

recursos o de esfuerzos, sin que en la conyugal sea indispensable aportación alguna. 

d) Las decisiones en la sociedad civil se toman en razón de la participación de cada 

socio en la sociedad, mientras que en la sociedad conyugal se toman de común 

acuerdo. 

f) La sociedad conyugal termina necesariamente por la muerte de uno de los 

cónyuges, en tanto que en la sociedad civil se puede pactar que continúe. 

g) La sociedad civil persigue como objeto un fin económico y la conyugal se aparta 

de esa preponderancia.28 

 

Comunidad de mano común. 

 
Castán Tobeñas, dice que la Sociedad Conyugal es una comunidad germánica 

puesto que: “es un patrimonio autónomo, separado y común, del que serán titulares 

indistinta e indeterminadamente los cónyuges, sin tener ninguno de ellos el derecho 

actual a una cuota”.29 

 

La comunidad es el género de la copropiedad que es la especie, en tanto que la 

comunidad es la titularidad que tienen dos o más personas respecto de diversos 

bienes que constituyen una masa común y la copropiedad es la titularidad que tienen 

dos o mas personas sobre un mismo bien en común, sin constituir una masa común. 

                                                           
28 Cfr.Ídem. Págs. 129-130. 
29 Castán Tobeñas, José. Derecho Civil Español Común y Foral. Tomo V. Derecho de Familia. Vol. I. Ed. Reus, Madrid 1976. 
Pág. 273. 
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Esta teoría reconoce la imposibilidad de determinar la división en la sociedad 

conyugal, que ésta parte del principio de asociación y que los bienes que la 

comprenden están destinados a un fin específico, pero en las mismas capitulaciones 

se deben de fijar las bases para liquidarla, es decir la forma en que se dividirá. 

 

Hay una tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que después de analizar 

la copropiedad y la sociedad y señalar varias distinciones entre ambas instituciones 

concluye: “que sí el anterior análisis podría ser demostrativo de que la sociedad 

conyugal es una comunidad romana o por cuotas apartes, careciendo en ella el 

marido y la mujer de disponer libremente de su parte mientras la sociedad 

matrimonial subsista, puesto que uno de ellos no puede vender esa parte extraña, ni 

por tanto gozar el otro del derecho del tanto, ya que ello sería incompatible con el 

principio básico de la jerarquización que le preside, consistente en la idea del interés 

superior del mantenimiento de la familia, a cuyo principio no puede dejar de ser 

observado so pena de ser desmoronamiento de aquella; y por otra parte, porque 

tampoco esta permitido a los cónyuges casados bajo este régimen, mientras éste 

subsista, que puedan celebrar entre sí el contrato de compraventa con relación a 

cualquier clase de bienes y por tanto con respecto a sus partes alícuotas, por lo que 

en la comunidad conyugal evidentemente que no rige el principio rector de la común 

o romana de que nadie está obligado a la copropiedad; por todo ello, es de 

concluirse que la repetida institución encuentra su preciso encuadramiento dentro de 

la llamada comunidad germánica o “comunidad en mano común”, de la que en la 

actualidad existen dos manifestaciones: la comunidad conyugal y la comunidad 

hereditaria.30 

 

Comunidad. 

 

El jurista Antonio de Ibarrola tiene una opinión diversa y nos dice que: “La sociedad 

conyugal, si bien tiene semejanza con el contrato de sociedad,  no es idéntica a él, 

puesto que esta tiene personalidad jurídica propia, distinta de la los socios y persigue 

                                                           
30 Cfr. Chávez Asencio, Manuel. Op. Cit. Pág. 210-211. 
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fines económicos, en cambio aquella, según su naturaleza, no es sino una verdadera 

comunidad de mera conservación y aprovechamiento mutuo, una propia comunidad 

de intereses que responde adecuadamente a los cónyuges que unen sus personas y 

sus intereses. Esta comunidad, por principios de equidad y justicia, consecuentes 

con la situación de mutua colaboración y esfuerzos que vincula a los cónyuges les da 

derecho igual sobre los bienes, de manera que como partícipes tanto en los 

beneficios como en las cargas, sus partes serán por mitad y serán las disposiciones 

legales sobre la copropiedad, las aplicables para resolver las cuestiones que surjan 

sobre el particular. Esto, claro es, siempre que no existan capitulaciones 

matrimoniales, pues de haberse celebrado. A ellas debe estarse y en sus omisiones, 

a lo que ante tal circunstancia dispone el artículo 183 del Código Civil.”31 

 

Masa de bienes afectados a un fin especial. 
 

Esta corriente es considerada relativamente moderna y de peso, atribuida al maestro 

Messineo, la cual consiste en asemejar los bienes de la sociedad conyugal a los de 

quiebra, a los de herencia o a lo que en nuestro Derecho conocemos como 

patrimonio familiar. 

 

No obstante se considera equívoca esta postura porque nuestra legislación no 

establece con nitidez los principios de orden y de excusión para el pago de las 

deudas sociales con relación al patrimonio de la comunidad y el propio de los 

consortes. Es decir, los acreedores societarios pueden ver satisfechas sus 

demandas directamente, sin obstáculo alguno, en los bienes de los propios 

consortes.32 

 

Copropiedad especial. 
 

Nos dice Martínez Arrieta que ante la dificultad de encuadrar a la comunidad 

conyugal dentro de la copropiedad o de la comunidad germánica, diversos autores 
                                                           
31 De Ibarrola, Antonio. Derecho de Familia. Ed. Porrúa. 3ª ed. México 1984. Pág. 288. 
32 Cfr. Martínez Arrieta, Sergio. Op. Cit. Pág. 142. 
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sostienen que se trata de una copropiedad especial, aun cuando no logran unificarse 

en cuanto a los matices que le dan esta especialidad. 
 

Ante lo anterior considero que determinar la naturaleza jurídica de la sociedad 

conyugal, es una tarea difícil, pues de la lectura de las anteriores doctrinas se 

desprenden elementos que llevan a determinar que dicha o tal corriente es acertada, 

sin embargo surgen a la vez otros elementos que niegan la misma y también se 

encuentran debidamente fundados.  

 

Por lo tanto, para tal fin me apoyaré en un breve análisis de las posturas antes 

referidas de conformidad con los criterios utilizados por los juristas Manuel Chávez 

Asencio y Sergio T. Martínez Arrieta. 

  

En primer lugar se debe descartar que la sociedad conyugal sea una sociedad con 

personalidad jurídica propia y distinta de los cónyuges, pues el Código Civil no 

establece esa posibilidad, ya que en dicho ordenamiento el legislador no estimó 

prudente otorgarle personalidad jurídica a la misma. La personalidad jurídica se 

reconoce a corporaciones distintas a las personas físicas, quienes la tienen por su 

propia naturaleza. 

 

Respecto a la comunidad de mano común o a la comunidad, ésta teoría se debe de 

excluir también, pues ambas figuras pertenecen al mismo género de relaciones 

jurídicas comunitarias, inclusive la comunidad de mano común es una figura jurídica 

que no esta regulada en nuestro Derecho, y si bien, a la comunidad, aun cuando no 

expresamente este reglamentada, se le aplican las reglas de la copropiedad, por otro 

lado, el término comunidad y él de copropiedad no son lo mismo, la primera es 

género y la segunda es especie. Dentro de la comunidad se comprende toda clase 

de bienes y derechos de los que puedan ser cotitulares varias personas a la vez y la 

copropiedad se reduce a un bien o derecho en particular y usualmente se refiere a un 

derecho real. 

 

De lo anterior se desprende que la copropiedad como tal, no puede servirnos de 
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base para entender la naturaleza jurídica de la sociedad conyugal, sin embargo no se 

puede ignorar el contenido del artículo 194 del Código Civil antes citado, que 

después de analizarlo concluyo que se trata meramente de la administración de los 

bienes comunes en la sociedad conyugal. 

 

Pues si en la copropiedad es posible comprender toda clase de bienes, muebles, 

derechos, inclusive los de crédito, se descarta el concepto de copropiedad y queda 

como posible el de comunidad, que habrá de compararse con la sociedad sin 

personalidad jurídica. 

 

“Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación parece descartar a la 

copropiedad, pero no define la naturaleza jurídica de la sociedad conyugal y se ha 

limitado a decir que ésta última no esta regulada por disposición expresa que norme 

la copropiedad, pues por una parte es una comunidad de bienes sui generis y, por 

otra, el artículo 183 del Código Civil expresamente remite a las disposiciones 

relativas al contrato  de sociedad, al faltar las capitulaciones matrimoniales.”33 

 

En este orden de ideas, será conveniente determinar las principales características 

de la sociedad conyugal, al compararlos con las de la copropiedad (comunidad en 

nuestra legislación) y con la teoría que sostiene que la sociedad conyugal es una 

sociedad sin personalidad.   

 

Las sociedades con personalidad jurídica tienen denominación o razón social. La 

sociedad conyugal no tiene nombre y en esto puede haber cierta semejanza con la 

comunidad. 

 

En la sociedad conyugal existe un administrador, (necesariamente alguno de los 

cónyuges), lo que no aparece en la comunidad, quiénes pueden nombrar un 

mandatario común. 

 
                                                           
33 Amparo Directo 2135/1971, Ena Larsen Vázquez, julio de 1972. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Mtro. Enrique Martínez 
Ulloa. 3ª Sala, Séptima Época, volumen 43, Cuarta Parte. Pág. 73. 
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Tanto en la comunidad como en la sociedad sin personalidad, se requiere 

unanimidad para actos de dominio, de igual forma el derecho de tanto que se 

vislumbra en la copropiedad no se refleja en la sociedad conyugal. 

 

La sociedad puede celebrarse entre dos o mas personas de cualquier sexo, la 

sociedad conyugal solo entre los dos cónyuges (hasta ahora cada uno de distinto 

sexo). 

 

Generalmente toda sociedad, comienza y termina conforme lo señalan sus estatutos. 

La sociedad conyugal comienza al constituirse y esta relacionada con el matrimonio y 

termina cuando se dan las circunstancias previstas en la ley, aunada la voluntad de 

las partes. 

 

En la sociedad conyugal no es posible que alguno de los consortes ejercite la “actio 

communi dividundo”, ni aún en relación a los bienes comunes cuyo dominio reside en 

ambos, puesto que esta comunidad subsistirá mientras la sociedad exista. En cambio 

en la copropiedad es posible ejercer esta acción para la división de bienes en común. 

 

La muerte de los cónyuges no disuelve automáticamente la sociedad conyugal, el 

cónyuge supérstite continuará en la posesión y administración del fondo social, con 

la intervención del representante de la sucesión, mientras no se verifique la partición, 

acorde a lo dispuesto por el artículo 205 del Código Civil. En la copropiedad, muerto 

alguno de los condueños, el albacea primero y los herederos después tomaran 

posesión sin afectar a los demás copropietarios. 

 

En la copropiedad existe un derecho real de cada condueño sobre la parte alícuota 

que le corresponde, en la sociedad conyugal puede haber copropiedad, pero también 

puede haber bienes a nombre de cada uno de los cónyuges quienes serán 

propietarios de sus propios bienes, lo que la asemeja a una sociedad sin 

personalidad. 

 

En la sociedad conyugal no hay personalidad jurídica, por lo que cada cónyuge 
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continua siendo dueño de los bienes que aporta al constituirse la sociedad, en la 

comunidad hay una parte alícuota que pertenece a cada condueño, y además hay 

partes comunes, lo que se encuentra en la sociedad conyugal solo en el fondo social. 

 

Los bienes que pueden integrar, o formar parte de la sociedad conyugal, pueden ser 

de cualquier clase y cada cónyuge conserva la propiedad de sus bienes y en la 

comunidad los bienes deben ser de ambos y también de ambos los frutos o 

productos. 

 

Martínez Arrieta señala con respecto a la naturaleza jurídica de la sociedad conyugal, 

que la comunidad conyugal refleja una característica de la sociedad civil en cuanto a 

través de dos personas, en este caso consortes, ponen en común sus bienes y en el 

mayor de los casos sus esfuerzos, para la consecución de un fin lícito. Por otra parte 

la idea de que dichos bienes constituyen una copropiedad ha sido acogida por 

estudiosos y autoridades judiciales, que surgen de la confrontación entre la sociedad 

conyugal y la copropiedad y le atribuyen el calificativo de copropiedad especial.34 

 

Así mismo la sociedad conyugal constituye una masa de bienes afectada a un fin 

especial, de ahí que si el consorte administrador no aplica tales recursos a la 

satisfacción de las cargas matrimoniales, el otro pueda solicitar la disolución de la 

sociedad.35 

 

“En conclusión de las diversas teorías que tradicionalmente se exponen para explicar 

la naturaleza jurídica de la sociedad conyugal, la más acertada resulta la de 

comunidad en mano común. Y esto por dos razones; la primera: que las 

características que la doctrina le atribuye parecen ajustarse a las de la sociedad 

conyugal, y aun cuando es cierto que la mano común en su expresión más pura 

contiene algunas discrepancias con la sociedad conyugal (como por ejemplo la 

respectiva al titular de la administración de la masa), éstas son meramente 

accidentales y por tener poco peso, estamos autorizados a descartarlas; segunda: la 
                                                           
34 Cfr. Martínez Arrieta, Sergio T. Op. Cit. Pág. 152. 
35 Ibídem. 
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sociedad conyugal resulta igual a la mano común por ser nuestra institución un 

legado de los españoles, quienes a su vez la copiaron de los germanos.”36 

 

“El Código Civil para el Distrito Federal, considera que los bienes comunes 

pertenecen a ambos cónyuges, deduciendo que no hay una tercera persona titular de 

los mismos, de donde se infiere que la naturaleza de la sociedad conyugal no es la 

de una sociedad, sino la de una comunidad de bienes que solo puede existir entre 

los cónyuges; que su finalidad es la protección del patrimonio familiar y en la que los 

esposos se conceden, mediante el acuerdo establecido, la intervención de uno en la 

administración y disposición de los bienes del patrimonio del otro. Así como la 

transmisión en propiedad del 50% de los mismos. De aquí que la administración y 

división de los beneficios se guíe por las reglas del contrato de sociedad sin alterar la 

naturaleza del pacto y que, además, tenga características propias que la distinguen 

tanto de la copropiedad como de la sociedad propiamente dicha.”37 

 

Para finalizar considero que la esencia de la sociedad conyugal se encuentra 

prevista en el artículo 194 del Código Civil para el Distrito Federal que establece que: 

“El dominio de los bienes comunes reside en ambos cónyuges, mientras subsista la 

sociedad conyugal...” y por lo tanto estimo que la doctrina que resulta atinada a 

explicar tal naturaleza jurídica es la de comunidad en mano común, con fundamento 

en el anterior análisis que al respecto hace el jurista Martínez Arrieta. 

                                                           
36 Ídem.  
37 Cfr. Buenrostro Báez, Rosalía y Baqueiro Rojas, Edgard. Op. Cit. Pág. 95. 
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CAPITULO IV 
CONTRADICCIÓN ENTRE LA NATURALEZA JURÍDICA DEL RÉGIMEN LEGAL 
DE SEPARACIÓN DE BIENES Y EL ARTÍCULO 289 BIS DEL CÓDIGO CIVIL. 

 
IV.1 Estudio y análisis del artículo 289 bis del Código Civil vigente para el 
Distrito Federal. 
 
A efecto de comprender este análisis, el mismo deberá ser comparado con el estudio 

que anteriormente se hizo del régimen de sociedad conyugal y del de separación de 

bienes, no sin antes hacer una pequeña incursión en la intención de los propulsores 

de esta controvertida reforma y adición. 

 

Frente a las reformas y adiciones al Código Civil aprobadas el 28 de abril del año 

2000 por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, publicadas en la Gaceta Oficial 

del Distrito Federal del 25 de mayo del año 2000, es pertinente hacer una breve 

referencia de las normas que rigen a las instituciones familiares más importantes, 

con la finalidad de analizar y determinar si las modificaciones y adiciones a este 

ordenamiento legal cumplen con su objetivo primordial, es decir, tutelar los derechos 

fundamentales de la familia, evitar la desintegración de la misma y proteger a sus 

miembros, como se indica en la Exposición de Motivos del “Decreto por el que se 

derogan, reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Civil para el Distrito 

Federal en materia común y para toda la República en materia Federal.” 

 

Sobre el particular, en la exposición de motivos de las reformas del 25 de mayo del 

año 2000, la comisión redactora argumentó entre otras cosas, la necesidad de 

proporcionar a los habitantes del Distrito Federal un Código Civil local, para lo cual se 

creo la coordinación encargada de elaborar el proyecto necesario, la cual concluyo 

su labor después de trece meses y terminaron un proyecto de Código Civil para el 

Distrito Federal, proyecto acuñado por los diputados del Grupo Parlamentario del 

Partido Acción Nacional (PAN) y del Partido Verde Ecologista de México (PVEM) 

quienes lo presentaron ante el pleno en carácter de iniciativa a efecto de que fuera 
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distribuido formalmente a las Instituciones Educativas, Colegios y Barras de 

Abogados, Jueces, Magistrados, Investigadores y a la sociedad en general para que 

se llevara a cabo una revisión exhaustiva y un análisis detallado de esta iniciativa, sin 

embargo esta tarea no fue posible culminarla como fue la intención en un principio. 

 

Las reformas propuestas en esta iniciativa, entre otras, fueron: 

 

a) La opción de formular las capitulaciones matrimoniales ante el Juez del Registro 

Civil, ante Notario Público o ante el Juez de lo familiar (mediante convenio). 

 

b) En el apartado relativo a la comunidad de bienes convencional, conserva las 

mismas disposiciones de la sociedad conyugal, la comunidad legal, se integra con 

las ganancias y beneficios obtenidos indistintamente por el marido o la mujer y a 

fin de evitar una larga enumeración de los bienes comunes se optó por señalar 

cuales bienes son privativos de cada cónyuge y los que no lo sean constituyen los 

gananciales. En la comunidad legal son propios de cada cónyuge los bienes que 

adquieran después de contraído el matrimonio por título gratuito, donación, 

herencia o legado. 

 

c) Se respeta la separación de bienes como una manifestación de la libre voluntad 

de los consortes, sin dejar de procurar el bienestar de los cónyuges, a efecto de 

que no quede ninguno desprotegido. 

 

d) En el régimen de sociedad conyugal, se propone la disposición de que los bienes 

de la sociedad adquiridos en común por los cónyuges, entre tanto se hace la 

división, serán administrados por ambos y si el régimen es de separación de 

bienes convencional, se estará a lo pactado en las capitulaciones matrimoniales, 

respecto a esta administración. 

 

e) Se propuso que a falta de capitulaciones o cuando estas sean incompletas se 

debiera establecer como régimen supletorio la comunidad de bienes legal por 
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considerar que ésta beneficia al cónyuge que se encuentra mas desprotegido 

económicamente. La liquidación de la comunidad en el caso de fallecimiento de 

uno de los cónyuges, se estará a las disposiciones de la sucesión. Al respecto, 

cabe advertir que varios estados tienen como régimen supletorio el de la sociedad 

conyugal, como en Quintana Roo (1980), Puebla (1985), Hidalgo (1986) y 

Morelos 1986 y en otros el de separación de bienes como en Tlaxcala (1976) 

Zacatecas (1986) Querétaro (1990) y Guerrero (1993). 

 

f) Se reformó la normatividad especifica del concubinato, mediante un titulo propio, 

definiendo a esta figura como la unión de estable entre una mujer y un hombre, 

que no tengan impedimento para casarse y que han vivido en común en forma 

constante y permanente por un período mínimo de dos años que precedan 

inmediatamente a la generación de derechos y obligaciones, aunque resultan 

innecesarios los requisitos antes mencionados si los concubinos han procreado 

un hijo de ambos, dando creación al artículo 291 Bis.  

 

Ahora bien, en el dictamen aprobado mayoritariamente por los diputados que 

integraban la 1ª Asamblea Legislativa el 28 de abril del año 2000, el artículo 291 bis 

expresamente contenía el siguiente concepto de concubinato: 

"Art. 291 Bis.- Concubinato es la unión voluntaria de un hombre y una mujer, que sin 

impedimentos legales para contraer matrimonio, han vivido en común en forma 

constante y permanente por un periodo mínimo de dos años que preceden 

inmediatamente a la generación de derechos y obligaciones a los que alude este 

capítulo". 

Sin embargo, en el Decreto objeto del presente estudio que fue publicado en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal del 25 de mayo del año 2000, se contiene un texto 

diferente al que fue aprobado por la Asamblea. No se publicó ninguna "fe de erratas" 

o causa legal que justificara dicha modificación, lo que implica un grave atentado en 

contra del orden constitucional y el Estado de Derecho. El precepto publicado en la 

Gaceta Oficial dice a la letra:  
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"Art. 291 bis.- La concubina y el concubinario tienen derechos y obligaciones 

recíprocos, siempre que sin impedimentos legales para contraer matrimonio, han 

vivido en común en forma constante y permanente por un periodo mínimo de dos 

años que preceden inmediatamente a la generación de derechos y obligaciones a los 

que alude este capítulo". 

 

Retomando el objeto de este trabajo y de acuerdo con las reformas realizadas al 

Código Civil, publicadas el 25 de mayo del 2000, se adiciona el artículo 289- Bis 

quedando como sigue: 

 

“En la demanda de divorcio los cónyuges podrán demandar del otro, una 

indemnización de hasta el 50% del valor de los bienes que hubiere adquirido, durante 

el matrimonio, siempre que: 

 

I) Hubieran estado casados bajo el régimen de separación de bienes; 

 

II) El demandante se haya dedicado en el lapso que duró el matrimonio, 

preponderantemente al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al 

cuidado de los hijos; y 

 

III) Durante el matrimonio el demandante no haya adquirido bienes propios o 

habiéndolos adquirido, sean notoriamente menores a los de la contraparte. 

 

El juez de lo familiar en la sentencia de divorcio, habrá de resolver atendiendo a las 

circunstancias especiales de cada caso.” 

 
El artículo 289 bis del Código Civil, tema de este estudio, cuya esencia nos dice que 

al solicitar cualquiera de los cónyuges el divorcio, tiene éste la facultad de demandar 

del otro una indemnización de hasta del 50% del valor de los bienes que hubiese 

adquirido durante el matrimonio, esto sujeto a que el matrimonio se haya celebrado 
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bajo el régimen de separación de bienes, aunque ello vaya en contra de la esencia 

de dicho régimen y de la misma ley. 

 

De lo anterior la razón  de considerar que el artículo 289 bis en comento nos indica la 

condición y existencia del régimen de separación de bienes para hacer efectiva la 

acción que se intente basándose en este artículo, es decir el régimen de separación 

de bienes es requisito para la existencia de este artículo. 

 
 
IV.2 La manifiesta contradicción del artículo 289 Bis del Código Civil a la 
naturaleza jurídica del régimen de separación de bienes. 
 
Hemos visto en el desarrollo de este trabajo, que nuestra legislación civil en el 

artículo 178 establece el régimen de separación de bienes y el de sociedad conyugal. 

 

Ahora bien, con la reforma del 25 mayo del año 2000 y por consecuencia la adición 

del artículo 289 bis del Código Civil para el Distrito Federal, el régimen de separación 

de bienes viene a vulnerarse y quedar sin sentido, ya que si bien las partes contraen 

matrimonio bajo el régimen de bienes separados, exhiben su convenio conforme la 

ley lo determina, en el caso de que uno de los cónyuges decida divorciarse y 

demandar a su cónyuge esta disolución, puede al tenor de este artículo solicitar a su 

cónyuge hasta el 50% del valor de sus bienes, lo que en determinado momento viene 

a terminar con la existencia del régimen de separación de bienes por el cual 

contrajeron matrimonio. 

 

Y se puede aseverar que al artículo en análisis viene a terminar con la existencia 

práctica del régimen de separación de bienes, porque faculta al cónyuge divorciante 

a reclamar al otro hasta el 50% del valor de sus bienes, cuando se reúnan los 

siguientes requisitos: 

 

a) Que los cónyuges se hubieren casado bajo el régimen de separación de bienes. 
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b) Que el cónyuge demandante se haya dedicado en el lapso del matrimonio 

preponderantemente al desempeño de las labores del hogar y en su caso en el 

cuidado de los hijos,  

 

c) Que el demandante no haya adquirido ningún bien o que los que obtuvo sean 

notoriamente menores o los del otro cónyuge.  

 

En este sentido se justifica la intención del legislador de proteger económicamente a 

los cónyuges en el caso de un divorcio, sobre todo al cónyuge que se dedicó a la 

labor de hogar y que no adquirió bienes suficientes, sin embargo, aunque dicha 

intención es benéfica, resulta errónea la decisión de adicionar el artículo 289 - Bis, 

pues si bien debe imperar la certeza jurídica en todo acto entre los celebrantes, en 

este sentido se vulnera dicho principio jurídico, respecto a los bienes de los 

divorciantes los cuales quedan en este caso sujetos a una presunción legal, cuando 

de derecho existe un régimen previo, es decir un acuerdo que los celebrantes firman 

para que el mismo rija el futuro de dichos bienes; sin embargo con el artículo 289 bis, 

deja al arbitrio del Juez del conocimiento el sentenciar a uno de los cónyuges a ceder 

a su contraparte hasta el 50% del valor de sus bienes, simplemente porque su 

cónyuge se dedico a las labores del hogar y no adquirió bienes o los que adquirió 

son de menor valor a los del cónyuge demandado. 

 

Con lo anterior no se debe restar la vital importancia que tiene la labor de hogar y del 

cuidado de los hijos en el matrimonio, no, ya que esta tarea es indispensable para el 

buen funcionamiento de todo hogar, pero lo que no es concebible es que exista una 

contradicción entre el 289 bis del Código Civil en análisis y la naturaleza del régimen 

de separación de bienes, pues es contra derecho, amén de que prácticamente deja 

inútil el régimen de separación de bienes, pues aunque un matrimonio se celebre 

bajo este régimen, cuando los cónyuges decidan divorciarse, uno puede reclamar del 

otro hasta el 50% del valor de sus bienes, sin importar siquiera si precede un 

convenio al respecto entre las partes. 
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Dicha adición que se objeta resulta por demás ociosa, ya que si bien la intención del 

legislador es la protección del cónyuge que no haya procurado bienes suficientes, el 

mismo legislador omitió observar que la legislación civil, prevé en los casos de 

divorcio lo que deberá ser garantizado para el cónyuge inocente o que requiera de 

ayuda y asistencia conforme lo estipula el artículo 288 del Código Civil, es decir este 

precepto legal faculta al Juez del conocimiento a que garantice la subsistencia del 

cónyuge que así lo requiera, sin que ello transgreda la voluntad de los cónyuges 

cuando celebraron su matrimonio, por lo que hace a sus bienes, esto es, si 

decidieron casarse bajo el régimen de separación de bienes o el régimen de 

sociedad conyugal. 

 

Así mismo, sigue siendo absurda esta adición, por que al crearse la misma el 

legislador actúa en contra de lo dispuesto en el artículo 178 del citado ordenamiento 

civil que establece que: “El matrimonio debe celebrarse bajo los regímenes 

patrimoniales de sociedad conyugal o separación de bienes.” Omitiendo por 

consecuencia que la ley sigue considerando que por lo que hace a sus bienes, los 

consortes deben celebrar convenio pactando uno u otro régimen. 

 

El convenio a que se refiere el párrafo anterior son las capitulaciones matrimoniales 

las que de acuerdo al artículo 179 del Código Civil del Distrito Federal, se definen 

como el pacto que los esposos celebran para constituir la sociedad conyugal o la 

separación de bienes y reglamentar la administración de los bienes, la cual deberá 

recaer en ambos cónyuges, salvo pacto en contrario. 

 

De igual forma el artículo 180 del multicitado ordenamiento establece que las 

capitulaciones matrimoniales pueden otorgarse antes de la celebración del 

matrimonio o durante el mismo, las cuales podrán modificarse durante el matrimonio, 

ante el juez de lo familiar y en ellas se comprenden no solo los bienes que existan al 

momento en que se pacten, sino también los que adquieran los esposos con 

posterioridad. 
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En virtud de lo anterior, cuando las capitulaciones matrimoniales se otorgan antes de 

celebrarse el matrimonio, éstas por consecuencia, quedan supeditadas, a la 

condición suspensiva de que se celebre el matrimonio. Es decir, si el matrimonio no 

se celebra, las capitulaciones carecerán de efectos, pues la naturaleza de la 

condición suspensiva es impedir el nacimiento de los derechos y obligaciones que se 

pacten en un contrato, en este caso la celebración del matrimonio implica ese 

acontecimiento futuro e incierto del cual dependerá que nazcan los derechos y 

obligaciones que se hayan pactado en las capitulaciones matrimoniales, de tal forma 

que el artículo 184 del Código Civil establece que la sociedad conyugal nace cuando 

se celebra el matrimonio o durante su existencia. 

 

A su vez el artículo 182 del Código Civil en comento, que por cierto fue derogado en 

25 mayo del año 2000, establecía la prohibición de los pactos que los esposos 

hicieren contra las leyes o los fines naturales del matrimonio, artículo que si bien fue 

derogado, en cuanto a su alcance general o como principio general de derecho 

prevalece, pues de ningún modo los cónyuges pueden ir o estipular contra los fines 

del matrimonio, ni contra derecho, por ejemplo que los cónyuges pactaran que no 

tendrán hijos o que no se procurarán la ayuda mutua, dicha estipulación, no obstante 

ser voluntad de los mismos, se tendrá por no puesta dado su carácter de ilícita, 

aunque la misma no sea de carácter patrimonial. 

 

En virtud de lo anterior y desde el punto de vista patrimonial, también serán nulos los 

pactos que los esposos hicieron en contravención a la ley o de los fines naturales del 

matrimonio, por ejemplo el que estipularan que no existirá entre ellos la obligación de 

darse alimentos o que el sostenimiento del hogar recaerá en un solo cónyuge, aun 

cuando el otro tenga la posibilidad económica de contribuir con dicho sostenimiento.1 

 

En este orden de ideas, es contraproducente el artículo 289 Bis del Código Civil, 

pues al tenor del mismo y en franca violación a este régimen, los cónyuges que 

contrajeron matrimonio al amparo de la separación de bienes a sabiendas que en 

                                                           
1 Cfr. Rojina Villegas, Rafael. Derecho de Familia. Ed. Porrúa, 18ª ed. México 1999. Pág. 487. 
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caso de divorcio cualquiera de ellos pudiera reclamar al otro hasta el 50% del valor 

de sus bienes por el hecho de haberse dedicado al hogar, al cuidado de los hijos o 

que no tenga bienes que superen a los del otro cónyuge; resulta por demás 

incongruente que se haya adicionado este artículo, pues rompe con el principio de 

seguridad y certeza jurídica, ya que como vimos antes, si la intención del legislador 

es garantizar, por decirlo de alguna manera, el porvenir del cónyuge demandante, lo 

puede hacer de conformidad con el artículo 288 del Código Civil y no transgredir con 

ello el régimen de separación de bienes y mucho menos el principio de seguridad y 

certeza jurídica. 

 

De lo antes expuesto, se desprende claramente que el artículo 289 Bis del Código 

Civil es contradictorio al régimen de separación de bienes, pues en el matrimonio los 

cónyuges deben estipular en las capitulaciones matrimoniales el régimen que van a 

adoptar, así como la manera de disponer de los bienes adquiridos y los que se 

adquieran, siendo esto su plena voluntad durante el matrimonio y para la disolución 

del mismo, en su caso, pero dicha voluntad y consentimiento resulta ociosa por la 

imposición del artículo en comento. 

 

Esta adición viene a terminar con la existencia practica y no legal del régimen de 

separación de bienes, pues si bien los cónyuges al celebrar el matrimonio deciden 

hacerlo bajo el régimen de separación de bienes, en sus capitulaciones 

matrimoniales ambos deciden la forma en que conservarán el dominio y 

administración de sus bienes, por lo tanto éstas capitulaciones son un convenio y la 

forma legal de la existencia del régimen, por lo tanto el mismo debe de respetarse, 

pues por eso se celebra, para pasar por él dado el caso, pero en la práctica y al 

amparo del artículo 289 bis que se refuta, el convenio y el régimen separatista 

resultan ociosos, pues el Juez pasará por alto el régimen de separación de bienes 

contraído y decidirá basándose en este artículo el futuro de los bienes de uno de los 

cónyuges, por lo que actuará entonces en franca contradicción a la voluntad y 

garantías del individúo que tuvo por pésima suerte incrementar su patrimonio en 

forma superior al de su cónyuge. 
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El precepto legal adicionado que se estudia viene a revocar la finalidad de las 

capitulaciones matrimoniales y el régimen separatista, el cual fue en su momento 

suscrito acorde al consentimiento y voluntad de las partes, (elementos del acto que 

son considerados esenciales), y le otorga a uno de los cónyuges un derecho que no 

debiera corresponderle, que es el de exigir una indemnización, revocar el contenido 

de las capitulaciones matrimoniales y por consecuencia el régimen por el cual 

contrajo matrimonio, atribuyéndole el derecho impuesto de solicitar hasta el 50% del 

valor de los bienes de su cónyuge. 

 

Por ello se reitera que el legislador cuando creó este artículo, si bien tuvo la intención 

de proteger a los cónyuges en el caso de divorcio, no tuvo idea de los alcances 

legalmente perjudiciales que este artículo podría acarrear; por un lado deja vigente la 

existencia de los dos regímenes patrimoniales en el artículo 178 del Código Civil, 

pero por otro lado, con su adición prácticamente anula el régimen de separación de 

bienes y deja únicamente subsistente en la practica el de sociedad conyugal y 

además se olvida de los principios jurídicos de certeza y seguridad jurídica, del 

principio de la voluntad de las partes, de la institución que son ambos regímenes, 

dando con ello nacimiento a lagunas jurídicas y por consecuencia un 

desmembramiento legal, sin razón de ser, por que si bien su intención era la 

protección de los cónyuges para después del divorcio, hubiese hecho eco de lo que 

la misma ley dispone al respecto en el artículo 288 del Código Civil. 

 

IV.3 Fundamento y propuesta a efecto de reformar y en su defecto derogar el 
artículo 289 Bis del Código Civil vigente para el Distrito Federal. 
 
 

La contradicción del artículo 289 Bis del Código Civil con la naturaleza del régimen 

de separación de bienes, resulta el fundamento ideal para proponer la derogación de 

este artículo, pues como se ha expuesto, dicho artículo viene a desaparecer en 

forma práctica y no legal el régimen separatista y digo practica por los efectos 

jurídicos que en un juicio pueden dictarse al tenor del refutado artículo, ya que 

legalmente el régimen de separación de bienes existe y está regulado. 
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En este orden de ideas, aunque la naturaleza jurídica del régimen de separación de 

bienes, sea la de conceder a cada cónyuge la libre y absoluta propiedad y 

administración de sus bienes, esta naturaleza se ve amenazada por la adición del 

artículo 289 Bis, que faculta a uno de los cónyuges, en este caso al que tiene menos 

recursos y se ha dedicado al hogar, a exigir al otro en caso de divorcio hasta el 50% 

del valor de sus bienes, sin importar la vulneración que se hace del régimen 

separatista, el cual resulta indispensable para encuadrar la hipótesis del artículo en 

disputa. 

 

En la práctica diaria, es común que en la mayoría de los hogares es la mujer quien 

se encarga de las tareas del hogar y del cuidado de los hijos y por consecuencia el 

hombre es quien aporta el sustento económico para este hogar, aunque ello no 

constituye la regla. 

 

Por consecuencia es el varón quien comúnmente adquiere los bienes con los que 

sustenta a su familia, llámese vivienda, autos, cuentas bancarias o cualquier otro 

bien, y su cónyuge contribuye de su parte con los cuidados del hogar y de los hijos, 

tarea que se equipara a una contribución económica acorde a lo estipulado en el 

artículo 164 y 164 bis del Código Civil, en este sentido y hasta este momento todo es 

igualdad, no sin dejar de reconocer que la tarea del hogar es sumamente importante 

y ¿por qué no decirlo? Hasta más difícil. 

 

Al contraer matrimonio bajo el régimen de separación de bienes, la vida económica 

cotidiana para los contrayentes no cambia, si no llegado el momento de divorciarse, 

cuando uno de los cónyuges reclama al otro hasta el 50% del valor de los bienes del 

otro, por el hecho de que el legislador estimó que él haberse dedicado al hogar y 

cuidado de los hijos, fuera suficiente para revocar el régimen con el cual se casaron, 

contraviniendo con ello la voluntad de las partes, las capitulaciones matrimoniales si 

las hubo, la ley y principios antes aducidos. 
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Basándose el legislador en la exposición de motivos generadora de la creación del 

artículo en comento, argumentó que la creación del artículo 289 bis es una manera 

de proteger al cónyuge el cual podría quedar desamparado económicamente en caso 

de divorcio, mientras el otro cónyuge que sí hizo bienes, pudiera continuar su vida sin 

ninguna responsabilidad de su parte para con el otro. 

 

Pero con esto, no hace – repito – mas que vulnerar el régimen de separación de 

bienes, atentar contra el contenido del artículo 178 del ordenamiento civil en comento 

y por consecuencia violentar las garantías jurídicas de los cónyuges, pues si bien su 

finalidad es bien intencionada, es equívoca la forma en que planteó la protección 

económica de los cónyuges al momento del divorcio al tenor del artículo que se 

impugna. 

 

De igual forma resulta ociosa la creación del artículo 289 Bis del Código Civil, pues 

en los casos de divorcio el Juez del conocimiento tiene amplias facultades para 

decidir sobre el futuro económico de los cónyuges a efecto de que se aseguren sus 

derechos naturales y legales y para ello basta observar lo estipulado en el artículo 

288 de dicho código, del cual se desprende que en casos de divorcio se deberá en 

todo momento salvaguardar los alimentos del cónyuge inocente y dígase que los 

alimentos en su conjunto son un concepto demasiado amplio, basta ver el artículo 

308 del citado ordenamiento.  

 

Al respecto, es menester hacer hincapié que el legislador en estas reformas 

publicadas el 25 mayo del 2000, al parecer fue clara su noble intención de proteger a 

los cónyuges en caso de divorcio atendiendo a las circunstancias de cada caso, ya 

que de la lectura del artículo 288 del Código Civil se desprenden las reformas del 

mismo en este sentido, sobre todo de la fracción VI segundo párrafo, que dispone: 

“En todos los casos, el cónyuge inocente que carezca de bienes o que durante el 

matrimonio se haya dedicado preponderantemente a las labores del hogar o al 

cuidado de los hijos, o que este imposibilitado para trabajar, tendrá derecho a 

alimentos.” Reforma necesaria para cumplir el fin primordial del legislador, que es la 
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protección del cónyuge inocente y de ninguna manera contraviene el régimen de 

separación de bienes, ni los principios de seguridad y certeza jurídica; lo que se debe 

de considerar mas que suficiente. 

 

Pero al adicionarse el artículo 289 Bis al Código Civil, se faculta al cónyuge que se 

dedicó al hogar, al cuidado de los hijos y que no tiene bienes de valor superior a los 

de su cónyuge, a reclamarle hasta el 50% del valor de sus bienes, lo que resulta 

contradictorio al régimen de separación de bienes y a la ley misma, pero aunado a 

esto el legislador omite establecer si dicho derecho que impone al tenor de este 

artículo es para el cónyuge inocente o el culpable, pues al parecer lo que este 

artículo estatuye es en igualdad de condiciones que cualquier cónyuge pueda 

reclamar dicha indemnización, la que en resumidas cuentas se podría equiparar en 

todo caso una reclamación laboral, por el trabajo del cónyuge en el hogar, es decir se 

debe considerar que entonces estamos ante una figura laboral de menor 

envergadura que una relación matrimonial. 

 

Al tenor del anterior razonamiento, se deben plantear las siguientes interrogantes: 

¿Qué pasa si el que reclama el 50% de valor de los bienes es el cónyuge culpable, 

vía reconvención? Lo puede hacer sin problema, porque este artículo no le impide en 

forma alguna reclamar esta indemnización. Pongamos un ejemplo en la practica: el 

cónyuge adúltero al que se le ha demandado la disolución del vínculo matrimonial en 

base a esta causal, es a manera de coincidencia el cónyuge que se dedicó al hogar, 

el que no adquirió bienes suficientes o los que adquirió son menores al del cónyuge 

inocente; éste sujeto comete adulterio y por tal causa es demandado; al tenor de esta 

reforma la ley lo premia además con el 50% del valor de los bienes del cónyuge 

inocente, pues puede reclamarlos y tiene la oportunidad de hacerlo vía acción o 

reconvención. 

 

O que tal el caso en el cual un cónyuge varón, que se presume inocente, demande al 

que se presume culpable la disolución del vínculo matrimonial, mediante la vía 

necesaria invocando como causal la negativa injustificada de que se le proporcionen 
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alimentos, cuando en la realidad éste último es un advenedizo y desobligado marido 

que no hace mas que vivir a expensas del trabajo de su esposa, (es decir ella 

mantiene la casa, los hijos y al padre de los mismos) y que él como marido se ha 

dedicado al cuidado del hogar y los hijos, mal cuidados por cierto, razón por la cual la 

mujer ha decidido dejar de dar el dinero al “mal marido” y prefirió hacerse cargo 

directamente de las necesidades del hogar. Por tal razón le asiste al cónyuge 

desobligado el derecho de reclamar en juicio de divorcio de su cónyuge hasta el 50% 

del valor de sus bienes al amparo de este fabuloso artículo, cuando en realidad él es 

el cónyuge culpable, pues se desatendió de sus obligaciones y su esposa se tuvo 

que poner a trabajar en su lugar, debido a las necesidades del hogar, pero inclusive 

dicha cónyuge con mucho esfuerzo obtuvo un crédito del Infonavit por el que tiene un 

departamento que es el patrimonio de ella y de sus hijos, mismo que le será 

reclamado por su cónyuge, persona a la que se le debe premiar su incumplimiento 

hasta con el 50% del valor de los bienes de su esposa. 

 

Los casos anteriores deben de ser resueltos acorde a lo establecido en el artículo 

288 del Código Civil, principalmente, es decir atendiendo a las circunstancias de 

cada caso, lo que concede la facultad del Juez a efecto de que opere la valoración 

probatoria, su experiencia, conocimiento o su criterio presuncional, pero de ningún 

modo dejar abierta la posibilidad de ser del artículo 289 bis, por el cual se pugna su 

derogación, pues con dicho artículo y la tan sutil forma de actuar de algunos 

juzgadores, se cometerán bastantes injusticias, amen de que los matrimonios se 

lleven a cabo por mera conveniencia, sentimiento egoísta que se verá premiado el 

día que se divorcien las partes. 

 

De lo anterior se advierte que el legislador también omitió considerar los alcances o 

consecuencias que se les pudieran ocasionar a los cónyuges que bajo el régimen 

separatista estuvieren casados, al crear el artículo 289 Bis, pues pensando un tanto 

en forma maquiavélica, obliga al cónyuge que sí tiene bienes a que los enajene, 

ceda, done, o realice cualquier acto que le permita excluirlos de su patrimonio, antes 

de que le sea reclamado porcentaje alguno de parte de su cónyuge, al prever que 
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estará en la situación de ser demandado en un juicio de divorcio, y entonces: ¿Que 

sucede? Nada, simplemente el cónyuge no tiene bienes y en el caso de tener que 

asegurar alimentos a favor de su cónyuge y/o sus hijos, no tiene garantía alguna de 

cumplir con ello y asimismo la intención protectora del legislador se viene abajo, con 

esta argucia legal, pues aunque fuera declarado cónyuge culpable, no tiene forma 

alguna de garantizar el cumplimiento de sus obligaciones alimentarias; pues las 

consecuencias penales que acarrea la omisión de cumplir con las obligaciones antes 

dichas, no aseguran que se cumpla con el espíritu de la ley respecto a los alimentos 

de los acreedores y si auspician una serie de simulación de actos y por consecuencia 

de actos ilícitos. 

 

De igual forma el legislador al crear este controvertido artículo 289 bis del Código 

Civil, confunde la relación matrimonial con una relación de trabajo, pues en el artículo 

en comento, estatuye que el cónyuge puede reclamar al otro por concepto de 

indemnización hasta el 50% del valor de sus bienes, siempre que el cónyuge 

demandante se haya dedicado al hogar, cuidado de los hijos y sus bienes sean 

inferiores a los del otro cónyuge. Es decir, le está dando la calidad de contrato de 

trabajo al acto jurídico del matrimonio y por consecuencia que dicho matrimonio al 

terminar, debe uno de los cónyuges indemnizar al otro por su trabajo, lo que redunda 

en una relación laboral y no marital. 

 

Lo anterior viene nuevamente a confirmar la necesidad de derogar este artículo 

adicionado, por la contradicción existente y analizada, aunado a las lagunas legales 

que acarrea y los casos que se pueden suscitar bajo su patrocinio, pues dicho 

artículo deja a un lado los principios por los cuales fue creado el régimen de 

separación de bienes, por lo que resulta esta adición contraria a lo dispuesto por el 

artículo 98 fracción V, del Código Civil, que estipula la obligación de presentar con la 

solicitud del matrimonio el convenio que regirá en relación con sus bienes, mejor 

conocido como capitulaciones matrimoniales, con lo cual se puede consentir que se 

busca enaltecer el principio de seguridad jurídica de los consortes, por lo que hace a 

sus bienes, de tal forma que el régimen por el cual desean contraer matrimonio 
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queda legalmente definido y no deberá quedar al arbitrio de una presunción legal, lo 

que se había hecho así hasta antes de la reforma del 25 de mayo del año 2000 

respecto a este artículo controvertido.  

 

A efecto de robustecer la importancia de las capitulaciones matrimoniales y por 

consecuencia la importancia de los principios de seguridad y certeza jurídica, es 

conveniente hacer hincapié en la siguiente jurisprudencia:  

 

CAPITULACIONES MATRIMONIALES. FORMALIDADES DE LAS. Las 

capitulaciones matrimoniales otorgadas en escrito privado tienen plena validez entre 

las partes que las celebraron, aun en el caso que, por la naturaleza de los bienes que 

los cónyuges se hayan hecho partícipes, dicho convenio deba constar en escritura 

pública, esto se explica en razón de que tal formalidad tiene por finalidad principal la 

protección de intereses de terceros, de manera que la falta de la misma no puede 

privar al acto de producir efectos con respecto a quienes lo celebraron.  

 

Amparo directo 2139/71. Cándido Ballesteros reyes, 21 de enero de 1972. 

unanimidad de 4 votos. Ponente: Rafael Rojina Villegas.2 

 

En virtud de lo antes expuesto es urgente la necesidad de derogar el artículo 289 Bis 

del Código Civil del Distrito Federal, esto también en razón de que los cónyuges al 

momento de solicitar la disolución de su matrimonio van a exigir al otro cónyuge 

bienes que no le corresponden, por lo que es incorrecta esta acción y por lo tanto 

resulta este artículo una violación de garantías de los cónyuges, ya que desde el 

primer momento que se celebra el matrimonio bajo el régimen de separación de 

bienes, las partes tienen pleno conocimiento de la forma en que los bienes les 

corresponderán en lo sucesivo, firmando las capitulaciones respectivas en su 

momento.  

 

                                                           
2 Semanario Judicial de la Federación, Tercera Sala. Época 7ª. Vol. 37. Parte 4ª. Pág. 17. 
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Si la intención del legislador era proteger al cónyuge que tuviera menos recursos o 

simplemente que no tuviera, y a efecto de evitar una contradicción legal, debió haber 

derogado los Capítulos IV (regímenes patrimoniales) y VI (separación de bienes), 

con lo que posiblemente se hubiera subsanado cualquier contradicción, aunque 

hubiese sido una imposición legal e incorrecta de todos modos, o en su defecto se 

deberá difundir y educar a los gobernados con la finalidad de que para evitar en un 

futuro que cualquiera de ellos pudiera quedar en desventaja económica, será 

preferente que formulen sus capitulaciones matrimoniales, previendo esta posible 

situación, o que adquieran el régimen de sociedad conyugal, aunque esto último 

también pudiera resultar una limitante a la voluntad de las partes.  

 

No debemos dejar de admitir que tanto el papel del cónyuge que se dedica al hogar, 

como del que se dedica a proveer del dinero para el sostenimiento del mismo, son 

muy respetables y no entra en tela de juicio la importancia de ambos; pero en la 

práctica basta ver la cantidad de juicios por los cuales los demandantes, al amparo 

de este artículo, pretenden obtener un beneficio extraordinario, al reclamar un 

cónyuge del otro hasta el 50% del valor de sus bienes y los jueces del conocimiento 

se apegan a este precepto legal controvertido en este estudio, por el simple hecho de 

estar previsto en la ley, sin entrar al estudio en concreto y sin atender que estamos 

ante una contradicción de leyes, que de ser debidamente resuelta por el máximo 

Tribunal de Justicia de nuestro país, se decretará la no aplicación de este artículo 

289 Bis del Código Civil, por ir en contra de la voluntad de las partes, de los 

principios de seguridad y certeza jurídica y en contra de la naturaleza del régimen 

separatista. 

 

Ahora bien, sin dejar a un lado la intención del legislador que es la protección de los 

cónyuges, se debe de analizar que de no ser posible la derogación de este artículo 

(que ya tiene aproximadamente 5 años de existir), se reforme el mismo, en el sentido 

de que si bien este artículo dispone que cualquiera de los cónyuges puede demandar 

hasta el 50% del valor de los bienes del otro, en los supuestos ya varias veces 

citados, y si la intención primordial es la protección del cónyuge sin recursos, que en 
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dicho precepto se señale que en todos los casos sea el cónyuge declarado inocente 

o culpable y teniendo recursos o bienes suficientes tendrá la obligación hacia el otro 

cónyuge de proveerlo de alimentos, pero solamente bajo el supuesto que la ley 

marca al respecto, sin dejar de advertir que los alimentos comprenden una serie de 

obligaciones conforme cita el artículo 308 del Código Civil.  

 

En este sentido, se protege al cónyuge que durante la vida matrimonial se dedicó al 

hogar y cuidado de los hijos, que no obtuvo bienes o los obtenidos sean inferiores al 

del otro cónyuge, sin importar si es o no culpable, pues la limitante que impone el 

artículo 288 fracción VI del citado ordenamiento, es que el cónyuge culpable estará 

obligado a proveer al inocente de alimentos en todos los casos –solamente al 

inocente- es decir, omite justificadamente dicho derecho al cónyuge culpable en caso 

de que quedara desprotegido económicamente después del divorcio; sin embargo lo 

absurdo del caso es que se atreve a crear el artículo 289 bis del Código Civil que 

viene no solo a crear una seria contradicción legal entre los regímenes existentes 

aludidos por el artículo 178 del código referido, sino de justicia humana, pues señala 

quien es el acreedor del derecho de exigir hasta el 50% del valor de los bienes del 

otro cónyuge pero en ningún momento señala que el titular de esa acción sea 

inocente o culpable, de lo cual se deriva también una contradicción entre el artículo 

289 Bis y el 288 fracción VI de la legislación referida.  

 

Pues en el artículo en pugna, si bien en la práctica presumimos que el tenedor de 

este derecho es el cónyuge inocente quien es el demandante, no impide en el caso 

de una reconvención, que también es una demanda y que en la practica puede 

inclusive cambiar los papales de inocente a culpable o viceversa y le otorga ese 

derecho al cónyuge que reúna los requisitos que indica el artículo 289 Bis 

adicionado. 

 

Por eso la reforma en vía de remedio a este artículo 289 Bis, deberá quedar como 

sigue: 
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“Artículo 289 Bis. En la demanda de divorcio cualquiera de los cónyuges podrá 

demandar del otro el aseguramiento y pago de una pensión alimenticia a su favor, 

siempre que: 

 

I. Hubieran estado casados bajo el régimen de separación de bienes; 

 

II. El demandante se haya dedicado en el lapso que duró el matrimonio 

preponderantemente al desempeño de las labores del hogar y/o en su 

caso, al cuidado de los hijos; y 

 

III. Durante el matrimonio el demandante no haya adquirido bienes propios o 

habiéndolos adquirido, sean notoriamente de valor inferior a los de su 

contraparte. 

 

El juez de lo familiar en la sentencia de divorcio habrá de resolver atendiendo a 

las circunstancias especiales de cada caso.” 

 

Pues con esta reforma, en caso de no derogar el artículo 289 Bis, al tenor de la 

misma, los cónyuges sean o no declarados culpables, tendrán derecho a alimentos, 

es decir, quedan protegidos, pero ya solo se limita a la figura de los alimentos y de 

ninguna manera se vulnera el patrimonio de los cónyuges, lo que si resulta un error 

grave, cuando lo que se buscó en un principio fue solamente la protección de los 

cónyuges, sobre todo cuando éstos han contraído matrimonio bajo el régimen 

separatista, el cual como nos dice el jurista Sergio T. Martínez Arrieta: “En su más 

pura expresión, el Régimen de Separación de Bienes es aquél en el cual uno de los 

consortes ostenta en forma exclusiva el dominio y administración de los bienes que 

le pertenecen.”3 

 

                                                           
3 Martínez Arrieta, Sergio. T. El Régimen Patrimonial del Matrimonio en México. Ed. Porrúa, 3ª ed. México 
1991, Pág. 255. 
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Y de igual forma al señalar que: “La esencia de este régimen nos lo da el artículo 212 

del Código Civil al disponer: En el Régimen de Separación de Bienes los cónyuges 

conservarán la propiedad y administración de los bienes que, respectivamente, les 

pertenecen y, por consiguiente, todos los frutos y accesiones de dichos bienes no 

serán comunes sino del dominio exclusivo del dueño de ellos.”4 Esto viene entonces, 

así de simple, a ser atacado por el ordenamiento que se impugna con este trabajo. 

 

Finalmente es pertinente hacer mención que en el ámbito de derecho existe una 

contradicción legal entre el artículo 289 bis del Código Civil para el Distrito Federal y 

la naturaleza del régimen de separación de bienes, debidamente fundamentada a lo 

largo de este capitulo, la cual no debe de prevalecer, ya que en el estado de hecho 

es mas grave aún por las interpretaciones que se le puedan dar al mismo, pero sobre 

todo por las “barbaries” que al tenor de este artículo se están y seguirán cometiendo 

dentro de nuestro sistema judicial. Por lo que resulta una tarea impostergable, la 

subsanación de esos defectos y contradicciones legales, por llamarlos de alguna 

manera, basándonos en el espíritu de la ley, pero acorde al conocimiento que la 

practica de nuestra profesión y la vida diaria nos dejan, es decir acorde a la realidad. 

                                                           
4 Martínez Arrieta, Sergio. T. Op. Cit. Pág. 255. 
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CONCLUSIONES. 
 

1. El matrimonio es un acto jurídico, bilateral, solemne, de orden familiar, 

sancionado por el derecho, mediante el cual dos personas de distinto sexo 

dan origen a un vinculo afín entre ambos, sometiéndose con ello a una serie 

de obligaciones y derechos, con la finalidad de llevar una vida en común, 

tratando de perpetuarse a través de la procreación de sus hijos. 

 

2. Dicho acto jurídico debe celebrarse bajo cualquiera de los dos principales 

regímenes patrimoniales que el Código Civil para el Distrito Federal en su 

artículo 178 establece para tal efecto y que es el régimen de separación de 

bienes y el de sociedad conyugal.  

 

3. El divorcio es la disolución del vínculo matrimonial y solo tiene lugar mediante 

declaración de la autoridad judicial y en ciertos casos la autoridad 

administrativa, dentro de un procedimiento previsto por la ley, en el que se 

compruebe debidamente la imposibilidad de que subsista la vida conyugal, 

en virtud del cual se deja a las partes en aptitud de contraer otro matrimonio 

legal. 

 

4. El divorcio acorde a la ley se clasifica en: divorcio necesario o causal, cuyo 

fundamento lo encontramos en el artículo 267 del Código Civil para el Distrito 

Federal y en voluntario, éste último a su vez puede solicitarse vía judicial o 

administrativa, acorde a lo dispuesto en los artículos 273 y 266 del citado 

ordenamiento civil.  

 

5. Al decretarse la disolución del vínculo matrimonial se producen efectos para 

los divorciantes en cuanto a su persona, hijos y en cuanto a los bienes de los 

mismos, atendiendo en éste último caso al régimen por el cual hayan 

contraído matrimonio y al contenido de las capitulaciones matrimoniales 

celebradas al contraer nupcias. 
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6. Las capitulaciones matrimoniales, acorde a lo dispuesto por el artículo 179 

del Código Civil para el Distrito Federal, son el pacto que los esposos 

celebran para constituir el régimen de sociedad conyugal o el de separación 

de bienes y reglamentar la administración de dichos bienes en uno y otro 

caso. Es decir, es el convenio que los cónyuges celebran a efecto de decidir 

el futuro de sus bienes presentes o los que adquieran con posterioridad. 

 

7. En su más puro concepto el régimen de separación de bienes es aquel por el 

cual los cónyuges conservan la propiedad y administración de sus bienes 

que respectivamente les pertenecen; en cambio la sociedad conyugal es el 

régimen por el cual el dominio de los bienes reside en ambos cónyuges, 

mientras subsista la sociedad conyugal.  

 

8. La regulación de la relación patrimonial entre los cónyuges bajo uno u otro 

régimen es necesaria, porque la ley lo establece, pero más aún, porque a 

través de esta regulación se garantizará el cumplimiento de las obligaciones 

y se protegerá el derecho patrimonial de los cónyuges en un futuro. 

 

9. La ley establece básicamente dos regímenes patrimoniales en su artículo 

178 del Código Civil vigente, que son el de separación de bienes y el de 

sociedad conyugal, por lo tanto comete el legislador un error al adicionar el 

artículo 289 Bis al Código Civil para el Distrito Federal, el cual debe de 

derogarse, pues con la creación de este artículo se vulnera la naturaleza del 

régimen de separación de bienes, facultando al cónyuge que se ha dedicado 

al cuidado del hogar, de los hijos en su caso y que no haya obtenido bienes o 

éstos sean de valor inferior a los del otro cónyuge, para exigir de éste último 

hasta el 50% del valor de dichos bienes por concepto de indemnización. 

 

10. De igual forma, el legislador al crear este controvertido artículo 289 bis del 

Código Civil, el cual debe derogarse, confunde la relación matrimonial con 
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una relación de trabajo, pues en el artículo en comento, estatuye que el 

cónyuge puede reclamar al otro por concepto de indemnización hasta el 50% 

del valor de sus bienes, es decir, le está dando la calidad de contrato de 

trabajo al acto jurídico del matrimonio y por consecuencia al disolverse el 

mismo debe uno de los cónyuges indemnizar al otro por su trabajo, lo que 

redunda en que la relación resulta laboral y no marital. 

 

11.  Otra razón de fuerza para fundamentar la derogación del artículo 289 bis 

objeto de este estudio, es que el mismo vulnera también la esencia de las 

capitulaciones matrimoniales celebradas entre los cónyuges y por ende las 

garantías de seguridad y certeza jurídica de los cónyuges al omitir el 

contenido de dichas capitulaciones y reclamarle una indemnización un 

cónyuge a otro al tenor del artículo que se objeta. 

 

12.  Con el artículo 289 Bis, práctica y no legalmente desaparece el régimen de 

separación de bienes, subsistiendo únicamente el de sociedad conyugal, 

siendo esto contradictorio, pues el Código Civil vigente en comento, sigue 

previendo la existencia de ambos regímenes patrimoniales en su artículo 178 

y de igual forma requiere la formulación de las capitulaciones matrimoniales 

acorde al artículo 179 del mismo código, cuyo pacto supone, el regular el 

patrimonio de los cónyuges; sin embargo, con el artículo de marras se deja a 

un lado el régimen de separación de bienes y las capitulaciones, atentando 

de igual forma contra lo establecido en el artículo 98 en su fracción V que 

refiere a dicho convenio, así como lo dispuesto por los artículos 103 fracción 

VII, 207, 208 del citado ordenamiento civil, entre otras disposiciones que el 

legislador omitió reconocer al hacer esta adición. 

 

13.  En este sentido, deben prevalecer los principios de seguridad y certeza 

jurídica, motivo por el cual el legislador al adicionar el artículo 289 Bis al 

Código Civil para el Distrito Federal, ataca los mismos, por lo que se debe 

derogar este artículo que es contradictorio y vulnera el régimen de 
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separación de bienes, atentando contra la voluntad de las partes, misma que 

fue claramente manifestada al celebrar su matrimonio, bajo uno u otro 

régimen establecidos legalmente en el artículo 178 de dicho ordenamiento. 

 

14. Otra razón mas para sustentar la derogación de este artículo 289 bis, es que 

el mismo no establece limitante alguna para el ejercicio de la acción que éste 

prevé, es decir, el legislador omite mencionar si el que esta facultado es el 

cónyuge inocente o el culpable, lo que en la practica da lugar a que se 

cometan injusticias al respecto; aunado a que por la creación de este artículo 

se cometen una serie de actos tendientes a evadir el cumplimiento de la 

obligación que conlleva el artículo adicionado, actos como la simulación de 

venta de bienes del cónyuge, cesión de derechos de los mismos, es decir 

actos por los cuales el cónyuge excluya de cualquier manera los bienes de 

su patrimonio, lo que ponen en riesgo inclusive el aseguramiento del 

cumplimiento de una obligación alimentaria a cargo del deudor de ésta y en 

perjuicio del acreedor, ya sea el cónyuge y/o los hijos del matrimonio. 

 

15.  Si la intención del legislador es proteger al cónyuge, en su momento 

divorciado, en cuanto a su subsistencia, se debe acoger al contenido del 

artículo 288 del Código Civil, que establece que el cónyuge inocente tendrá 

en todo caso derecho a alimentos y en su más amplio contenido el artículo 

308 del multicitado ordenamiento establece que comprenden los alimentos. 

 

16. Ahora bien, con la sana critica de dar crédito a lo que parece ser la intención 

del legislador al crear este artículo refutado y que es la protección económica 

de los cónyuges en caso de divorcio, éste artículo deberá ser reformado, de 

no ser posible su derogación, con la vertiente de que en todos los casos, sea 

el cónyuge declarado inocente o culpable en un juicio de divorcio, tendrá 

derecho a recibir alimentos de la otra parte, bajo la condicionante de que este 

último haya contraído matrimonio bajo el régimen de separación de bienes, 

se dedicó en el tiempo que duró el matrimonio al cuidado del hogar y los hijos 
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(de haberlos) y no adquirió bienes o los que adquirió sean de valor 

notoriamente inferior a los de su cónyuge, pues con esta reforma se protege 

al cónyuge que no tiene recursos para su subsistencia, por lo que hace al 

concepto de alimentos, sin la limitante que impone el artículo 288 del Código 

Civil para el Distrito Federal de que únicamente el divorciante declarado 

inocente puede gozar de este beneficio, solución que aunque es poco 

ortodoxa, cuando menos no atenta contra la naturaleza del régimen de 

separación de bienes, de las capitulaciones matrimoniales ni contra la 

voluntad de los contrayentes. 

 

17. La razón de la propuesta de reforma es fundamentada dado el caso de no 

ser posible la derogación del artículo del artículo 289 bis, ya que por lo 

menos dicha reforma en los términos expuestos en el capitulo IV de este 

trabajo, protege a los cónyuges en caso de divorcio por lo que hace a los 

alimentos, sin importar su calidad de inocente o culpable, distinción tajante 

del artículo 288 del Código Civil, pero ésta reforma es un situación menos 

absurda que la facultad que otorga el artículo 289 bis que prevé que un 

cónyuge deba de dar al otro hasta el 50% del valor de sus bienes, omitiendo 

la esencia natural y legal del régimen de separación de bienes por el cual 

contrajeron matrimonio y mas aún cuando dicho artículo controvertido no 

establece quien es el acreedor del derecho de indemnización, si el cónyuge 

culpable o el inocente. 

 

18. Finalmente es menester que deban prevalecer, en su más estricto sentido, 

los dos regímenes patrimoniales instituidos legalmente acorde a lo dispuesto 

por el artículo 178 del Código Civil para el Distrito Federal, que son el de 

sociedad conyugal y el régimen de separación de bienes, dando plena 

libertad y conservación de las garantías individuales de los celebrantes del 

matrimonio, respetando de igual forma su voluntad, consentimiento e 

intención que manifestaron claramente al contraer matrimonio, así como el 

contenido de las capitulaciones matrimoniales, sin que dichos preceptos se 
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sean vulnerados o transgredidos con posterioridad, en base a un artículo de 

impostergable derogación. 
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